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H I P O T E S I S • 

El presente trabajo se propone analizar el procedimiento del 

derecho del trabajo y el del derecho civil de una manera práctica 

y no te6rica, de tal modo que se logre perfectamente visualizar 
en forma plena y quizá hasta tangible, las relaciones tan estre­
chas que guardan entre s{ ambos procedimientos, logrando as{, con 

el mismo contenido a desarrollar, culminar con un caso práctico 
que resume simb6licamente el encuentro de dos procedimientos com~ 
nes y conciliables dentro del tronco común, que es el derecho mi~ 
mo. 

As{ pues, este trabajo tiene una mayor amplitud en los aspe~ 
tos que comprenden los procedimientos a desarrollar, en virtud de 
que atienden tanto a las necesidades de los trabajadores como de 

los patrones en el campo laboral, y al actor y demandado llanamen 
te, en lo que al procedimiento civil corresponde. 

Lo anterior resulta de no olvidar que relativamente el dere­
cho del trabajo es un derecho nuevo, din&mico e inspirado en el 
humanismo jur{dJ.co, que se rige por principios distintos y, en 
ocasiones, opuestas a los del derecho común1 por lo tanto tiene 
que adaptarse a la evoluci6n de la vida econ6mica y social, pero 
tambián influyendo en ella, que a su vez, lo transforma. Por lo 

tanto, el trabajo en menci6n atiende tres aspectos importantísi­
mos, ya que un simple análisis de los procedimientos de loe cua­
les se habla, carecería de efectividad, si apareciese desligado 
del fondo doctrinario, del modo de operar que les impone la pr&c­
tica y de la interpretaci6n de los 6rganos jurisdiccionales. 

Por último, dirá que el objetivo de mostrar claramente la 

conciliaci6n entre el procedimiento del derecho civil y el del d~ 

recho del trabajo viene siendo tratar de contribuir a la forma­

ci6n práctica del litigio como postulante de futuros juristas, 

ahora estudiantes, que con un conocimiento adecuado de la natura-
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leza y los fines del derecho procesal en general, sólo deberán 

utilizarlo como un instrumento racional para solucionar conflic­

tos, con apego al derecho y la justicia, y no como una hábil maqui 
nación para entorpecer la misma. 

Para terminar, cabe agregar que los datos y la evolución mi~ 
ma del presente trabajo, corresponden a los lineamientos normati­
vos derivados de la Ley y Doctrina actuales, al momento del desa­
rrollo de éste. 

10 



INTRODUCCION. 

Desarrollar un trabajo sobre una materia determinada es rea¡ 

mente difícil y en ocasiones bastante cuestionable. 

Introducirse de lleno al análisis profundo del conocimiento 
y de las ideas parece una ardua tarea, y mas aún cuando a través 
de estar constantemente en contacto con el desarrollo del tema en 
estudio, nos vamos dando cuenta que todo el conocimiento teórico 
o práctico adqut~ido, es indudablemente pequefto, porque cuando 
creemos que ya lo conocemos, nos damos cuenta que apenas lo empe­

zamos a co~prender. Esto lo aclaro, porque todo aquél que inicie 
un trabajo en el que comienza a investigar debe reconocer que se 
abre ante él todo un universo desconocido hasta entonces, pero 
que por la inquietud de aprender cada d!a más, se ahonda poco a 
poco en él hasta pretender conocerlo todo, hechos ocurridos que 
se maniféstaron en el sentir del de la voz. 

En todo estudio de procedimiento encontramos la pretensi6n 
de soluci6n de loe conflictos, entro particulares y el Estado, es 
por ello que al examinar las instituciones laborales y civiles, 
el sentido humano se hace mística 9ue trasciende en principios, 
reglamentos, normas, leyes, laudos, jurisprudencia, etc. 

Si el ser humano pone en todos sus actos toda su capacidad y 

su imaginaci6n, nada más justo que reciba por su esfuerzo la fin~ 
lidad deseada y protecci6n del mismo, eo por eso que el procedi­
miento jurídico, laboral o civil, ampara dicho escuerzo, de tal 
manera que se protega el bien jurídico tutelado por la norma sus­

tantiva que conserva la paz social~ 

He decidido hacer este trabajo, en virtud de que considero 

es muy importante, ya que todo conocedor de la ciencia jurídica 

debe saber perfect.amcnte el proceder en defensa de aquel a quien 

se le ha violado su derecho, y en consecuencia loa prQcedimientos 
técnicos jurídicos para la obtención de una sentencia favorable, 



he aquí la presencia importantísima de la semnjanza procesal on-­

tre el procedimiento civil y laboral, ya que aquel que conozca y 

maneje lo más perfecto posible cualquiera de estos procedimientos, 

tendrá la seguridad de poder alcanzar su objeto deseado. 

En un curso general sobre cualquiera de las dds materias se 
hace una breve exposicl6n de los conceptos principales, ya que de 

lo contrario, serta muy difícil explicar la noci6n del derecho p~ 
sitivo. especificamente la distinción entre el procedimiento ci­
vil y laboral. 

Aqu{ introducimos preponderantemente el estudio del proceder 
práctica en ambos procedimientos, tratando de llegar incluso a 
proponer una especie de formulario a seguir.por lodo aquel que 
tenga necesidad de hacer uso de cualquiera de los procedimientos 
que a continuación se analizan. 

Espero que este trabajo sea provechoso y que alguna de mla 
ideas o conceptos pudieran servir como pie a otras observaciones 
de todo aquel que se interese por el conocimiento del proceso en 
general, y así algún d{a unificar un solo procedimiento para la 

materia civil y la materia laboral, en virtud de su alta simili­
tud de los procedimientos que a continuación se examinan. 
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CAPITULO l. 

EL DERECHO COMUN. 

1.1 ANTECEDENTES DEL DERECHO COMUN. 

¡. 2 DERECHO CIVIL ACTOAJ,. 

1.3 DERECHO PROCESAL CIVIL. 
1.4 LEGISLACION PROCESAL CIVIL MEXICANA. 



!.- EL DERECHO COMUN. 

l.J. ANTECEDENTES DEL DERECHO COMUN. 

Hablar de antecedentes del derecho común, es hablar propia­

mente del derecho romano, imperio en el que se conocen las raí -

ces de nuestro actual derecho civil, este Último, ya con numero­

sas modificaciones y adiciones. 

Iniciarenlos mencionando los vocablos que se le atribufan al 

ius civile, los cuales tenían diversas acepciones: a) como el d~ 

recho exclusivo de cada pueblo, propio de los individuos de cada 

ciudad; b) como el derecho de los ciudadanos romanos, distin -

guiéndose en este sentido del derecho honorario, que era menos 

formalista y menos rígido que la ley de las Doce Tablas, y e) c2 

mo el orden jurídico vigente en todos los confines del Imperio 

Romano, en tanto que el ius qentium era el perteneciente a otros 

pueblos. El ius qentium lleg6 a convertirse en una especie de d~ 

recho internacional. 

El Corpus ruris Civile (siglo II d.c.) del emperador Justi­

niano, constituye la fuente principal del conocimiento del Dere­

cho Romano, en la Última etapa de su evolucl6n. 

Con las invasiones bárbaras, surgen derechos autónomos, vi­

gentes en diversas reglones, aunque coexistiendo con el derecho­

romano vulgar. Sin embargo, el derecho romano a través de la Com 

pilaci6n de Justiniano, sobrevivi6 como la expresión de una idea 

de unidad de derecho universal. 

Los pueblos bárbaros impusieron en cada una de las rcgioncG 

que invadieron, un derecho partícular al que se sometían, exclu­

yendo cualquier otro derecho, los integrantes del grupo invasor, 

sin embargo, el derecho romano se aplicó a través de leyes ~­

~baro'rum. 

En los siglos XII y XIII surgen los glosadores quienes me -
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diante notas interlineales o marginales llamadas "glosas" inter­

pretaban el sentido y alcance de las párrafos del Digesto. Los 

principales representantes de esta escuela fueron tmerio y Acur­

sio1 este Último hizo una compilaci6n de la obra de los glosado­

res, llamada la Gran Glosa Ordinaria de Acursio. 

En los años de 1250 a 1500 aparece la escuela de los post -

glosadores cuyos principales representantes fueron Bartola de 

Saxoferrato, Baldo de Baldis y Cinc de Pistoya. (!) 

En los siglos XV y XVI, se desenvuelve en Francia un movi -

miento conocido como "jurisprudencia humanista" o "elegante", r!! 

presentado principalmente por Doneau y cujacio, quienes en el e~ 

tudlo del derecho, usaron métodos lógicos y racionales. 

La primera obra jur{dica en el derecho civil hispánico fue 

el C6digo de Eurico (465-465) donde predominaban las disposicio­

nes del derecho bárbaro. 

Durante la denominación árabe en España, se impuso oficial­

mente el derecho musulmán; pero después de ésta. se desarrolla -

ron los fueros municipales, entre los que destacan: el fuero de 

los fijos1lalgo, y ~l fuero viejo de Castilla. Algunas de cstaG 

leyes, se incorporaron después a la Novísima Recopilaci6n. LaR 

Siete Partidas redactadas bajo el reinado de Alfonso X el sabio, 

contienen principios de derecho romano, derecho can6nico y algu­

nas disposiciones de los fueros. 

Bajo el gobf erno de los Reyes Católicos, fueron redactadas 

las Ordenanzas Reales de Castilla1 y posteriormente se expidie -

ron las Leyes de Toro en 1502, por las cortes reunidas en Tole -

do. Estas fueron sustituídas por la Nueva Recopilación que es un 

conjunto de normas y disposiciones dictadas en España, y abarca 

como los anteriores ordenamientos, diversas norma5 de derecho. 

En 1805 se promulga la Novísima Recopilación de las Leyes -

de España contenidas en doce libros, de aplicación a diversas m~ 

17 



terias jurídicas, la cual es poco sistemática en su ordenaci6n. 

Derecho Prehispánico. Entre los mexicanos, fuente principal 

del derecho eran la costumbre y las sentencias de los jueces y el 

rey. Las personas nacían libres; sin embargo, podía caer en la e~ 
clavitud, ya por venta, por comisión de delito o por ser prision~ 

ros en la guerra. La nobleza era hereditaria: la familia tenía cg 

mo base el matrimonio, y aunque existía la poligamia, sólo era rg 

conocida como esposa legítima aquella con la cual se había cele­

brado matrimonio, de acuerdo con el ritual establecido. 

Se distinguían los grados de parentesco por afinidad y por 

consanguinidad. Se prohibía el matrimonio entre parient~s. El pa­
dre tenía la facultad de vender a sus hijos y era además el enea~ 

gado de la educaci6n de los hijos varones, en tanto que las hem­
bras quedaban al cuidado de la madre. Por lo que se refiere a las 

sucesiones, ya existía la sucesión legítima y la libertad para 
teGtar. 

Existían tres clases de propiedad: la propiedad del rey, de 

los nobles y de los guerreros; el segundo grupo formado por la 
propiedad de los pueblos y el tercero formado por la propiedad 

del ejército, de los dioses y de ciertas instituciones públicas. 

Con relación a los contratos, se conocieron el de compraven­
ta, prenda, fianza, mutuo, la comisión, la aparcer!a, el alquiler 
y el contrato de trabajo, todos eran contratos verbales. 

La legislaci6n durante la colonia se manifiesta de manera eli 
tructurada a cada figura jur!dica, esto es, se impartía justicia 

principalmente por conducto del rey el cual contaba con su escri­

bano de n6mero, se continuaba sucesivamente por el prelado, maes­
tre de alguna ordenanza de caballería, consejo u otro cuerpo aut~ 
rizado y, ante ~1 juez con quien se seg\1Ían los autos (2). 

La legislación española, tuvo vigencia aún después de la in-
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19 
dependencia. Hasta la promulgaci6n de los primeros c6digos civi--

les, se aplicaron las Leyes de Toro, la Nueva y la Novísima Reco­

pilaci6n; en forma supletoria, Ordenamiento de Alcalá: Las Siete 

Partidas, El Fuera Real y el Fuero Juzgo. 

Rigi6 también la recopilaci6n de Leyes de Indias de 1570 (l~ 

gielaci6n aplicable a las colonias españolas), así como la Real 

Ordenanza de Intendentes, del afio 1786. 

En el siglo XIX, el derecha mercantil, se separa del derecho 

civil. La primera labor de codificaci6n civil llevada a cabo, fue 

el C6digo de Napole6n (1604), el que constituye una sabia coordi­

naci6n del antiguo derecho consuetudinario francés, los princi­

pios del derecho romano y el derecho revolucionario. En 1808 se 

promulga en Francia el C6digo de Comercio. 

El c6digo francés de 1804, influy6 en el proyecto del C6digo 

Civil español de 1851 comentado por Florencio García Goyena. Sus 

comentarios, aún sirven de base en algunos aspectos, a la inter­

pretaci6n del c6digo español de primero de mayo de 1699 (aún vi­

gente en aquel pa{s europeo). 

En México continu6 aplicándose la legh1laci6n eapaifola, has­

ta la promulgaci6n del C6digo Civil para el Distrito y territo­

rios Fede¡ales, promulgado el 13 de diciembre de 1670. Este C6dl­

go tiene como base un proyecto de 1659, de don Justo Sierra {no 
lleg6 a entrar en vigor). 

Una nueva comisi6n designada para revisar e1 C6digo de 1870 

dio cima a la obra, redactando un proyecto de cl>digo civil, que 

fue promulgado el 31 de marzo del 1884 y entró en vigor el prime­

ro de 1lunio del mismo año. Este c6digo expresa fundamentalmente 
las ideas del individualismo en materin económica. 

Durante la vigencia del Código Civil de 1884, don Venustiana 

Carranza promulg6 en Veracruz la Ley de Divorcio de enero dP.: 1915, 
cuyas disposicones se incorporaron ~ás tarde a la Ley de Relaclo-



nes Familiares del 19 de abril de 1917. 

l. 2. DERECHO CIVIL ACTUAL. 

El 30 de agosto de 1928 se promulg6 el C6digo Civil, que e~ 
tr6 en vigor el primero de octubre de 1932. Sus disposiciones son 
aplicables en el Distrito Federal en materia común y en toda la 

República en materia federal. 

Este c6digo se encuentra influido por la idea de socializa­
ci6n del derecho, y las principales inovaciones "de este ·C6digo- ··, 

son las siguientes: 

al Establece la igualdad de capacidad jur!d!ca del hombre y 

la mujer (articulo 2•). 

b) En el artículo 21 faculta a los jueces para que, en vista 
del notorio atraso de algunos individuos, su apartamiento de las 
v{as de comunicaci6n y su miserable situaci6n econ6mica, puedan 
eximirlos de acuerda con el Ministerio Público, de las sanciones 

en que hubieren incurrido por falta de cumplimiento de la que ig­

nora, o de ser posible, con'cederles un plazo para que la cumplan 
siempre que no se trate de leyes que afecten al interés público. 

c) En los art{culos 12, 13, y 14 dedicados a la soluc!6n de 
los conflictos de leyes en el espacio, aplica el principio terri­
torial en forma intransigente, en beneficio de la ley mexicana, 
no s6lo en lo tocante a los bienes y a los efectos jur{dicos de 
los actos y contratos, sino también en lo que se refiere al esta­

do y capacidad de las parsonas. 

d) Reconoce personalidad jurídica a los sindicatos (artículo 
25). 

e) La ruptura de la promesa de matrimonio (articulo 143), 
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21 
produce el efecto de obligar a quien la quebrante a resarcir al -

proci.etido, a la reparación de los daños y perjuicios que sufra con 

este motivo y aun a cubrir una compensaci6n en dinero, por conceR 

to de reparaci6n moral. 

f) Se declara expresamente que en el hogar, el marido y la 

mujer tendrán consideraciones iguales, as! como la misma autori­
dad (articulo 162). 

g) se introduce la exigencia de un certificado prenupcial c2 

mo requisito previo a la celebraci6n del matrimonio (artículo 98 

fracción IV). 

h) Además de los impedimentos para contraer matrimonio reco­
nocidos en el Código de 1864 (falta de edad, falta de consenti­
miento de los que ejercen la patria potestad, parentesco de con­
sanguinidad y de afinidad. adulterio, etcétera) consagra como 
impedimentos la imposibilidad en cu3tqulera de los c6nyuges para 

cumplir con los fines bio16gicos y sociales de la instituci6n (aL 
tículo 156). 

1) Eatablece y reglamenta la !nstituci6n del patrimonio de 

familia (artículo 723, 727, y 730). 

j) El régimen de los bienes de los c6nyuges se establece ba­
jo el régimen patrimonial de sociedad conyugal o scparaci6n de 
bienes de los consortes únicamente (art!culos 98 fracci6n V y 

178). 

k) Se prescinde de la distinción entre hijos legítimos e il~ 

g{timos, por lo quQ toca a la p~ternidad y al ejercicio de la pa­

tria potestad (artículos 324 y 360), y se clasifica a los hijos 
como hijos de matrl~onio e hijos nac~dos fuera de matrimonio. 

Respecto de estos Últimos ha tratado de borrar toda distJnci6n 

que parecía infamatoria entre hijos adulterinos e incestuosos, a 

los que alud!a expresamente el C6d!go de 1804. 



1) Se reconocen efectos jurídicos al concubinato es decir; a 

la unión libre del hombre y la mujer solteros. Sin haber celebra­

do matrimonio, y que viven como marido y mujer (artículo 1635). 
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m) Establece el divorcio por mutuo consentimiento (artículo 

274), y aún este Último, si los cónyuges que pretenden divorciar­

se son mayores de edad, no tienen hijos y han convenido en liqui­

dar la sociedad conyugal, puede obtenerse sin intervención judi­

cial, por la simple compareoencia ante el Juez del Registro Civil, 

quien administrativamente puede declarar en ese caso la disolu­

ci6n del vínculo matrimonial (artículo 272). 

n) Se reglamenta la institución de la tutela, apartándose del 

sistema latino de la tutela de familia, por el sistema germánico 

de la tutela de autoridad, creándose el consejo local de tutelas 

como 6rgano de vigilancia y de informaci6n, en consecuencia encaL 

ga a un funcionario especial, la investigación en los asuntos re­
lativos a la tutela (artículos 631, 632, 633 y 634). 

o) Establece la posibilidad, mediante un sistema permisivo l! 

mitado, de investigar la paternidad en los casos de rapto, estu­

pro o violación, cuando la época del delito coincide con la de la 

concepción, cuando el demandante se encuentra en posesión de est~ 

do de hijo del presunto padre, cuando haya sido concebido durante 

el tiempo en que la madre habitaba bajo el mismo techo con el pr~ 

sunto padre, viviendo maritalmente y cuando el hijo tenga a su f~ 

vor un principio de prueba en contra del pretendido padre (artÍcQ 
lo 362). 

p) Por lo que se refiere a la propiedad, establece el uso y 

goce de la cosa objeto de ella, sujeto a ciertas restricciones en 

interés de la sociedad (art{culos 830 y 840). 

q} En ~ateria de sucesión, se confirma la libre testa~enta­

ci6n y se in~tituye la obligación de proporcionar alimentos a las 

personas que en vida del autor del testamento, tienen el derecho 
de exigir la herencia (artículos 1366 y 1374). 



rl En el capítulo de obligaciones en el artículo 1912, lntr2 

duce la idea del abuso de los derechos. 

s) Reglamenta la promesa de contratar (articulo 2243), y COil 
cede expresamente efectos jurídicos a la declaración unilateral 
de voluntad. 

t) En materia de nulidad de los actos jurídicos, establece 
la distinci6n tripartita entre actos inexistentes por falta de 
consentimiento o de objeto {artículo 2224) y establece que la nu­
lidad podrá ser absoluta o relativa. según la disponga la ley (a~ 

tículo 2225). Los actos ejecutados contra el tenor de las leyes 
prohibitivas o de interés público están afectados de nulidad abs2 
luta (artículo 80). Y de ella puede prevalerse todo interesado 
(artículo 2226). 

u) El error, el dolo, la violencia y la incapacidad de cual­
quiera de los autores del acto, así como la falta de torma si no 
se trata de actos so1emnes1 da lugar a la nulidad relativa (2rtl­
culo 2226). 

Aun cuando se ha prQtendido ver Qn el C6digo Civil de 1926 

un código do derecho privado social~ el reconocimiento de divor­
cio por mutuo consentimiento, la facultad de testar libremente, 

la supresi6n de la prodigalidad como causa de interdicci6n, con­

trasta gravemente con esta idea, porque se inspiran ideas en las 
que francamente son individualistas: aun cuando en otro aspecto, 
particularmente en materia de propiedad, el libre ejercicio de la 
voluntad queda restringido frenta a los intereses sociales. 

l. 3. DERECHO PROCESAL CIVIL. 

El derecho procesal civil encu~ntra su tronco común en el d~ 
rechc procesal, que es de donde parten los diferentes procesos c2 

mo son el procQso civil, e1·-proceso mercantil y el proceso labo-



ral, entre otros. 

De lo anterior resulta que las partes o ramas especiales del 

derecho procesal, suelen ser clasificadas en función del tipo de 

proceso que estudian y todo estudio sobre cualquier rama del dcr~ 
cho procesal, debe partir de una premisa básica, en cuyo caso es­
taremos en presencia de; la unidad esencial del derecho procesal. 

Esta unidad se expresa, en primer término, a través de los 

conceptos básicos o fundamentales que toda disciplina procesal 

utiliza, ya que todas las ramas del derecho procesal parten do la 
existencia de: 1) la jurisdicción, como poder del Estado, para r2 

solver conflictos de trascendencia jurídica en forma vinculativa 
para las partes; 2) del proceso, como instrumento jurídico del F.§. 

tado para conducir la soluci6n de los litigios y, 3) por éltimo 

de la acci6n, como derecho, facultad, poder o posibilidad jurídi­

ca de las partes, para provocar la actividad del 6rgano juriRdic­

cional del Estado, con el objeto de que resuelva sobre una pretcn 

si6n litigiosa. 

Dicha unidad esencial se manifiesta, también, en el hecho de 
que todo proceso, cualquiera que sea el tipo de conflicto (civil, 
penal, laboral, etcétera) que resuelva, tiene una estructura 8sen 

cialmente igual. 

Si el proceso es un instrumento estatal para solucionar con­

flictos, es lógico que todo proceso tenga como antecedente y con­

tenido un litigio. De igual forma, todo proceso se desenvuelve a 

través de una se~ie de actos y hechos procesales, loR cuales tie­

nen una realización formal, espacial y temporal, que constituyen 

el procedimiento. Y por Último, todo proceso tiene por objeto llQ 

gar a una sent~ncia que resuelvu el conflicto, la cual ~s suscep­
tible de ser realizada coactiv~mcnt~, en caso de no Rer cumplida 

voluntariamente por la parte condenada. De cst~ modo, litlgio, 

procedimiento, sentencia y eventualmente ejecución, se rnanifica­

tan en todo tipo de proceso. 
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La estructura esencial~ente igual del proceso se manifiesta, 

también, en el carácter dialéctico de éste. El proceso no es un 

artificio creado nediante la elucubraci6n ~eramente te6rica, sino 

el producto de la asimilaci6n en el derecho de la experiencia so­

cial, que se desarrolla en for~a dialéctica. El carácter contra­

dictorio de las pretensiones litigiosas impone al proceso una es­
tructura dialéctica en la cual la pretensi6n de la parte actora 
constituye la tesis; la excepci6n de la decandada, la antítesis, 
y la sentencia del juzgador (que debe considerar las afirmaciones, 
las pruebas y los alegatos for~ulados por las partes en el proce­
so) viene a ser la síntesis. 

En el caso que nos ocupa, en el derecho procesal civil, exi~ 
te el principio de la libertad de estipulaciones, llamado también 

de la autono=!a de la voluntad, el cual generalcente rige las nor 
mas del derecho privado, influye en el proceso destinado a la 
aplicaci6n de dichas normas y se traduce en el principio disposi­
tivo. As!, el proceso civil, tiene, como característica fundamen­

tal, el estar regidos por el principio dispositivo. 

Tradicionalmente, señala JoRé Ovalle Favela (3) este princi­
pio dispositivo o principio de disposici6n se ha entendido como 
aquGl que permite a las partes disponer del proceso-~onopolizando 

su iniciativa e impulso, as! cono fijando su doctrina procesal y 

objeto disponiendo del derecho sustancial controvertido. En la 
doctrina procesal, aclJra aún mas Eduardo J. Couture (4) se ha 
pretendido distinguir entre dispositividad del proceso y disponi­
vilidad del derecho sustancial controvertido, pero resulta claro 
que 8qué11a no es sino una consecuencia de ésta y que ambas nociQ 
nes, en cierta medida, se implican. Sin el poder de disposici6n 

de las partes sobre el derecho Paterial controvertido, no podr[a 

haber, 16gicacente dispositivida~ sobre los actos del proceso. 

De lo anterior, y en ese mismo ord~~ de ideas, Eduardo J. 

Couture (5} define el derecho procesal civit como "la rama de la 

ciencia jurídica que estudia la ~aturaleza, desenvolvimiento y 
eficacia del conjunto rle relaciones jurídicas denominado proceso 



civil". 

Para terminar se5alaremos a continuaci6n, las "caracterfsti­

cae11 que enuncia José Ovalle Fabela (6), las cuales son las si­

guientes: 

l. El proceso debe comenzar por iniciativa de parte. El juez 

no puede, en materia civil, instaurar, por s! mismo un proceso. 

Según un viejo aforismo, ~ iudex sine ~ donde no hay de­
mandante no hay juez. Si no existe la acci6n de la parte intere­
sada, no puede h8ber proceso. 

2. El impulso del proceso queda confiado a la actividad de 

las partes. 

3. Las partes tienen el poder de disponer del derecho mate­

rial controvertido, ya sea en forma unilateral (a través del de­
sistimiento de la acci6n o, más exactamente, de la pretensi6n y 

del allanamiento) o en forma bilateral (por medio de una transac­
ci6n). 
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4. Las partes fiian el obieto del proceso (thema decidendum), 

a través de las afirmaciones contenidas en sus escritos de deman­
da y contestaci6n a la misma. El juez no puede resolver más a116 
(llJ..lli pet ita) o fuera (extra pet ita) de lo pedido por las partes. 

5. Las partes también fijan el objeto de la prueba (Themapro­
~) y, en consecuencia, la actividad probatoria debe limitar­

se, por regla, a los hechos discutidos por las partes. 

6. Sólo las partes están legitimadas para impugnar las reso­
luciones del juzgador y la revisi6n de éstas debe circunscribirse 
a los aspectos impugnados por las partes, 

7. Igualdad de las partes en el proceso, que se manifiesta 
en la igualdad de los ciudadanos ante la ley. 



e. Por Último, por regla general, la cosa 1uzgada s6lo surte 
efectos entre las partes que han participado en el proceso. 

l. 4, LEGISLACION PROCESAL CIVIL MEXICANA 

La república Mexicana ha adoptado el sistema federal, según 
lo dispuesto por el artículo 40 constitucional y, por la otra, la 

legislaci6n en materias civil y procesal civil no se han atribui­
do expresa y exclusivamente a la Federal: cada Estado ha expedido 

su propio C6digo de Proc:edimientos Civiles, con base en la distr!. 
buci6n de competencias previstas en el artículo 124 constitucio~ 
nal. Esto significa que en la República Mexicana existen 31 c6di­

gos de Procedimientos Civiles -uno por cada Est~do de la Federa­

ci6n-, a los cuales deben agregarse el Código de Procedimientos 
Civiles del Distrito Federal y el Código Federal de Procedimien­
tos Civiles-este Último para aquellos asuntos civiles en los que 

sea parte la Federaci6n-. Por tanto, en la República Mexicana 
existe un total de 33 Códigos de Procedimientos Civiles. 

Esta cantidad tan elevada de ordenamientos procesales civi­
les, la cual ha sido muy criticada en la doctrina, 110 ha dado lu­
gar, sin embargo, a una considerable variedad en el contenido de 
dichos cuerpos legales: en otrafi palabras, no ha significado, que 
tales c6digos de procedimientos sean muy diversos entre s{. Al 
contrario, entre ellos hay más semejanzas y convergencias, que d! 
ferencias y divergencias. 

Por una parte, debe tomarse en cuenta que todos estos c6di­
gos procesales civiles pertenecen, como es lógico, al sector his­

panoamericano del sistema procBsal rom~no-germánico. Esta ubica­
ci6n dentro de dicho sector, proporcionan una base com1ln para to­
dos estos ordenamientos proc~saleA. Las caracter{slicas que se 

han señalado a dicho sector romano-germ~nico se encuentran pres~~ 

tes, también, en los procesos civiles regulados por los textos 1~ 

gales instrumentales m~xlcanos. 
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Por otra parte es posible advertir que estos c6digos se aju~ 

tan, en términos generales, a los modelos señalados por algunos 

de ellos, produciérldose de esta manera tendencias precisas en la 

legislación procesal civil mexicana. Se considera que las más im­

portantes tendencias pueden reducirse dentro de tres c6digos, a 

saber: Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal de 

1932, Código de Procedimientos Civiles del Estado de Guanajuato 

de 1934 y, anteproyecto de Código de Procedimientos Civiles para 

el Distrito Federal de 1948. 

Como resultaría sumamente extenso y complicado analizar las 

normas contenidas en todos los c6digos procesales civiles vigen­

tes en ta República, en este trabajo se analizará más adelante, 

solamente al Código para Distrito Federal. 

Por Último, al lado de los c6digos procesales civiles, se d~ 

be tomar en cuenta, también, la existencia de las leyes orgánicas 

de los tribunales. En este terreno, también existe una gran divc~ 

aidad de leyes: 31 leyes orgánicas de los Tribunales de los Esta­

dos, una del Distrito Federal y una de la Federación. La ley Orgf 

nica de los Tribunales de Justicia del Fuero Común del Distrito 

Federal fue promulgada el 26 de diciembre de 1968 y ha sufrido n~ 

merosas reformas. Sin embargo, su estructura y contenido esencia­

les provienen de su predecesora, la del 30 de enero de 1932. Esta 

Última también ejerció una notable influencia en la legislaci6n 

orgánica de tribunales de los Estados. 
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2. EL PROCESO EN GENERAL. 

2.1 NORMA JURIDICA, ACCION Y PROCESO. 

El fin normal del proceso es la obtención de una sentencia 

que, en forma vinculativa resuelva entre partes una controver -

sia sobre derechos substanciales. 

El derecho objetivo está integrado por normas abstractas de 

las que derivan derechos en substancia que permiten la conviven­

cia social, regulando las acciones humanas e imponiendo a los 

hombres un comportamiento determinado. 

Desde este punto de vista, las normas jurídicas actúan como 

norma motivadora sobre la voluntad del sujeto, es decir, establ~ 

cen un deber ser. 

El deber ser que establecen las normas jur!dicas se refiere 

al obrar de varios sujetos, determinando lo que unos pueden ha -

cer y que, por tanto, na debe ser impedido por los demás. 

Es así como el derecha objetivo coordina el obrar de varios 

sujetos estableciendo mandatos que motivan una conducta determi­

nada. 

Pero el derecho objetivo no s610 establece conductas sino 

que a la vez crea sanciones contra los que no realicen la condus 

ta prescrita o no respete la facultad otorgada al titular del d~ 

recho. 

La parte preceptiva va dirigida a los particulares creando 

en su favor derechos substanciales que deben ser tutelados1 la 

tutela está contenida en la parte sancionadora de la norma que 

va dirigida a los 6rganos del Estado impidiéndoles el deber de 

realizar actos de coacci6n, en el supuesto de que los sujetos 

se opongan a la conducta prescrita. 



Pero cuando el derecho subjetivo es violado s610 puede tener 

plena vigilancia, mediante el ejercicio de la funci6n jurisdicci2 
nal. 

El Estado-juez tiene primordial interés en hacer justicia, 
en dar a cada quién lo suyo, en reconocer los derechos subjeti -

vos y los intereses legítimos de los sujetos en litigio. 

Mediante el derecho acción, los sujetos provocan el ejerci­
cio de la funci6n jurisdiccional, para conseguir la satisfacción 
del interés jurídico protegido por el legislador en su favor en 

la norma abstracta. 

Los dos intereses, el público-estatal de ver respetada la 
ley en tos casos controvertidos y el particular de quienes tra -
tan de conseguir la tutela jurídica a que tienen derecho, se ca~ 
jugan en el proceso, cuyo motor inicial es el derecho de acci6n. 

De lo dicho se desprende que por una parte, existe una po -
testad del Estado de hacer justicia, de dar a cada quien lo suyo, 
de actuar la voluntad concreta de la ley; y, por otra parte, 
existe una potestad del particular de exigir justicia; potestad 

de obrar ante los 6rganos jurisdiccionales del Estado. Por tanto, 
sólo en cuanto existen estas dos potestades, puede instaurarse y 

desarrollarse un proceso. 

La doctrina moderna admite, por otra parte, que el proceso 
es, antes y mas que otra cosa, un istrumento: para la verifica -
ci6n de la verdad de los hechos y la identificación de la norma 
legislativa que regula el caso concreto. Dada su calidad de ins­

trumental, el prcceso no es necesario cuando las partes cumplen 
voluntariamente y se adaptan a la conducta prescrita por la nor­

ma abstracta. 

Decíambs que el medio que tiene el que pide justicia, el 
que defiende su derecho, para instaurar el proceso cuando éste 

le ha sido lesionado o desconocido, es la acción. Pero la acción 
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no sólo es el motor que sirve para instaurar un proceso, con el 

fin de obtener el respeto a la tutela del derecho subjetivo, y 

por tanto, la actuación del derecho objetivo, sino que lo vlvif! 

ca hasta su terminaci6n. 

En efecto, el proceso se inicia por una demanda en la que 

el particular pide un tipo de tutela jur{dica que s6lo el juez 

puede dar y que efectivamente otorga mediante la sentencia. pero 

entre la demanda y la sentencia se realiza una serie de actos di 
rígidos a obtener del Estado-juez el acto vinculativo que otorga 

la tutela del derecho substancial a tas partes contendientes. T~ 

dos estos actos sólo son posibles gracias a la acci6n que los i~ 

pulsa y los mantiene en existencia. 

2.2 l1L PROCESO COMO RELACION JURIDICA. 

El proceso es una relaci6n jurídica entre: juez, actor y 

reo: 1udicium est actus trlum personarus, actoris, rei, iudicis. 

Esta relac16n tiene un carácter jur{dico indiscutible, no 

obstante que Carnelutti (1) •niegue la utilidad del concepto•. 

La relaci6n jurídica se establece entre el Estado, corno su­

jeto capaz de derechos y obligaciones y el ciudadano, también sy 

jeto de derechos y obligaciones, la serie de relaciones espec~a­

les, dice Ugo Rocco (2}, "de mutuos derechos y deberes jurídicos 

de derecho público en cuanto que surgen como ocaalón del proceso, 

pueden llamarse relaciones jurídicas procesales. Y coino dichos 

sujetos son tres: actor, demandado y 6rgano jurisdiccional, es­

tos constituyen los sujt~tos de la relaci6n jurídica procesal. 

La pluralidad de sujetos origina una relacl6n jurldica tri­

lateral entre actor y Estado, por una parte, y entre demandado y 

Estado por la otra. 

El propio Ugo Rocco, (3) que habla de la"llamada relación 



jur{dica procesa1
1
w, la define diciendo: es el conjunto de rela -

ciones jurídicas, esto es, de derechos y obligaciones regulados 

por el derecho procesal objetivo, que median entre actor y Esta­

do y entre demandado y Estado, nacidas del ejercicio del derecho 

de acci6n y de contradicci6n en juicio. Como reus in excipiendo 

fit actor, el derecho de acci6n puede considerarse bilateral, 

principalmente en los procesos contenciosos, en virtud del prin­

cipio contradictorio: audiatur et altera pars. 

2.3 CARACTERES DE LA RELACION JURIDICA PROCESAL. 

La doctrina unánime atribuye a la relación jurídica proce -

sal, los siguientes caracteres: 

I. De derecho público, ya que se origina entre los particu­

lares y el Estado, que actúa como poder en el ejercicio de una 

potestad pública: la potestad jurisdiccional. 

II. Aut6noma, porque es del todo independiente del derecho 

sustantivo hecho valer. 

III. Trilateral, en cuanto que se establece entre el actor 

y el Estado y entre éste y el demandado. 

IV. Tiene un objeto particular, pues existe una pretensión 

del actor y otra del demandado, normalmente antitética, que pi -

den al Estado-juez la realizaci6n de la norma jurídica abstracta, 

que es el objeto del proceso. 

v. Compleja, toda vez que comprende una serle de facultades 

aisladas, facultates exigendi y obligaciones y cargas de las pa~ 

tes y de los órganos jurisdiccionales , que constituyen el proc~ 
so mismo. 

VI. Dinámica o progresiva y no estática, en virtud de que 

se desarrolla con actos sucesivos de las partes y de los Órganos 
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jurisdiccionales. 

VII. Unitaria, en cuanto que esta multiplicidad de faculta­
des y obligaciones y cargas sucesivas, se funden y reúnen en una 

relaci6n idealmente única, que trae vida con el ejercicio de la 
acci6n judicial, mediante la demanda y se extingue con la senterr 

cia. Carnelutti (4) "ha negado este caracter". 

VIII. Finalmente para Calamandrei (5), •es una relaci6n que 

supone la colaboración de las p~rtes", como en el deporte, por -
que no obstante que los contendientes luchan entre ellos, para 
obtener el triunfo, deben sujetarse a las reglas del juego, sin 
las cuales no es posible llevarlo adelante. 

2. 4 PRESUPUESTOS PROCESA!. ES. 

Chiovenda (6), "enseña que para que pueda haber relaci6n jg 

r{dica procesal, no basta que existan los tres sujetos1 6rgano 
jurisdiccional, actor y demandado, sino que estos deben tener 
ciertos requisitos de capacidad~ 

Tales requisitos de capacidad son para los Órganos jurisdi~ 
cionales, la competencia; para las partes: que es la capacidad 

procesal de poder representar a otro y, en algunos casos, capa­
cidad de pedir en nombre propio la actuaci6n de la voluntad de 
la Ley, que garantice un bien a otro a lo cual denomina substi -
tución procesal. En casos especiales, no deben existir circuns -

tancias que una parte pueda hacer valer como impedimento para la 
constituci6n de la relaci6n procesal: litis pendencia. 

La doctrina de los presupuestos procesales se debe a los 

tratadistas alemanes, pero la sostuvo también Chiovenda (7) 

•quien en Italia la sostuvo, tomando carácter institucional gra­
cias a la divulgaci6n de Calamandrei, Betti, Redenti, Zanzucchi, 
etc., y a pesar de los puntos de vista de Carnelutti". 

Ya clarificada puede resumJrse diciendo que: presupuestos 
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procesales son requisitos basados en la potestad de obrar de los 

sujetos, que permiten al juez hacer justicia, mediante la const! 

tuci6n y desarrollo del proceso. 

En v{as normales, para que el proceso exista, se necesitan 

estos presupuestos: 

La presentaci6n de una demanda formal y sustancialmente vá­

lida 1 por un sujeto de derecho (actor); ante un 6rgano jurisdic­
cional (juez) y !rente a otro sujeto de derecho (demandado)1 

teniendo los tres, partes y juez, requisitos de capacidad (en 

cuanto a las partes: capacidad de ser parte y capacidad proce -

sal; en cuanto al juez: capacidad general, jurisdicci6n y espe -

cial1 competencia). 

Pero, para que el proceso pueda llegar a su fin, se requie­

re el impulso procesal, es decir, la actividad necesaria de las 

partes para que el proceso avance; excepcionalmente también la 

actividad del juez para impulsar el desarrollo del proceso. 

2.5 LOS DIFERENTES PROCESOS. 

La historia del hombre desde la perspectiva procesal es 

ciertamente compleja, pero como el caso en estudio es objetivo, 

s6lo clasificaremos los tipos de proceso que en este momento se 

dan en nuestro país. 

Es obvio que para establecer una clasif icaci6n tenemos que 

determinar, en primer término, cual ser& el criterio a seguir. 

En ese sentido podemos considerar los siguientes: 

a) Por la rama del derecho a que se refieren. 

b) Por la naturaleza de la pretensi6n procesal. 

De acuerdo al primer criterio, en México se producen los si 
guientes tipos de procesos: 
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a) Civiles. 

b) Mercantiles. 

c) Penales (que comprende también la justicia militar) 

d) Fiscales. 

e) Laborales. 

!) Constitucionales o de garantías. 

De conformidad con la naturaleza de la pretensi6n, los pro­
cesos pueden ser: 

a) De cognici6n, que se subdividen en: 

a.1 Constitutivos. 
a.2 Declarativos. 

a.3 De condena. 

b) De ejecuci6n que a su vez se subdividen enr 
b.1 Daci6n. 

b.2 Transformaci6n. 

Podrían admitirse otros intentos de ctasificac16n, que aten 

derían a la competencia {locales y federales) o al grado {de ún! 
ca, primera o segunda instancia). Con el mismo propósito habrían 

de considerarse ciertos procesos que teniendo una clara dofini -
ci6n constitucional o reglamentaria, escasamente tienen lugar 
porque el 6rgano encargado de resolver la pretensión se integra 

s6lo para el caso concreto do que se trata. Tal es el caso del 

proceso constitucional que faculta a la cámara de Diputados para 
conocer de las acusaciones que se hagan a ciertos funcionarios 
públicos, por delitos oficiales o para someter a proceso a los 

que gozan de fuero constitucional y que sean acusados de haber 

cometido delitos del orden común (artículo 14 V de la constitu -



ci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos). Una situación p~ 
recida se contempla en el artículo 674 de la Ley Federal del Tr~ 

bajo, que atribuye al Jurado de Responsabilidades de los Repre -

sentantes, la facultad de imponerles sanciones por las fallas 

que cometan en el desempeño de sus funciones. 

Por otro lado, tenemos que una Última c1asificaci6n la des­

cribe Luis Dorantes Tamayo (8), definiéndolos desde distintos 

puntos de vista: por la materia o por los bienes afectados; por 

la existencia o no existencia de contradictorio; por la catego­

ría econ6mica de las partes; por el carácter del juzgador; por 

la subordinaci6n de los procesos; por la acción ejercitada y, 

por el procedimiento • 

La clasificación anterior viene a encuadrarse dentro de la 

primera, s6lo que con otras acepciones, pero que definitivamente 

se encuentra comprendida dentro de ésta, causa por la cual sola­

mente se enuncia dicha clasificaci6n, que obviamente no dE:ja de 

ser importante. 

2.6 LA UNIDAD FUNDAMENTAL DEL PROCESO. 

Afirman Rafael de Pina y José Castillo Larrafiaga (9),"que 

la pluralidad de tipos procesales no destruye, sin embargo, la 

unidad conceptual de la figura procesal, la cual, fundamentalmcn 

te sigue siendo idéntica en cada una de sus ramas". Esto es cie_t 

to, pero se debe reconocer que se trata de una de esas verdades 

que no llevan a ninguna parte. 

Si se atiende, por ejemplo, al proceso civil, al mercantil, 

y al laboral, la semejanza es extraordinaria. Pueden cambiar, 
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sin embargo, algunos aspectos de estructura (nuestro derecho la­

boral no admite recursos que puedan generar una segunda instancia 

como por el contrario existen en materia civil y mercantil). 

El derecho procesal civil aceptaría una cierta tutela en b~ 



ne~icio de la parte considerada como débil (Vrg. trtándose de 

muertos o incapacitados o de cuestiones de divorcio en que se 
exige una intervención del representante del Ministerio PÚbli -

ca), que contradice la total igualdad de las partes en materia 
mercantil o la evidente protección al trabajador, a cargo del 

propio tribunal, en materia del trabajo. La resolución en con -
ciencia por parte de los jueces de trabajo, carece de paralelo 
en el proceso civil que es, básicamente, un proceso de derecho. 
El procedimiento preferente en derecho mercantil es el convenci2 
nal (artículo 501 del Código de Comercio), y este tipo de solu -
clones no podría admitirse en el proceso laboral ni en el civil. 

Las diferencias entre todos ellos y el proceso penal son eviden­
temente mas acusadas. 

El problema que deriva de todo esto tiene, como es natural, 

más ·importancia científica que práctica. Es !recuente, por otra 
parte que apoyándose en las diferencias se prediquen autonomlas 
que a veces se arraigan más en la vanidad del especialista que 
en la sistemática jurídica. 

Por Último diremos, profundizando un poco más que en el pr! 
mer capítulo, que dentro de la unidad fundamental del proceso se 

comprende a todo el derecho procesal como disciplina de estudio. 
En ella se incluyen todas las ramas de la ciencia jur{dica que 
estudian los diversos procesos. Sin embargo, con el objeto de 

sistematizar los estudios procesales, conviene distinguir, por 
un lado, una parte del derecho procesal que se denomina "teor!a 

general del proceso" y está constituida, por la exposici6n de 

los conceptos, instituciones y principios comunes a las distin -
tas ramas del enjuiciamiento y, por el otro, las partes o ramas 

especiales del derecho proces~J se dedican al estudio espec{f ico 
de cada uno de los procesas. 
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· 3, ET, DERECHO PROCESAL. 

3.1 CONCEPTOS DE DERECHO PROCESAL. 

Debemos entender al derecho subjetivo como la facultad jur{­

dicamente protegida. "En su sentido fundamental, la palabra dere­

cho designa una facultad reconocida a una persona por la ley, y 

que le permite realizar determinados actos". (1) Ahora bien, esa 

ley que reconoce la facultad costituye el contenido de otra acep­

tación del derecho, esto es del derecho objetivo. Al respecto di­

ce Planiol (2): "En otro sentido, la palabra derecho designa el 

conjunto de leyes~ es decir, las reglas jurídicas aplicables a 

los actos humanos." 

Al lado de las dos especies apuntadas del género derecho, 

encontramos una tercera llamada derecho procesal, que nace para 

que no se frustre la teleología de la ciencia jurídica. 

Las ideas anteriores nos llevan a concluir con José Castillo 

Larrañaga y Rafael de Pina (3), que el derecho procesal es "la 

disciplina jurídica que estudia el sistema de normas que tienen 

por objeto y fin la realizaci6n del Derecho Objetivo a través 

de la tutela del Derecho Subjetiva". 

Es decir, ante la violación o el desconocimiento de un dere­

cho, hay tres sistemas para hacerlo valer; la autotutela o Y!.nfü 
taprivata que perfila la idea de la justicia tomada por propia m~ 

noJ este sistema está prohibido por el artículo 17 de nuestra 

Co~stituci6n Política al decir que ninguna persona podrá hacerse 

justicia por s[ misma, ni ejercer violencia para reclamar s~ derg 

cho. Sin embargo, tiene en principio algunas excepciones, ptidien­

do poner como ejemplo, precisamente en el derecho del trabajo, la 

justicia que se tomen por propia mano los trabajadores al momento 
de estallar, una huelga. 

El segundo sistema es la autocomposición, o lo que es lo mi!!, 
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4_5 
mo, el arreglo que se logra por el acuerdo tomado por las mismas-

partes en conflicto. Aqu{ estamos en la presencia de la concilia­

ci6n, como método preferente y fundamental en el derecho del tra­
bajo. 

Finalmente, no siendo lícito el primero, ni siempre posible 

el segundo, frecuentemente es necesario acudir al tercer sistema 

conocido con el nombre de proceso, que toma vida cuando el Estado 

asume la tutela de sus derechos arrogándose la juriadicci6n. 

Así entonces, referido a una rama del derecho en particular, 

nos es dable decir con Eduardo J. Couture (4): "El Derecho Proce­

sal Civil es la rama de la ciencia jur{dica que estudia la natur~ 

leza, desenvolvimiento y eficacia del conjunto de relaciones jur1 

dicas denominado Proceso Civil". 

3.2 NATURALEZA JURIDICA. 

Inicialmente hablaremos de la naturaleza jurídica del proc~ 

so como introducci6n a la naturaleza jurídica del derecho proce -

sal, ya que ambas se complementan y hacen un todo en cuanto al 

procedimiento, que es propiamente el objeto y la finalidad de las 

siguientes ideas. 

Determinar la naturaleza jurídica del proceso constituye .una 

labor de alto nivel científico. En realidad responde a la preoc11-

pación sistemática, esto es, al deseo de ubicar al proceso en el 

lugar que puede corresponderle en la clasificaci6n misma del der~ 

cho. 

Es dificil, al menos si se tiene una pretensión de exactitud 

que sólo es congruente con las ciencias físico-matemáticas y nat~ 

ra1es, que la labor jurídica de clasificaci6n pueda conducir a un 

resultado plenamente aceptable. Un simple cambio de perspectiva 

puede mudar las conclusiones. As{, se habla del proceso en gene -
ral, es posible que pueda adoptarse una tesis determinada. Por el 



contrario, si se toca en concreto el proceso laboral, sus implice 

cienes políticas y la misma propensión al cambio que lo caracter! 
zan, puede dar apoyo a ·conclusiones distintas. 

En términos generales la doctrina procesal, al intentar re -
solver el problema de la naturaleza jurídica, descubre las si -
guientes variantes: 

a) Teor{a del contrato. 

b) Teoría del cuasi-contrato. 

e) Teoría de la relación jurídica procesal. 

d) Teoría de la situación jurídica. 

e) Teoría de la institución jurídica. 

Es conveniente examinar brevemente cada una de ellas. 

a) Teoría del contrato. En referencia a esta tesis s6lo dirg 
mas que como elemento principal de ésta, se afirma que la cosa 
juzgada es el producto del principio de que las convenciones s610 

afectan a las partes, y que su fuente principal es la convenci6n 
o "contrato judicial", por el cual "ambos litigantes están de 
acuerdo en someter a la decisi6n del juez el litigio que los divi 

de" (5). 

b) Teoría del c~asi-contrato. En rigor la concepción del cu~ 
si-contrato está ya en desuso. Ha sido sustitufdo por la enuncia­
ci6n de fuentes de las obligaciones derivadas de la declaraci6n 

unilateral de la voluntad que ciertamente nada tiene que ver con 

el proceso, por lo tanto, no existe más alternativa para encua -
drar10 en las fuentes de las obligaciones, que considerarlo como 

un contrato . 
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e) Teor{a de la relaci6n jurídica procesal. Respecto a esta 
teor!a diremos que se hace consistir en "la correlaci6n o recipr2 
cidad de los derechos y obligaciones como caracter!stica princi -

pal de la figura que se designa con el nombre de relaci6n jurídi­
ca en la teoría general del derecho" (6). 

d) Teor{a de la situación jurídica. En ésta se establece que 
el proceso constituye una situaci6n jurídica en la medida en que 

ninguno de los vínculos que de él derivan genera derechos y obli­
gaciones. corresponde esa situaci6n a quien espera una sentencia 
judicial que habrá de dictarse conforme a normas jurídicas. Los 
seguidores de esta doctrina señalan que el juez no tiene obliga -
cianea que deriven del proceso, sino de su condici6n de funciona­

rio público, en tanto que las partes, en lugar de derechos y debg 
res, tienen cargas que se producen cuando la ley fija el compor -
tamiento que alguno ha de tener si quiere conseguir un resultado 
favorable a su propio interés. 

e) Teor{a de la lnstituci6n jurídica. Esta teor{a se funda 
en 10 sustancial, en la consideraci6n de que los derechos y debe­

res procesales generan no una sola relaci6n jurídica sino una mui 
tiplicidad de ellas que debe reducirse a una unidad superior, que 
no se obtiene de la mera fórmula de la relaci6n jurídica compleja 

sino quiere hallar con precisi6n la naturaleza jurídica del procs 
so. Tal unidad la proporciona satisfactoriamente la figura de la 
instltuci6n. 

Una vez hecho lo anterior, tenemos que la naturaleza jurídi­
ca del derecho procesal implica una tarea de clasificación. Res -

pande a una preocupación científica, ya que la posibilidad de ob­
servar un orden: pretensión oistemática, es lo que permite a las 

disciplinas sociales ser concebidas como uxpres16n de la ciencia. 

Por lo anterior es que hacemos la siguiente clasif icaci6ns 

a) Carácter público: en ésta se contempla la divisi6n de 
tres ramas principales: derecho público, derecho privado y dere-
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cho social. La anterior divisi6n es gracias a la intervención prl 
mordial del Estado, en pleno ejercicio de su soberanía y en desem 

peño de uno de los tres poderes autónomos que identifican a la d~ 

mocracia, el denominado Poder Judicial, la rama procesal es, esen 

cialoente, derecho público. Aún en una concepción institucional 

resulta clara la participaci6n protagonista del Estado en las re­

laciones jurídicas procesales y como consecuencia necesaria su n~ 

turaleza de derecho público. 

b) Naturaleza preferentemente imperativa: esta clasificación 

resulta de entender que el derecho público está genéricamente su~ 

traído a la esfera de.la acción.de los particulares, no cabe tam­

poco una regulaci6n del proceso dejada a la autonomía de la volun 

tad privada. Sin embargo est~ no es un principio absoluto ya que 

existen normas procesales queconceden facultades a las partes y 

poderes discrecionales al juez Es claro, no obstante, que la ten­

dencia a predominante en el derecho procesal es que las normas 

sean precisamente imperativas, sin perjuicio de que en algunas de 

sus expresiones específicas pueda predominar el carácter disposi­

tivo. 

e) Autonomía. La afirmaci6n de la autonomía del derecho pro­

cesal se funda, 16gicamente, en una concepció~ de la función pro­

cesal ajena a la que entiende es su prop6sito establecer una vía 

para lograr la eficacia de los derechos materiales. En ese senti­

do exige una postura a prop6sito de su finalidad esencial que en­

_cuentra en la simple satisfacción de pretensiones, que no debe 

confundirse con la obtenci6n de una sentencia favorable, ya que 

consiste s610 en el logro de la intervenci6n del juez para resol­

ver una controversia. 

3. 3. DERECHO PUBLICO Y PRIVADO. 

Esta distinci6n fue apuntada en la jurisprudencia romana. 
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Las normas jurídicas aplicables a la actividad del Estado, -

constituían el derecho pÓblico; en tanto que los preceptos aplic~ 

bles a la actividad propia o particular del idividuo, pertenecían 

a la esfera del derecho privado. 

En la actualidad, la distinci6n entre derecho público y derg 

cho privado, no tiene el alcance y la dimensi6n que a partir de 

tos comentaristas del derecho romano se pretendi6 dar a tal divi­

sión, ni se sostiene hoy en día, una completa o absoluta separa­

ci6n entre ambas ramas del derecho. 

A) Las teorías que tratan de explicar la distinci6n entre d~ 

recho público y derecho privado, puede clasificarse en tres gran­

des grupos: 

- a) Aquéllos que toman como fundamento de la distinci6n, el 

interés predominante: cuando protege el interén general, son nor­

mas de derecho público, en tanto que las que·tienden a garantizar 

el interés particular, serán de ,derecho privado. 

- b} Las teorías que miran al contenido de la norma: ser~n 

derecho pdblico aquellas normas que organizan y establecen la je­

rarqu!a de los 6rganos y las funciones del Estado, al paso que 

las normas de derecho privado organizan y regulan aquella parte 

de la vida en sociedad que el Estado no ha incorporado a su es­

tructura. 

- c) Las teorlas que toman en cuenta la situación de los su­

jetos de la relaci6n jurídica: si las partes en la relacl6n, se 

encuentran en ple de igualdad una frente a la otra y la norma tr~ 

ta de coordinar sus derechos y sus obligaciones, se trata de pre­

cepto de derecho privado; en tanto que sl una de ellas se encuen­
tra subordi~ada a la otra, que ejerce en dicha relaci6n un dere­

cho de imperium,. las relaciones son de derecho público. 

Dentro de la primera categoría se coloca el punto de vista 
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el derecho romano que viene del famoso pasaje de Ulpiano: Hujus -

studii duae sunt positiones, publicum et privatum. Puhlicum ius -

est, quod ad statum rei Romanae spectat; privatum quod ad singu­

lorum utilltatem ... "En el estudio del derecho, son dos las posi­

ciones o puntos de vista: el derecho público y el derecho priva­

do. El derecha público es el que se refiere al estado romano, el 

privado atañe a la utilidad de s6lo los particulares ... " (7) 

Cuando el Estado interviene como soberano, ejercita un poder 

reglamentado por el derecho público; en cambio cuando entra en r~ 

laciones con los particulares en situaci6n de igualdad, con inde­

pendencia de su imperio, actúa dentro del campo del derecho priv~ 

do como lo haría cualquier particular. 

B} Frente a las teorías que aceptan la distinci6n entre der~ 

cho público y derecho privada, otras la niegan categ6ricamente a 

saber: 

a) Teoría positiva. Al negar la existencia del derecho subj~ 

tivo, reconociendo únicamente como derecho, el derecho objetivo, 

niega el principio mismo de la distinción. El derecho no es sino 

expresión de la voluntad del Estado, cualquiera que sea su conte­

nido; por 10 tanto, como expresi6n de la voluntad absoluta del s2 

berano, no es posible establecer en ella lo que es público y lo 

que es privado: el derecho positivo o derecho estatal es el único 

que existe. 

b) Para Kelsen (8) la partición entre derecho público y der~ 

cho privado, no tiene raz6n de ser desde el punto de vista jur{d! 

co. Obedece a una intromisión de la política en la teoría del de­

recho, que no tiene nada que ver con la naturaleza del mismo. Por 

lo tanto dice que la oposici6n entre derecho público y derecho 
privado: 

"Médula de toda sistemática te6rico-juri 

dica, no tiene una base cierta ni la fijeza 
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necesaria para poder establecer claramente 

el dato que distingue al derecho público del 

derecho privado1 el campo del derecho público 

y el campo del derecho prh.-·ado ha sido establ! 

cido de una manera enteramente convencional, 

según la opinión de los autores que la sostie­

nen." 

Derecho y Estado, en ta tesis de Kelscn, se identifican ple­

namente; el Estado no es sino el aparato coactivo creado por la 

realización del derecho; es decir, para lograr su cumplimiento 

por medio de la fuerza pública, en caso necesario. El derecho, 

que es el orden jurídico impuesto por el Estado, participa por su 

propia naturaleza, del carácter pÚhlico. 

No hay raz6n entonces, para establecer ese dualismo entre de 

recho público y derecho privado, que ha persistido hasta hoy y 

que desgarra la unidad del sistema jurídico, porque nos conduci­

ría a contraponer el Estado y el Derecho, a negar por lo menos 

parcialmente la naturaleza jurídica del Estado, lo cual es, en la 

tesis de Kelsen una contradicción. 

En la concepci6n de la Escuela Vienesa fudada por Kelscn, al 

orden jurídico descansa en la norma jurídica Cundamental hipotétl 
ca, que encuentra su exprcsi6n en la constituci6n política de to­

do el Estado; de esta ley fundamental derivan inmediatamcntP. las 

leyes federales, en ellas se apoyan las leyes fundamentales o 

constitucionales, las leyes comunes, los reglamentos y en todo e~ 

te orden arm6nico y unitario encuentra su fundamento la sentencia 

judicial y los pactos y contratos celebrados entre los particula­

res, estos dos Últimos son expresi6n concrP.ta del orden jurídico 

que se aplica en la resolución de cuestiones individualizadas 
(9). 

Aceptando este principio fundamental, unitario, nada impide 

que pueden subdistinguirse las normas en públicas y privadas o si 
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se quiere, como la diferencia entre dos maneras en que se produce 

el derecho; ya sea por medio de actos públicos o por medio de ne­

gocios jurídicos privados, que celebran los particulares. El der~ 

cho privado es la forma específica jurídica por medio de la cual 

el aparato del derecho en general. se ocupa de la protección y g!!_ 

rant{a de los intereses particulares; pero na olvidando que es 

funci6n del Estado (y por tanto del derecho), la protección de 
los intereses particulares. 

En esta manera, Kelsen encuentra unificado el ordenamiento 
jurídico y agrega que s{ cabe una distinción entre el derecho pú­

blico y el derecho privado, ésta sólo se advierte en el hecho de 
que en el derecho público (que organiza al Estado y le atribuye 
poderes y competencia), el titular de la potestad, el poder públi 
co, puede por sí mismo, cumpliendo ·determinados requisitos, ejer­
cer la coacci6n para hacer cumplir por el obligado, la norma vio­

lada, como ocurre por ejemplo en la facultad econ6mico-coactiva, 
que ejerce el poder público en materia fiscal, en contra del cau­
sante, para hacer efectivo el impuesto que es a cargo de éste; en 
tanto que en el derecho privado, los particulares no pueden hace~ 
se justicia por su propia mano; pues en caso de desconocimiento o 
de violaci6n de su derecho, la reparaci6n del orden jurídico vio­

lado y la ejecuci6n forzada de la obligaci6n contraída por el de~ 
dor, debe llevarse al cabo con intervenci6n de la autoridad judi­
cial, mediante una setencia, que el Órgano judicial ha de pronun­
ciar después de un proceso o juicio en que las partes exponen ca­
da una sus pretensiones y sus defensas. 

Esto ocurre en el caso de la violación de un contrato legal­
mente celebrado en que el deudor falta al cumplimiento de sus 
obligaciones. 

e) Al lado de las teorías que sostienen o niegan la biparti­
ción entre derecho público y derecho privado, algunos autores han 

considerado 'que en lugar de dos grandes ramas dal derecho, ex! s­

ten en realidad tres grandes ordenaciones o categorías de normas. 
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Es evidente que si se mantiene la distinción tajante entre -

derecho público y derecho privado, como si se tratara de dos esf~ 

ras distintas, entre las cuales no hay ninguna relación, habremos 

de dar cabida a esta tercera categoría de normas. Pero si negamos 

esa separación, y consideramos que no es posible establecer una 

oposición entre norrnas de derecho público y norma$ de derecho prl 
vado, no es posible admitir esa categoría intermedia de normas. 

La existencia de una tercera rama en la gran división del d~ 

recho es el derecho de fa~ilia, la cual parte de ta distinta pos! 

ción en que el individuo se encuentra en el derecho público y en 

el derecho privado, de subordinación en el primero y de libertad 

en el segundo, origen de la divers~ estructura de la relación ju­

rídica en uno y en otro derecho. En el derecho privado, la cstrus 

tura de la relaci6n, se basa en la existencia de intereses opues­

tos, distintos en el pretensor y en el obligado, mientras que en 

el derecho público no hay sino un sólo interés, el interés supe­

rior del Estado, para cuya realizaci6n, las voluntades son conver. 

gentes. 
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Se observa que en el derecho de familia se produce la estru~ 

tura del derecho público, porque el interés impuesta por la norma 

es siempre superior al interés individual. En el derecho de fami­
lia este segundo interés se subordina al interés superior. As{, 

por ejemplo, la relación conyugal y la relación paterno filial 

prueban esta afirmación. No debe pues, incluirse en el derecho· 

privado el derecho de familia, pero tampoco puede estar comprendi 

do dentro del derecho público, porque la fanilia no es un ente p~ 

blico. De allí se concluye, que al lado de las dos tradicionales 

grandes ramas del derecho, debe aceptarse la existencia de una 

tercera rama, el derecho de familia. 

C) Otros autores niegan l~ divisi6n del dereclto en ramas 

(Rosmini Y Rava) y sostienen que todo el derecho es privado, por­

que el sujeto de todo el derecho es siempre el hombre y por cauea 

de él se ha establecido en razón de hacer posible la coexistencia 



humana,en manera que pueda cada uno de los individuos en particu­

lar existir, y por lo tanto, de acuerdo con esta opinión, la rama 

del derecho que se conoce como derecho público, no tiP.ne razón de 

ser, ni fundamento, porque todo el orden jurídico se ha instituí­

do en runción del hombre. 
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Desde el punto de vista histórico, es posible advertir la 

distinción, pues el derecho público aparece después del derecho 

privado: en la ~ o en el clan primitivo el jefe del grupo, me­

diante el ejercicio de la potestad o autoridad que les era roconQ 

cida, creaba dentro del propio clan, un derecho privado interno, 

verdaderas normas de derecho, que después se transformarían, en 

posteriores períodos históricos en la base de la organizaci6n po­

lítica estatal. 

3. 4. HETODO. 

"Llamamos método -dice Nestor de Buen- al procedimiento a s~ 

guir en el estlldio, la enseñanza o aplicaci6n del derecho." (10) 

El método de investigaci6n del derecho procesal no tiene que 

ser diferente del que sirve al derecho en general. En esa virtud 

es claro que tendremos que recurrir tanto a la formaci6n de los 

conceptos como al estudio de los datos, obviamente tratando de no 

caer ni en el conceptualismo, que lleva a ignorar la realidad, ni 

en el pragmatismo, que partiendo de una impresión personal de los 

hechos reales puede conducir a un desenfrenado subjctivis~o. Se 

trata, en suma, de un procedimiento que se sirva de ambos, apoyá~ 

dose tanto en los conceptos como en la experiencia. 

¿Cuál es la realidad que tendrá que apreciar el procesalis­

ta? Sin duda alguna la del derecho procesal mismo, lo que exige 

una idea previa de cuál es, precisamente. su mundo. No se trata, 

por cierto, ºs6lo del estudio de sus normas, sino que también 

implica el análisis de las conductas a que dichas normas se refiQ 

ren. La realidad jurídica viene. dada por ta resultante de apli-



car la norma procesal a la conducta o, si se quiere de subsumir -

la conducta en la norma procesal. El producto se denominará orden 

jurídico que constituye, por lo tanto, la realidad del derecho 

procesal. 

La formación de los conceptos, que es la segunda preocupa­

ci6n del método, constituye un acto de razón, que partiendo del 
dato que la realidad ofrece, elabora una figura jurídica que re­

fleje en la mente esa realidad. Esa idea debe tener la pretensión 

de ser razonable, lo que excluye a la mera intuición, y aspira a 

la permanencia. Un concepto no puede ser sólo el producto de la 

asimilación de los Cenómenos ni responder a una situación efíme~ 
ra. Intenta, en consecuencia, valer siempre, al menos mientras 

subsista la norma contemplada y se siga observando la conducta cg 

rrespondiente. 

El método procesal no ea, en rigor, diferente de otros méto­

dos no solamente jurídicos sino científicos, en general. Se sir­

ve, entonces, tanto del análisis como de la síntesis y parece d2 

minado por el concepto de identidad, a veces degradado y degenerA 

do en el de analogía. 
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Corno resultado del método procesal habrá de obtenerse un ré­

gimen de proposiciones lógicas que dan a conocer la realidad del 

derecho procesal. En la medida en que tales proposiciones s~an a­

decuadas a la realidad, podrá decirse de ellas que son verdaderas. 

Al serlo asumen la condición de dogma, por lo que el logro final 

del método será la creación de la dogmática del derecho procesal. 

Es claro que el método así explicado ni ha sido aceptado 

siempre, ni adn ahora ad~itc una plena adhcsi6n de los juristas. 

La doctrina del derecho natural habría exigido un método evident~ 

mente intuitivo y por ende racional. Por el contrario el empiris­

mo del siglo XIX hará descansar en la experiertcia el fundamento 

de todas las cosas. Así Hans Kelsen funda su tesis en una concep­

ci6n puramente racional y par ende lógica, abstraída de toda moti 

vaci6n externa. 



Nosotros, y digo nosotros porque ~e uno a la siguiente idea, 

creemos en el método de que sirve, de la experiencia y de la ra­

zón. Un derecho procesal adecuado a la realidad, habrá de asumir 

únicamente las formas primarias de la impartición de justicia; un 

derecho procesal que sea exclusivamente producto de la razón, se~ 

virá bien poco el conglomerado social al que se destine. 
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En razón de ello el estudio del derecho procesal tendrá que 

suponer el análisis de la ley, anterior y actual: el de su inter­

pretación jurisprudencia!, que tiene que ser resultado del encuen 

tro de las normas con la realidad: el de la legislación comparada, 

que a veces puede tomarse como modelo y en ocasión como contraste 

y el de la doctrina, donde aparecen fundamentalmente los concep­
tos. 

J. 5. CONTENIDO. 

En términos generales el contenido del derecho procesal com­

prende los siguientes temas: 

a) Conceptos generales. Constituye, en rigor, una parte in­

troductiva, básicamente ideológica, que permite el análisis del 

proceso y dal derecho procesal que ahora hacemos y que exige el 

estudio de las normas {teoría de las partes del derecho procesal), 

de su aplicación {interpretaci6n del derecho procesal) y de los 

principios que lo inspiran. Exige, además, un estudio histórico, 

no necesariamente empirismo puro, que al po~er a su disposición 

del estudioso los antecedentes nacionales y extranjeros de los 

distintos tipos de proceso, 1c alguna manera acl~ra la razón de 

ser del derecho vigente. 

b) Teoría general del proceso. Ahí se estudian los cuatro 

conceptos fundaraentales: sujetos, objPto, actos procesales y rDlA 

clones procesales. 

El estudio de los sujetos implica, en prirnP.r término, el de 



la jurisdicción, en cuanto los Órganos encargados de impartir ju~ 

ticia son verdaderos sujetos procesales y, por supuesto el de las 

partes. Es claro que en una obra de derecho procesal los tribuna­

les son examinados desde la perspectiva de su función y sólo en 

lo indispensable en sus aspectos orgánicos para no invadir los t~ 

terrenos del derecho administrativo. 

El análisis del objeto exige el estudio de la ac~ión o pre­

tensión procesal y de la oposición a la pretensión (excepciones y 
defensas). 

La referencia a los actos procesales obedece a una exigencia 

conceptual independiente de que permite apreciar adecuadamente 

las reglas de procedimiento en que aquellos actos se manifiestan, 

no correspondiendo históricamente a un proceso concreto. Pueden 

ser previas o existir al lado del proceso. Estas mismas consider~ 

clones son válidas para las relaciones procesales. 

e) Procesos en especial. Su contenido ea variable de acuerdo 

a las particularidades de cada sistema. Sin embargo, en todo caso 

admite una clasificaci6n: procesos de cognici6n, cuya funci6n es 

la declaracl6n de la existencia de un derecho y procesos de ejec~ 

ción, que intentan hacer efectivo un derecho ya reconocido. 

Para algunos autores, la jurisdicci6n voluntaria no pertene­

ce al derecho procesal por cuanto su objetivo no es el de satisfg 
cer pretensiones. Su estudio junto a las materias procesales obe­

dece a razones meramente contingentes: inexister;cia de otro empl~ 

zamiento mejor. 

En nuestro concepto este ~tinto de vista es excesivamente rí­

gido. La materia procesal no sólo se vincula al proceso mismo, 

sino a los actos que lo preparan, a los presupuestos para su des~ 

rrollo y a las consecuencias posteriores. La jurisdicci6n volunt~ 

ria no solamente es un acto judicial (por el Órgano ante quien se 

d~sarrolla aun cuando no por su p~opósito}, sinn que generalmente 
se vincula al proceso para prepararlo. No es por casualidad que 
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no tenga, por ello misoo, otro e~pla=a~iento ~ejor. 

d) Procesos de impu;nación. Su objetivo es la lucha en con­

tra de una resolución que se estima contraria a derecho. Becerra 

Bautista (11), seijala que el vocablo latino i~pugnativo viene de 

impugnare, palabra tornada de in v ouqnare que signi!ica, precisa­

mente, luchar contra, combatir, atacar. Esta inpugnación puede a~ 

mitir diferentes alternativas, si bien nornalmente se desarrolla 

corno recurso que per~ite una revisi6n de toda la etapa anterior 

del proceso, incluyendo el nuevo examen de las pruebas, o bien sQ 

lo como medio de asegurar la adecuada aplicaci6n del derecho (ca­

saci6n). Una tercera fórmula consiste en el juicio de garantías 

{entre nosotros, juicio de amparo) cuyo objetivo es preservar la 

constitucionalidad tanto de la ley secundaria como de los actos 

de nutoridad. 

3. 6. RA~!AS DEL DERECHO PROCESAL. 

Suele invocarse la unidad sustancial del proceso. Sin embar­

go no es recomendable su exposición conjunta, ya qu~ puede ocu­

rrir. que alguna de sus ramas contP.nga principios esencialmente 

discrepantes de los que sirven a las otras. Es el caso por ejem­

plo, del derecho procesal del trabajo a partir de la reforma que 

entró en vigor el lQ de mayo de 1980. 

De acuerdo a la realidad mexicana podrían mencionarse las si 

guientes :ramas: 

l. Derecho procesal civil. El cual se define corno la rama de 

la ciencia jurídica que estudia la naturaleza, desenvolvimiento y 

eficacia dol conjunto de relaciones jurídicas d~nominado proceso 

civil. 

~· D~r~cho procesal penal. Que se define como conjunto de 

normas qu2 rigen las actividades qu~ se desarrollan en un~ parte 

del procedimiento y que t~cnica~ent~ se llaman proCf!SO. 
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3. Derecho p~ocesal adminstrativo. Que es propiamente el pr~ 

ceso contencioso administrativo. 

4. Derecho procesal del trabajo. Conjunto de normas que reg~ 

lan las relaciones entre patrón y trabajador, las cuales tienden 

a darle a cada quien lo que le corresponde, tratando desigual a 

los desiguales. 

5. Derecho procesal fiscal. Que también viene siendo ventil~ 

do propiamente dentro de un procedimiento contencioso administra­

tivo, primeramente como un recurso y posteriormente con todas las 

formalidades anotadas para el proceso en general. 

6. Derecho procesal internacional. 

Al lado de estos derechos procesales r dependiendo de la re­

lación existente entre la Iglesia y el Estado pueden no incluirse 

el derecho pro::::esal canónico. Como México no L"tantiene relaciones 

formales con el Vaticano, ese sistema procesal resulta absoluta­

mente ajeno a nuestro sistema. 
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4. EL DERECHO PROCESAL DEL TRABAJO. 

4.1. FUEMTES DEL DERECHO PROCESAL DEL TRABAJO. 

4.1.1. COMSTITUCIOM. 

Primero sefialaremos el concepto de Constituci6n, para luego 

referirnos al origen de la nuestra. 

La esfera de atribuciones concedidas al poder público asi -
como las limitaciones que le son impuestas, por una parte, y el -

conjunto de derechos subjetivos públicos que se reservan los go-­

bernados, por la otra; es decir, el contenido del derecho consti­

tucional, resultaría inútil si no se exteriorizara. Pues bien, ~ 

se exterioriza y encarna precisamente en la Constituci6n, la que, 
por ende, resulta ser el documento en que se consignan, por un lA 

do, la forma de armonizar las relaciones de los 6rganos del poder 

entre sí, de éste con los gobernados y de éstos con aquél y, por­
el otro, un mínimo de derechos subjetivos públicos indispensables 

para que el gobernado pueda desenvolver libremente su personali-­

dad y lograr sus propios fines1 cate ea el aspecto material. (1) 

El concepto apuntado se ajusta a los cánones tradicionales­

de la preceptiva constitucional; sin embargo, la nuestra, desde -

su nacimiento en Querétaro, tuvo perfiles propios. 

Nuestra Carta Magna es producto además de d~terminados he-­

chas rigurosamente hiat6ricos, porque es consecuencia inevitable­

de prácticas y doctrinas que por mucho tiempo impidieron el arri­
bo de la.justicia social. 

As{ pues, adelantando ideas, conviene destacar el hecho de­

que el Constituyente Revolucionario formuló nuestra Constituci6n­

en un ambiente de franco reto a tradiciones firmes y arraigadas.­

Es 16gico entonces, que nuestros Prometeos hayan concentrado su _ 
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atenci6n más bien en la necesidad de romper las cadenas que en dQ 

tar de una forma intachable a nuestra Constitución. 

Habiendo entrado Huerta a la presidencia de la República -­

por la puerta falsa de la ilegalidad, fue reconocido por todos -­

los gobernadores de los Estados, menos por uno, por don Venustia­

no Carranza, quien aparece en la escena política del país rebelán 

dose contra Huerta y, consecuentemente, tomando como bandera la -
del constitucionalismo, es decir, la de la necesidad de restable­

cer el orden constitucional. 

Aquella revolución que naci6, al menos te6ricamente, para -
reestablecer et imperio de la Constitución de 1857, no s610 no -­

restableció dicho imperio sino acabó por dictar una nueva Consti­

tuci6n; es por ello que dice Felipe Tena Ramírez que lo que salva 
totalmente a la Revoluci6n en aquel momento, aunque después haya­
encontrado su justificaci6n, es que iba a cumplir con la misión -
consignada en la enérgica expresión de Ihering: sobre el derecho­

está la vida, y cuando la situación es en realidad tal como aquí­
la presumimos, es decir, un estado de necesidad político, la dis­
yuntiva entre el derecho y la vida se agudiza y la dccisi6n, en-­
toncas, no es dudoso; el poder sacrifica el derecho y salva la vi 
da. (2) 

Flotando en el ambiente los clamores de nuestro pueblo par­
e! advenimiento de un sistema jurídico más justo, lleg6 Carranza­

al Constituyente de Quer6taro por medio de su represe11tante, lle. 
Jos6 Natividad Macías, proponiendo multitud de reformas a la Con~ 
tituci6n de 1857, pero en el seno del Constituyente se impuso la­
realidad, y en lugar de las reformas, se dict6 u11a nueva constlty 

ción que dejó insubsistente 6sta. 

Para confirmar lo dicho en el párrafo que antecede nos bas­
ta con reproducir las palabras del diputado Jara: "Pues bien, los 
jurisconsul~os, los tratadistas, las eminencias en general en ma­

teria de legislación probablemente hasta encontrarán ridícula es­

ta proposici6n: ¿c6mo va a consignarse en una Constitución la jor 
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nada máxima de ocho horas al día?, eso, según ellos, es imposi--­

ble, eso, según ellos, pertenece a la reglamentación de las le--­

yes; pero precisamente esa tendencia, esa teoría. ¿qué es lo que 

ha hecho?, que nuestra Constltuci6n tan amplia, tan buena, haya-­

resultado como la llaman los señores científicos, un traje de lu­

ces para el pueblo mexicano, porque faltó esa reglamentaci6n,por­

que jamás se hizo. De at1f a que los hermosos capítulos que con--­

tiene la referida Carta Magna hay3n quedado como reliquia históri 
ca". (3) 

Estas palabras llenas de inquietudes, nos llevan a otr~s -­

que en boca del diputado Victoria se proyectan, además, como una­

franca rebeldía en contra del concepto formal de Constitución: -­

"Quién nos garantizará que el n11evo Congreso habr,1 de estar inte­

grado por revolucionario~··. ¿Quién nos garantizará que ese Congr,g 

so ha de obrar de acuerdo con nuestras id~as? No señores, a m! no 

me importa que esta Constitución esté o no dentro de los moldes -

que previenen los jurisconsultos, lo que importa es qu~ atenda~os 

debida~ente al clamor de esos hombres que se lova1ltaron en la l~ 

cha armada y que son quienes merecen que nosotros busquemos su -­

bienestar y no nos espantamos a que debido a errores do forma ap~ 

rezca la Constituci6n un poco mal on la forma; no nos asustamos -

de esas trivialidades, vaMos al ror1do de la cuestión; introduzca­

mos todas las reforMas que son necesarias al trabajo, d~mosles -­

los salarios que necesiten, atendamos en tod.ts y cada una de sus­

partes lo que merecen los trabajadores, pues, repito, precisamen­

te porque son muchas las part~s que tienen que tratarse en la --­

cuestión obrera, no queromos que todo est~ en el artículo so., 

ya que es imposible; ten~mos que hacer má~ Pxplicito el texto de 

la Constitución y si es preci50, pedirle a la comisión quP nos 

presente un proyecto en q11e se coMprenda todo un título de la 

Constitución". (-l) 

Como consecuencia de ~stas ideas, el 27 de diciemhr~ de 

1916, el licenciado Jos~ N~tividnd Macla~. vocero del sefior Ca--­

rranza present6 un proya~tQ de bases sobre trabajo, el que casi -

íntegramente pasó a ser el artículo 123. 
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La doble consecuencia de lo expuesto es la de que, por una-

parte, nuestra Constitución rompió los moldes clásicos y, por la 

otra, al romperlos ya no se limitó a consignar los derechos 0 natu­

rales del hombre y la estructura del Estado individualista, sino 

que fue más allá estableciendo una verdadera armonía entre los d~ 

rechos colectivos y los individuales. Es decir, rompió deliberad~ 

mente los moldes clásicos con el propósito de adaptar la Constit~ 

ción a nuestras propias necesidades. 

En efecto, en estricta teoría las garantías individuales 

llamadas garantías del gobernado por Ignacio Eurgoa y derechos 

individuales por Hontiel y Ouarte, están consagradas en los prJmg 
ros 29 artículos de nuestra Constitución parte dogmática; pero la 

realidad es otra, ya que en realidad la parte orgánica también 

contiene dispersas algunas garantías. 

Comentando algunos artículos de n11estr~ Co~stituct6n encon-

tramos que el artículo 50 que establece que: 

"A ninguna persona podrá impedirse que se ded! 

que a la profesión, industria. comercio o tra­

bajo que le acomode siendo lícito. El ejerci-­

cio do esta libertad s610 podrá vedarse por d~ 

terminación judicial, cuando se ataque los de­

rechos de terceros, o por resolución gubernatl 

va, dictada en los términos que marca la Ley,­

cuando se ofendan los derechos do la sociedadr 

Nadie puede ser privado del producto de su tr~ 

bajo, si no por resolución judicial. 

La Ley determinará en cada estado cuales son -

las profesiones que n~cesitan título para su -

ejercicio, las condiciones q11e deben llenarse­

para obtenerlo y la~ autoridades que han de o~ 

pedirlo ... " 

También encontramos la seguridad que se dá al ciudadano a 

percibir la justa retribución por su trabajo. 
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En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser obliga­
torios, en los t6rminos qu~ establezcan las Leyes respectivas, el 

de las armas y los jurados, así como el descmpe~o de los cargos 

concejiles y los de elecci6n popular, directa o indirecta. 

Las funciones electorales y censales tendrún carácter obligatorio 

y gratuito; los servicios profesionales de índole social se~án 

obligatorios y retribuidos en los términos de la Ley y con las e~ 

cepciones que éstas seílalen. 

El Estado no puede permitir que se lleve a ef~cto ningún 

contrato, pacto o convenio que tenga por objeto el menoscabo, la 

pérdida o el irrevocable sacrificio de la libertad del hombre, ya 

sea por causa de trabajo, educaci6n o de voto religio~o. La ley, 

en consecuencia.no permite el establecimiento de 6rdencs monásti­

cas, cualquiera que sea la denominaci6n u objeto co11 que preten-­

dan erigirse. 

Tampoco puede admitirse convenio en que el hombre pacte su 
proscripción o destierro, o en que renuncie temporal o permancnl~ 

mente a ejercer determinada profesión, industria o comercio. 

El contrato de trabajo s6lo obligará.a prestilr el servicio 

convenido por el tiempo que fija la Ley, sin poder exceder de un 

año en perjuicio del trabajador, y no podrá extenderse, en ningún 

caso, a la renuncia, o pérdida o menoscabo de cualquiera de los 

derechos políticos y civiles. 

La falta de cumplimiento de dicho contr~to por parte del 

trabajador, sólo obligará a éste a la correspondiente responsabi­

lidad civil, sin que en ningfin caso p11eda hacerse coacci611 sobre 

su persona. 

Este artículo tiene un doble r~cono~imiento: por un lado, 

que el trabajo lícito ennoblece, por modesto que sea, y contribu­

ye al progreso de la comunidad, pero a ~ondición de que el Estado 

respete las inclinaciones propi<J'3 de cada individuo: de lo contr!!_ 

ria, ni es vordaderam1•nte 6til a lil sociedad y acaba por conver--
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tirse en una pesada rutina para quien lo ejecuta. Y del otro, que: 

"El Estado, considerando de utilidad pública el desarrollo de 

ciertas actividades, ha tenido que introducir excepcion~s a la 

formula de que nadie podrá ser obligado a prestar trabajos perso­

nales sin la justa retribución y sin un pleno consentimiento; tal 

es el caso del servicio de las armas, de jurados, etc." (5) 

El artículo 32 que niega a los extranjeros el acceso a de-­

terminados cargos y establece preferencia en favor de los mexica­

nos en algunos casos. 

Por Último, el artículo 73 fracci6n X, que otorga faculta-­

des en exclusiva, al Congreso de la Uni6n para expedir leyes so-­

bre el trabajo reglamentarias del artículo 123 constitucional. 

4.1.2. LEY FEDERAL DEL TRABAJO DE 1970. 

La Ley Federal del Trabajo, en un segundo plano en que apa­

rentemente la coloca la Constituci6n y, como obra del Congreso s~ 

gún acabamos de ver en el párrafo anterior, es otra de las ruen-­

tes del derech 1J del trabajo, tanto sustantivo como adjetivo o pr.Q 

cesa!. 

Aclaremos lo anterior. El artículo 123 constitucional, apaL 

tado "A", contiene normas de naturaleza diferente, unas son de C.!!. 

rácter imperativo y otras consagran un mínimo de derechos en fa-­

vor do los trabajadores. Así, encontrarnos como imperativa la dis­

posici6n contenida en la fracci6n XXIII: "Los cr6ditos en favor-­

de los trabajadores, por salarios o sueldos devengados eri el 6tt! 

mo aílo, y por indemnizaciones, tendr¡n preferer1cia sobre cuales-­

quiera otros cm los casos de concursos o de quiebra". 

En efecto, si la Ley Federal del Trabajo quebranta este 

principio, ier[a anticon~titucional; si los patrones y trabajado­

res pretendieran negoci~rlo, sería nulo el pacto por ir en contra 

de una ley. Así pues, n~da ni nadie salvo naturalmente el propio 

69 



Constituyente, puede variar la rigidez de la norma. 

Pero al lado de estas normas inflexibles, descubrimos otras 

que, según dijimos, estatuyen derechos míninos en favor de los 

trabajadores. Estas normas, que son apenas el punto de partida p~ 

ra más y mejores condiciones de trabajo, son, pues, susceptibles 

de ser separadas a trav~s de la ley reglamentaria, de los pactos 

entre partes, de las resoluciones de las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje en los conflictos colectivos de naturaleza económica, y 

hasta por la costumbre establecida por voluntad unilateral del p~ 

tr6n. 

De acuerdo a lo anterior manifestado, en el caso señalado, 

no puede tildarse de inconstitucional la Ley Federal del Trabajo 

por establecer prestaciones superiores a las d~ la Constituci6n. 

Pongamos un ejemplo; la fracción I, sin hacer ninguna dis-­

tinci6n establece que: la dur~ci6n de la jornada rn5xima será de 

ocho horas. El articulo 177 de la ley s~ílala que; la jornada de 

trabajo de los menores de dieciseis años no podrá exceder de seis 

horas diarias y deberá dividirse en períodos m5ximos de tres ha-­

ras. Entre los distintos períodos de jornada, disfrutarán de rep2 

so de una hora por lo menos. 

En el supuesto que analizamos no podríamos hablar de viola­

ci6n a 'la Carta Magna, pues atendiendo a la necesidad de dar pro­

tecci6n a los menores, la ley supera lícitamente a 1~ Constitu--­

ci6n. 

4. l. 3. TRATADOS INTERNACIONALF.S. 

Los tratados internacionales están consagrados realmente c2 

mo fuente del derecho del trabajo en el artículo 60, que indica 

que: "los tratados celebrados y aprobados en los t&rminos del ar­

tículo 133 de la Constitución serán aplicables a las relaciones 

de trabajo en todo lo que benefician al trabajador, a partir de 
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la fecha de ta vigencia". 

De aqu{ desprendemos que para que se incorporen a la legis­
lación mexicana, y'en tal concepto obligucm, deben reunir los re­

quisitos que establece el artículo 133 de la Constitución: que e~ 

tén celebrados d~ acuerdo con lo dispuesto por la Ley Fundamen--­
ta l, o sea que no la contradigan, que sean celebrados por el Pre­
sidente de la República y que sean aprobados por el Senado. 

Los tratados que estén dQ acuerdo con ln misma Constitu---­
ci6n, y que se celebren por el Presidente do la República con --­
aprobación del Senado, es una prevenci6n que hace interventr cm -

las relaciones internacionales al Presidente de la República y al 
Senado. ne acuerdo con el texto que analizamos, la celebra<:-i6n de 

un tratado se integra en nuestro derecho púbico interno con la 
concurrencia de dos voluntades, como son la del Presidente y la 
del Senadof tomada la de este Último por la mayoría de votos de 
los pres~ntcs. 

Este acto, perfecto a la lu~ del derecho público interno, 
no tiene validez en el ámbito internacional hasta que no quedan 
satisfechos ciertos requisitos exigidos por el derecho público 
internacional; tal es lo que se conoce en la doctrina con el nom­
bre de reserva y ratificaci6n. La reserva consiste en la observa­
ción que hace uno de los Estados $ignatarios a determinados pun-­
tos del tratado que conviene eliminar con el pr6posito de evitar 
su cumplimiento total posterior, y la ratificaci6n se traduce, -­
una vez firmado el tratado por los representantes autorizados con 
ese fin, en la aprobación final de los gobiernos. 

4. !. 4. LOS REGLAMENTOS. 

Al comenzar la frucci6n l del artículo 89 de nuestra Máxima 
tey, dijimos que~ Siguiendo la aplicaci6n peculiar que nuestro d~ 

recho constitucional hace de la divisi6n de Poderes, el Ejecutivo 
Federal tiene1 lo mismo que el Congreso, no s6lo f~cultades pro--
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piamente administrativas ejecutivas, sino legislativas y judicia- · 

les, tocando parte directa, en cooperaci6n con el Congreso, para 

la formaci6n de las leyes, y con el Poder Judicial en casos {nti­

oamente relacionados con la función jurisdiccional. 

En primer término fracci6n !, encontramos la facultad de -­

proveer en la esfera administrativa al exacto cumplimiento y ob-­
servancia de las leyes expedidas por el Congreso. De ahí que se 

sigue la llamada facultad implícita de dictar reglamentos, ya que 
no habiendo en la Carta Magna una prevención expresa en tal senti 

do, es a través de los regla~entos como puede proveer en la esfe­

ra administrativa a la exacta observancia de la Ley. "~sta facul­

tad de proveer es, por otro lado, cosecuencia natural de la obli­

gaci6n que tiene el Presidente de promulgar y ejecutar las leyes 

que expida el Congreso de la Uni6n~. (6) 

Ahora bien, para que los reglamentos puedan ser con~id~ra-­

dos como fuente del derecho del trabajo, cuando menos a los que 

alude el articulo 17 de la ley, es neces~rio que lo se~n de ~sta, 

pues el adjetivo posesivo "sus" predica de la Ley Federal del Tri!. 

bajo y no de otras leyes. 

En la especie, sin embargo, es preciso advertir que, aunque 

la Ley Federal del Trabajo contiene normas mínimas, también los 

reglamentos no pueden superar las disposiciones de la ley, pues~ 

la facultad legislativa del Ejcutivo, desde el punto de vista ma­

terial, no formal, tiene por objeto proveer a la observancia de 

las leyes y no a su modificaci6n. 

4. l. 5. ANALOGIA. 

La analogía, aunque algunos autores han querido negarle ese 

carácter, es, indudablemente, fuente del derecho procesal del tr~ 

bajo. 

La analogía no es en s{, norma- jurídica, sino s610 un ins­

trumento para crearlas. En realidad, por analogía debemos enten--



der un fenómeno de igualdad esencial entre dos situaciones, una -

prevista y otra no prevista por la Lei'· El juzgador, ante la lag.!:!_ 

na de la Ley y advirtiendo la existencia de una norma que regula 

un caso semejante, tendrá que establecer una norma nueva, con ap2 

yo en la norma conocida. El procedimiento ana16gico, que dúscansa 

en el viejo principio de derecho: donde existe la misma razón, dg 

be haber la misma disposici6n, ha sido descrito insuperablemente 

por Oem6filo de Buen: "Conceptualmente la analogía es un método 

de investigación del derecho apticahle a un caso. Consiste tal mg 
todo en elevarse al principio inspirador de una norma concreta y 

deducir de él nuevas consecuencias distintas de las expresadas en 

la norma. Supone, pues, una doble operación: inducir, de una re-­
gla concreta, su principio inspirador; deducir consecuencias nue­

vas". (7) 

4. !. 6. PRINCIPIOS GENERALES. 

El artículo 17 hace mención a tres clases de principios ge­

nerales: "Los que deriven de la Constitución, de la Ley F'ederal 

del Trabajo, de sus reglamentos o de los tratados internaciona--­

les; los princlpios generales del derecho, y los principios gen~­

rales de justicia social que dcrivon del artículo 123 de la Cons­

tituc!on. 

En cuanto a las dos primeras categorías entendemos que am-­

bas se refieren a los principios g~norales del derecho: la distin 

ci6n estriba en que la primera únicamente se vincula con el dere­

cho del trabajo, ~n tanta que la segunda predica de los princi--­

plos del derecho en general, dentro de los cuales queda comprendl 

do el derecho comán qu~, como ya dejamos asentado al hablar de la 

naturalrza del dercch~ procesal civil, no ha dejado de ser fuente 

del derecho del trabajo. 

Por Último, hablar de los principios de justicia social que 

deriven del artículo 123 constitucional nos par~ce una repetici6n 
lnGtil por estar ya implícitos en la propia Ley Fundamental. 
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Ahora bien, ¿qué debemos entender por principios generales­

del derecho?. Este es uno de los temas más arduo que confronta el 

derecho. Por lo tanto, y con las debidas reservas, diremos que 

son la conciencia jur{dica de un pueblo, en un momento histórico 

determinado. 

4. !. 7. JURISPRUDENCIA. 

Según Ingnacio Burgoa; "Atendiendo a la definici6n romana 

clásica del concepto jurisprudencia elaborada por Ulpiano, ésta 

es la noticia de las cosas humanas y divinas, así como la ciencia 

de lo justo y de lo injusto". (O) 

Llegamos a la conclusión de que el concepto de jurispruden­

cia, tal como lo 1 formulÓ dicho jurisconsulto, denota nada menos 

que un conjunto de conocimientos científicos de un~ extensi6n 

exorbitante, puesto que abarcaría según tal definici6n la noticia 

de las cosas.humanas y divinas, dentro de la que estarían compren 

didos los objetos de múltiples disciplinas positivas y filos6fi-­

cas, que sería prolijo mencionar. 

Como se ve, el somP.ro análisis que acabarnos de formular so­

bre la definici6n de jurisprudencia elaboraia por Ulpiano, nos 

lleva a la conclusión de identificar a dicho concepto con el de 

Ciencia del Derecho en General, es decir, refutar a la mencionada 

idea como un conjunto de conocimiento científico sobre todos los 

posibles aspectos de lo jur{dico,a saber: el humano, traducido en 

sus aspectos de derecho positivo legal, consetudinario o doctrin~ 

ria y de derecho deontol6gico natural o racional y el divino. 

Pero, por otra parte, y en el tcrreno positivo legal, la j,!! 

risprudencia se revela corn0 un~ ir1l;erpretaci6n uniforme hecha por 

los tribunales respecto de asuntos dr. iguales características, 

sometidos a su conocimiento. En este orden de ideas, cualquier 

~ribunal puede crear o sentar jurisprudencia. 
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En el derecho mexicano, los únicos tribunales que pueden 

sentar jurisprudencia son los expresamente autorizados por la 

Ley, que, en nuestro caso, es la reglamentaria de los artículos 

103 y 107 constitucionales, o sea la Ley de Amparo. 

As! pues, únicamente la Corte funcionando en Pleno, las Sa­
las de la misma Corte y los Tribunales Colegiados de Circuito 

pueden formar jurisprudencia obligatoria. 

Los artículos relativos dicen asf: 

Artículo 192. La jurisprudencia que establez­

can la Suprema Corte de Justicia, funcionando 

en Pleno o en Salas, es obligatoria para és-­
tas en tratándose de la que decrete el Pleno, 

y además para los tribunales Unitarios y Col~ 

giados de Circuito, los Juzgados de Distrito, 

los tribunales militares y judiciales del or­

den común de los Estados y del Distrito Fede­

ral, y tribunales administrativos y del trab~ 

jo, locales o federales. 

Las resoluciones constituirán jurispru­

dencia, slempre que lo resuelto en ellas se -
sustente en cinco sentencias no interrumpidas 

por otra en contrario, y que hayan sido apro­

badas por lo menos por catorce ministros, si­

se trata de jurisprudencia del pleno, o por -

cuatro ministros en los casos de jurispruden­

cia de lns S~las. 

También constituyen jurisprudencia las­

resoluciones que diluciden las contradiccio-­

nes de tesin de Salas y de Tribunales Colegi~ 

dos. 

Artículo 193. La jurisprudencia que es-



tablezca cada uno de los Tribunales Colegia­

dos de Circuito es obligatoria para los tri­

bunales unitarios, los Juzgados de Distrito, 

los tribunales militares y judiciales del 

fuero común de los Estados Y del Distrito F~ 

deral, y los tribunales administrativos y 

del trabajo, locales o federales. 

Las resoluciones de los Tribunales Co­
legiados de Circuito constituyen jurispruden 

cia siempre que la resuelto en ellas se sus­

tente en cinco sentencias no interrumpidas -

por otra en contrario, y que hayan sido aprQ 

badas por unanimidad de votos de los magis-­

tradas que integran cada tribunal colegiado. 

Artículo 194. La jurisprudencia se in­

terrumpe dejando de tener carácter obligato­

rio, siempre que se pronuncie ejecutoria en­

contrarlo por catorce ministros, si se trata 

de la sustentada por el pleno; por cuatro, -

si es de una sala, y por unanimidad de votos 

tratándose de la de un Tribunal Colegiado de 

Circuito. 

En todo caso, en la ejecutoria respec­

tiva deberán expresarse las razones en que -

se apoye la interrupción, las cuales se rer~ 

rirán a las que tuvieron en consideración p~ 

ra establecer la jurisprudencia a relativa. 

Para la modif icaci6n de la jurisprude~ 

cia se observarán las mismas reglas estable­

cidas por esta Ley, para su formación. 

4. l. B. COSTUMBRE 
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Del latín consuetudo el latín vulgar produjo consetudino. -

"De ahi pas6 al castellano como costumbre. 

En sentido jurídico según las partidas: "costumbre es dere­

cho que no está escrito, el cual han usado los hombres a través 

del tiempo, ayudándose de las cosas y las ra~ones sobre que le 

usaron". (9) 

La costumbre suele manifestarse de tres modos distintos: 

ajustada a ley, contra la ley y sin ley. 

El primer modo debemos descartarlo, pues la costumbre que 

se apega a la ley, es la ley misma. 

Respecto del segundo modo de manifestarse, podemos afirmar 

simplemente que no es fuente del Derecho, en efecto, en nuestra 

legislaci6n positiva, y concretamente en el C6digo Civil para el 

Distrito Federal, en su artículo 10, señala que contra la obser-­

vancia de la ley no puede alegarse desuso, costumbre o práctica 

en contrario. 

Asi pues, la costumbre, como fuente generadora del derecho 

debe estar fuera de la ley y no contrariarla, o lo que es lo mis­

mo, la costumbre es uuo de las métodos de integraci6n que se uti­

liza para llenar las lagunas de la ley. 

Ahora bien. antes do abordar el estudio de la costumbre co­

mo fuente del derecho procesal del trabajo, no queremos pasar por 

alto, por la importancia que revisten, algunos comentarios acerca 

de la costumbre en cuanto fuente del derecho sustantivo del trab~ 

jo. 

Para que un hecho constituya una costumbr@ con fuerza de 

obligatoria, se necesita QUQ sea plenamente conocido y consenli-­

do, es decir, que haya conciencia del hecho, acompailada de la vo­

lur1tad de que se realice. 

77 



En este orden de ideas. si un trabajador o varios trabajado­

res se les paga un salario. superior al pactado, por un error de 

quien está encargado de hacer la nómina, tal situación no puede 

generar la posibilidad de que se alegue un nuevo y mejor salario 
aduciendo la costumbre como generadora de una nueva situaci6n. 

Al efecto, perm!tasenos confirmar 10 dicho con la tesis de 

jurisprudencia que sustenta la Suprema Corte de Justicia de la 

Naci6n y que transcribimos a continuación: 
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Si determinada situaci6n se realiza en el tiempo y los he--­

chos y actos jurídicos que la constituyen operan en forma normal 
semanariamante y por un periodo mayor de cuatro años, esos hechos 

externos guardan relación con el elemento volitivo que vino a de­

terminarlos, estableciendo as{ una costumbre que es ruente de de­

recho entre las parto; la cual al favorecer a la parte obrera, 

puesto que así percibe mejor remuneraci6n, prevalece sobre estas 

estipulaciones anteriores del Contrato Colectivo del Trabajo que 

las rige. Directo 4711/951. Juan Andrade y Coags. Resulto el 30 

de Julio de 1952, por unanimidad de cinco votos. Informe 1952, 

Cuarta Sala, p. 13. 

Viniendo ahora al derecho procesal del trabajo, y conjugan-­

do las ideas expuestas en ese rubro, procediendo con exclusi6n 

podemos afirmar con Enrique Tapirt Ararlda, que las costumbres no 

pueden ser, desde luego, los precedentes establecidos por las 

Juntas del trabajo en sus laudos, porque entonces se confundiría 

la costumbre con la jurisprudenciil, no siendo obstáculo para lle­

gar a esta conclusi6n la circunstancia de q11e en el derecho mexi­

cano sea 6nicamente obligatoria la jurf5prt1dencia de la Corte y 

la de los Tribunales Colegiados. (10) 

No pudiendo la costumbrP derogar al derecho, seg6n dejamos 

establecido, la costumbre carece de eficacia jur{dica cuando en 

contrario existe disposici6n expres~ ante la ley. Por lo tanto, 

en este caso tampoco la costumbre puede ser Cuente del Deracho 

Procesal del Trabajo; antes bien, la exteriorización de tal cos--
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tumbrc en un caso en concreto daría cabida a la acci6n de amparo 

por violaciones a las leyes del procedimiento. Así lo ha dicho 

el más atto tribunal del país. 

Concluyamos entonces, diciendo que ta costumbre, como 

fuente supletoria del derecho procesal del trabajo, se formLl con 

la práctica reiterada y consciente de un acto dentro del proced! 

miento excluyendo a los laudos, acto que no está previsto en la 

legislaci6n positiva, laboral o suplementaria. 

4. l. 9. EQUIDAD. 

Aquí hablaremos de la equidad como ele~ento de integración 

no de interpretaci6n del derecho del trabajo. Es decir, tratare­

mos de establecer, ante una laguna de la ley, la soluci6n que d~ 

ba darse a un caso concreto. 

Bástenos afirmar que la equidad puede operar lo mismo a fa­

vor de los trabajadores que de los patrones. 

Rafael Tena suck nos ilustra sobre el particular mostrándo­

nos el criterio de la Corte en cuanto al derecho procesal: "Si 

un obrero, por ejemplo, pide el pago del séptimo día tomando co­

mo base el salario ordinario más el importe del salario extraor­

dinario en cuanto al tiempo que hubiere laborado, el caso no es­

tá contemplado por la Ley. para resolverlo, debe tenerse en cuen 

ta que el salario extraordinario en cuanto al tiempo, de suyo e~ 

tá remunerado con cuota doble, y que, de accederse a lo solicit~ 

do por el trabajador, se haría más onerosa la obligaci6n del pa­

trón, ante una sJmpl~ utilidad del trabajador no justificada. 

Apreciando el caso con un criterio benigno o de equidad, en fa-­

vor del patrón, deberá formularse la ley especial del caso, est.2, 

bleciendo que no procede pagar el séptimo día acumulado al sala­

rio ordinario que corrasponda de acuerdo al tiempo oxtraordina-­

rio. Esta norma jurídica aplicable al caso concreto, se habrá g~ 

ncrado por la equidad y deberá tenerse como improcedente la pr~ 
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tención del trabajador. Así resolvi6 un caso la Suprema Corte". 

(11) 

4. 2. PROCEDIMIENTO LABORAL ORDINARIO. 

4. 2. l. ETAPA CONCILIATORIA. 

Previa a esta etapa se encuentra la pr0sentaci6n de la de-­

manda, su admisi6n y la forma de presentación de la misma ante 

las Juntas de Conciliación, pero respecto a este punto sólo dire­

mos que la demanda se presenta ante la oficialía de partes común 

de la Junta de la que se trate, y ésta contendrá lo~ puntos a que 

se refiere el artículo 872 de la Ley Federal del Trabajo los cua­

les son los siguientes: 

a) Nombre de la autoridad ante quien se demanda. 

b) Nombre del actor y su domiclllo. 

e) Objeto de la demanda. 

d) Relato de hechos precisos. 

e) Fundamentos de derecho. 

La etapa de demanda y excepciones es para que, por una par­

te, el actor ratifique, modifique o amplíe su escrito de de~amda, 
precisando hechos, cambiando acciones, si está en tiempo, o aumen 

tándolas; y por otra parte, para que el demandado conteste la de­

manda, aceptandoo negando los hechos que le est& imputando el 
actor, oponiendo excepciones y defensas por cada hecho del actor. 

para el caso de que el actor modifique su demanda, el demandado 

podrá pedir nueva fecha de audiencia para dar contest~ci6n a la 

demanda modificada. 

Pasando propiamente a la etapa de la concialiaci6n diremos 

que, ésta se desarrolla en las siguiuntes etapas, de acuerdo al 

artículo 876 de la ley ya mencionada: 

a) Comparecencia personal. 

b) Intento de conciliaci6n. 

c) Acuerdo conciliatorio (en caso de que lo haya). 



e¡ 
d) Suspensi6n de la etapa conciliatoria (cuando no ha habi­

do concil!aci6n). 

e) Inconformidad con un arreglo. 

f) Consecuencia de la inconformidad. 

De acuerdo a las etapas descritas anteriormente, tenemos 
que lo primero que se debe hacer es, acreditar la personalidad; 

para cuyo caso se hará con un testimonio notarial para el supues­

to de que comparezca el representante legal de una persona moral, 
y con poder otorgado por el interesado, para el supuesto en que 

comparezca el apoderado de una persona física. 

Después, de ser posible, se celebrará un convenio que con-~ 
tendrá la categoría de laudo, ratificando la Junta que no contie­

ne cláusula contraria a derecho, concluyendo de esta forma dicho 

convenio, el cual será circunstanciado, gn raz6n de que éste no 
es una transacci6n ya que no se ceden parte de los derechos del 

actor y demandado, en todo caso se ceden pretensiones, y no dere­

chos, porque todav!a en este momento no se ha fijado al derecho. 

La Junta puede declarar nulo el convenio si se percata que hay 
renuncia de derecho, puesto que los trabajadores no pueden renun­

ciar a sus derechos. 

Por Último diremos que si las partes no comparecen a esta 
etapa se les tendrá por inconformes con todo arreglo que pudiera 

existir, y al.demandado además, se le tendrá por contestada la dg 
manda en sentido afirmativo y por perdido el derecho de ofrecer 

pruebas. 

4. 2. 2. DEKANDA Y CONTESTACION. 

Esta es la comúnmente denominada etapa de demanda y excep-­

ciones, la cual ha quedado br~vemente explicada al referirnos an­

teriormente a la demanda y su presentación, pero que en este caso 

vamos a ampliar un poco más. Adenás de lo ya escrito, tenemos que 



esta etapa contiene los siguientes puntos: 

a) Reconciliación. 

b) exposición de la demanda por el actor. 

e) Contestación a la demanda. 

d) Contenido de la contestación. 

e) Excepción de incompetencia. 

f) Réplica y contrarréplica. 

g) Reconvención. 

h) conclusión de la etapa. 

i) Ausencia de las partes. 

La exhortación nuevamente a la conciliación, sólo la va a 

hacer el Presidente de la Junta, y para el caso de que una o 

ambas partes no hayan acudido a la etapa de la conciliación. 

En cuanto a la contestación de la demanda, específicamente 

atendiendo a su contenido, debemos decir que ásta debe ser forzo­

samente presentada por escrito, atendiendo al principio de la in­

formalidad, pero en caso de que sea por escrito, se le entregará 

una copia al actor. 

Atendiendo a la réplica y la contrarréplica podemos decir 

que éstas no pasan a ser parte de la litis, puP.s ásta ya se fij6 

con la demunda y la contestación a la misma. 

Por Último, diremos que si las partes están de acuerdo con 

los hechos y la controversia queda reducida a un punto de dere--­

cho, se declara cerrada la instrucci6n. Lo anterior quiere decir 

que las partes están de acuP.rdo con los hechos, el conflicto queda 

reducido al derecho que va a decidir la Junta, por lo tanto se 

tiene de una vez cerrada la instrucción. 

4. 2. 3. OFRECIMIENTO Y ADMISION DE PRUEBAS. 
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Primeramente, para abordar los siguientes ternas, hablaremos 

de cada uno por separado para la mayor comprensi6n de los mismos. 

El ofrecimiento de las pruebas es, se puede decir, la segun 

da etapa de la audiencia a la que se le da el nombre de audiencia 

de ofrecimiento de pruebas, la que dentro de nuestro derecho, se 

encuentra regulada en el artículo 880 de la Ley Federal del Tra-­

baj o que a la letra dice: "La etapa de ofrecimiento y adrnisi6n de 

pruebas se desarrollará conforme a las normas siguientes: 

r.- El actor ofrecerá sus pruebas en relaci6n con los he--­
chos controvertidos. Inmediatamente después el demandado ofrecerá 

sus pruebas y podrá objetar 1as decontraparte y aquél a su vez pQ 

drá objetar las del demandado~ 

II.- Las partes podrán ofrecer nuevas pruebas, siempre que 

se relacionen con las ofrecidas por la contraparte, y que no se 

haya cerrado la etapa de ofrecimiento de pruebas. Asimismo, en e~ 

so de que el actor necesite ofrecer pruebas relacionadas con he-­

chas desconocidos que se desprendan de la contestaci6n de la de-­

manda, podrá solicitar que la audiencia se suspenda para reanuda~ 

se a los diez días siguientes a fin de preparar dentro de este 

plazo las pruebas correspondientes a tales hechos~ 

III.- Las partes deberán ofrecer sus pruebas, observando 

las disposiciones del capítulo XII de este título; 
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IV.- Concluido el ofrecimiento, la Junta resolverá inmedia-­

tamente sobre las pruebas que admita y las que deseche.'' 

Visto el artículo anterior con cierta superficialmente parg 

cerá que la regulación del procedimiento de ofrecimiento dA las 

pr~ebas, no da motivo alguno a que pudiesen surgir problemas en 

cuanto a su aplicaci6n, pero la gran variedad casuística que el dg 

recho nos depara, proporciona a la vez temática para este capítu--

10. De ahí que podamos hablar acerca de: 



Quiénes puedan ofrecer pruebas. Debe interpretar el senti­

do de la palabra poder no como posibilidad de lo físico, sino co­

mo una posibilidad de comparecer ante un tribunal laboral a fin 

de ofrecer pruebas; facultad que por lo demás la ley otorga sola­

mente a las partes, entendiéndose como éstas: las personas inter~ 

sadas en un juicio y que sostienen en él sus pretensiones, compa­

reciendo por sí mismos o por medio de otros que las representan 

real o presuntivamente. En general, las partes que intervienen 

en un juicio son dos: actor que es quien presenta la demanda ejeL 

cit.ando de esta manera la acción, y demandado que es a quien se 

exige el cumplimiento de la obligación que se persigue mediante 

la accion. 

Ahora tratando como se pueden ofrecer las pruebas, diremos 

que el artículo 880 de la Ley del Trabajo, no menciona exigencia 

alguna respecto a si debe ser verbalmente o por escrito, pero te­

niendo sienpre presente la oralidad del procedimiento laboral ~~­

creemos que puede ser indistintamente siempre y cuando se ofrez-­

can acompañadas de los elementos necesarios para su desahogo; que 

si se ofrecen como pruebas documentos, se exhiban en el acto de 

ofrecimiento o en el caso de que se trata de informes que debe e~ 

pedir alguna autoridad puede el oferente solicitar de la J\1nta ~­

que lo pida a la mencionada autoridad, siempre y cuando indique 

los motivos que le impiden obtenerlos directamente. 

Por otro lado, pensamos que ln etapa durante la cual las 

partes pueden ofrecer pruebas debe estar perfectamente definida 

dentro del proceso a fin de garantizar a las partes la seguridad 

de un orden procesal, ya que la determinaci6n de un plazo perent.Q. 

ria para que las partes ofrezcan sus respectivas pruebas responde 

a la necesidad de establecer un orden en el procedimiento y evi-­

tar dilaciones. Consideramos que nuestra legislación ha definido 

con precisi6n la fase de ofreclmtnnto, al fi.inr una audiencia de 

ofrecimiento de pruebas,que concluir~ con un acuerdo de la Junta 

en el que se declara cerrado el per{odo de ofrecimiento de prue­

bas y se precise cuáles de las pruebas se aceptan y en su paso 

cuáles se rechazan a este respecto. Mucho se ha discutido acerca 
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de las pruebas ofrecidas antes de la audiencia, es decir aquellas 

que se ofrecen por algunos abogados que acostumbran acompafiar sus 

pruebas en el escrito de de~anda, y es nuestra opinión que tales 

pruebas no deben tomarse en cuenta por el tribunal si no se rati­

fica su anterior ofrecimiento en la audiencia respectiva, porque 

de otra manera, ningún efecto tendría el fijar términos para el 

ofrecimiento y as{ lo ha sostenido la Suprema Corte en la siguie~ 

te tesis: 

Pruebas, momento en que dehcn ofrecerse: La Ley 

Federal del Trabajo dispone que es en la audiencia que 

para el efecto se celebra cuando las· partes deben ofre­

cer l~s pruebas que pretenden sean desahogadas por la 

Junta, no existiendo disposición legal que autorice a 

ésta a tener como tales los documentos que adjuntó a su 

demanda y por lo tanto no deben ser tenidos como prue-­

ba de su parte. Joaquín Torres Centeno. 5 de diciembre 

de 1952. 

Respecto del caso contrario, esto es, de las pruebas ofreci 

das por las partes después del acuerdo en que el tribunal cerr6 

la etapa de ofrec1mi~nto, sólo queda decir que no son de admitir­

se tales pruebas, salvo el caso de excepción que constituyen las 

pruebas supervinicntes de las cuales mas adelante haremos menci6n. 

Por otra parte, tPnemos que son admisihles todos los medios 

de prueba, por lo que a causa de esta omisión nos vemos precisa-­

dos a externar que en tP.rminos generales se pueden ofrecer: la 

confesional, la testimonial, la pericia!, la documental, la ins-­

pecci6n judicial y la presuncional, las cuales s610 enunciamos 

porque más adelante hablaremos de ellas más ampliamente; quedando 

sólo por manifestar que el ofr~cirnicnto de los anteriores medios 

de pr\:e~~ requiere que sr reJacionen; por lo quP to~ando en cuen­

ta esta exigencia, pensamo~ que tambi6n ha &ido omisi6n de nue~-­

tra legislación el no precisar qu6 sanción corresponde a quien ai 

mite llenar tal formalidad. entendido en sentido contrario, esto 
es que no se cumpla con tal formalidad. Por lo tanto, el acto de 
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relacionar las pruebas, es con la finalidad de que éstas se limi-

ten a probar los puntos controvertidos del litigio. Es de hacerse 

notar también que respecto a las pruebas mencionadas no fija la 

ley orden alguno en cuanto a su ofrecimiento; en lo que s{ existe 
orden es en que prirnero sea el actor quien ofrezca sus pruebas y 

luego la haga el demandado, pero si al iniciarse la audiencia so­
lamente se encuentra el demandado y no el actor debe procederse 
al ofrecimiento de las pruebas de la parte que esté presente y, 

si en el momento en que éste orrece sus pruebas comparece el ac-­
tor a ofrecer las de él deben recib{rsele también a éste Último, 
sismpre y cuando la Junta no haya dictado el acuerdo teniendo por 
cerrado el periodo de ofrecimiento de pruebas. 

Como una novedad dentro del procedimiento del trabajo, fa-­
culta nuestra Ley Federal de Trabajo, que las partes podrán ofre­
cer nuevas pruebas, siempre que se relacionen con las ofrecidas 
por la contraparte, siendo éste un aspecto novedoso eomo ha qued,!, 

do dicho y que tiene como finalidad mantener el principio de con­
trctdicc16n entre las pruebas ya ofrecidas. 

Si bien es cierto que la novedad en el sistem~ procesal en 
general es benéfica, por otra parte no deja de crear ciertos pro­
blemas procesales porque es de todos conocido que 1aa pruebas de­
ben ofrecerse bajo ciertas formalidades, las cuales difícilmente 
podr&n reunir las nuevas pruebas, ya que qui~n las ofrece, no ha­
bía pensado en hacerlo en la mayoría de los casos hasta ese mamen 
to. 

Por lo que concierne a la admisi6n de las pruebas, dtremos 
que la audiencia de admisión de pruebas concluye con un acuerdo 
de la junta que. bien se podr{a tener como el punto culminante de 

dicha audiencia; mediante este acuerdo, la Junta resolverá cuales 
son las pruebas que admite o rechaza, por considerar tas primeras 
procedentes y las segundas improcedentes o inútiles~ EntendemoR 

por acuerdo la resolución que dicta e1 tribunal en asunto judi--­
cial y que para el punto de estudio reúne gran importancia, cree­

mos que si a través de dicho acuerdo se ejercita la facultad con-
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cedida a las juntas de Conciliación y Arbitraje de admitir o re--

chazar pruebas; por lo tanto se deja una laguna bastante importan 
te y trascedental en el proceso, ya que por una omisión de la 

Ley, no se precisa en ningún artículo de la misma, que antes de 

admitir o rechazar pruebas el tribunal debe dar por cerrada la -­

etapa del ofrecimiento mediante un acuerdo que asi lo determine 

y, consideramos que es un punto de importante trascendencia, por­

que mientras no se cierre la etapa de orrecimiento, bien puede a~ 

gumentar cualquiera de las partes su derecho de ofrecer pruebas, 

y err6neamente al seguir un sentito lógico en el proceso, puede 

el tribunal admitir o rechazar pruebas si no ha terminado con la 

anterior etapa procesal. Por lo demás1consideramos que la facul-­

tad importante y delicada de fijar las pruebas que se han de to-­

mar en cuenta en el proceso, debe tener como punto de referencia 

que las pruebas que se admitan se dirija a demostrar los puntos 

controvertidos en el proceso y de ah{ la admisi6n de las pruebas 

en conducentes e inconducentes o inútiles. Por costumbre procesal 

reminiscente del proceso civil, es común que casi todas las prue­

bas de una parte se objeten por la contraria y las de él recipro­

camente, lo que hace que muchas veces se convierta en peligrosa 

esa facultad del tribunal, ya que por precipitaci6n puede caerse 

en el error de desechar pruebas que s{ podrían haber aportado el~ 

mentas de convicci6n. Justo también es aclarar en esta parte que, 

a juicio del que expone, y posiblemente en contra del parecer de 

un gran número de abogados, las juntas deben preferentemente adml 

tir las pruebas ofrecidas por las partes a pesar de las ya "ofi-­
ciosas" objeciones que la contraparte les haga, ya que en caso de 

que al desahogarse resultarán inconducentes, superfluas e inúti-­

les; más grave sería el rechazar bajo este temor pruebas que si 

aportarían algo para llegar a la verdad, y afirmamos esta idea 
con opini6n del profesor Trueba Urbina {12) en cuanto que dice: 

"Es inconveniente el poder desechar pruebas improc~den­

tes o inútiles en la audiencia de pruebas, siendo má~ 

acorde con la naturaleza del proceso del trabajo admi-­

tir todas las pruebas que las partes ofrezcan, poster-­

gando siempre esa calificación hasta que se dicte el 



laudo, salvo que esa improcedencia sea notorfaM. 

Este tema de la admisión y recha~o de las pruebas cobra a~ 
thalidad cuando de la redacción del artículo 879 de la Ley Fede-­

ral del Trabajo surge otro problema de frecuente repetici6n ante 

los tribunales laborales. El mencionado artículo establece: 

"La audiencia se llevará 3cabo, aun cuan 

do no concurran las partes. 

Si el actor no comparece al periodo de -

demanda y excepciones, se tendrá por reproduci 
da en vía de demanda su comparecencia o escri­

to inicial. 

Si el demandado no concurre, la demanda 

se tendrá por contestada en sentido afirmati­
vo, sin perjuicio de que en la etapa de ofre­

cimiento y admisión de pruebas, demuestre que 

el actor no era trabajador o patr6n, que no 

existió el despido o que no son ciertos los 

hechos afirmados en la demanda~. 

Como se ve, se limita al dem~ndado declarado confeso ficta­

mente a que solamente pueda rendir prueba püra: a} demostrar quP. 

el actor no era trabajador o patrón; b) que no exi~ti6 el despf-­

do; e) que no son ciertos los he~hos arirmadoR en la demanda. 

Por lo anterior consideramon qua de acuerdo con los artícu­

los 879 y BBO de la Ley Federal del Trabnjo, el declarado confeso 

puede ofrecer todas las pruebas qu~ ~uiera. El tribunal con las 

facultades que le han sido conferidas, puede ad~itfrselas o rechE 

zárselas o admitir unas y rechazar o~~as, pero ¿cu5leR va a admi­

tir? La respuesta debe ser: las qu0 tengan por objeto probar qu9 

el actor no era trabaja~or o palrA11, qu~ no exi~~i6 nl despido o 

que no son ciertos loq hecl1os afirmados en la demanda. Ahora sa 

nos pregunta e.como va a saber el tribunal en e.c;e momnnto del ofr,g 

66 



cimiento si las pruebas ofrecidas son tendientes a probar lo an-­

tes mencionado? Creemos que es precisamente en este momento proc~ 

sal, en el que cobra total imFortancia, el que las pruebas para 

admitirse deben estar relacionadas y es donde se hace el señala-­

miento de que la ley fue omisa al no señalar las consecuencias de 

que las partes no relacionen las pruebas al momento de ofrecerse 

y asimismo señalamos también lo peligroso que resulta admitir las 

pruehas sin que hayan sido debidam~nte relacionadas, porque de 

otra manera la Junta no podría saber si las pruebas ofrecidas por 

el confeso ficto son tendientes a demostrar una cosa u otra y se 

vería obligada a rechazarla, además el artículo 879 emplea la pa­

labra demostrar y no ofrecer, porque simple y sencillamente se rQ 

fiere a otro momento procesal y que quien afirma que el confeso 

rictamente no puede ofrecer pruebas, está interpretando errónea-­

mente el artículo 879 de la Ley Federal del Trabajo. 

A continuación de~criblremos concretamente los medios de 

prueba más comunes que se ofrecen dentro del procedimiento proce­

sal en materia laboral. 

La prueba confesional. Es una de las que pueden convertirse 

en determinantes para el resultado del juicio laboral y que en--­

cuentra en la fase del ofrecimiento un momento de trascendencia 

para el posterior desarrollo de la prueba, por lo cual requiere 

de especial cuidado de parte de los abogados que en representa--­

ci6n de alguna de las partes recurren a este medio probatorio. 
Los artículos referentes a esta pruehn en cuanto a su ofrecimien­

to son los siguientes. 

Artículo 786. Cada parte podrá solicitar_ 

se cite a su contraparte para que concurra a ab­

solver posiciones. Tratándose de personas mora-­

les la confesional se desahogará por conducto de 

su representane legal; salvo el ca~o al que se -

refiere el siguiente artículo. 

Artículo 767. Las partes padrán también --
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solicitar que se cite a absolver posiciones pe~ 

sonalmente a los directores, administradores, 

gerentes y, en general, a las personas que ejer 

zan funciones de dirección y administraci6n, en 

la empresa o ~stablecimiento, as! como a los 

miembros de la directiva de los sindicatos, 

cuando los hechos que dieron origen al confli~ 

to le sean propios. y se les haya atribuido en 

la demanda o contestación, o bien que por razQ 
nes de sus funciones les deban ser reconocidos. 

Artículo 788. La Junta ordenará se cite 
a los absolventes personalmente o por conducto 
de sus apoderados, apercibiéndolos de que si 

no concurren el d{a y hora señalados, se les 

tendrá por confesos de las posiciones que se 
les articulen. 

Artículo 789. Si la persona citada para 

absolver posiciones no concurre en la fecha y 

hora señalada, se hará efectivo el apercibi~~­
miento a que se refiere el artículo anterior y 

se le declarará confesa de las posiciones que 

se hubieren artículado y calificado de legales. 

Por principio, vemos que en el artículo primero referent~ a 

esta probanza, trata de lo que podría considerarse como regla ge­

neral en la prueba confesional, el determinar que "cada parte po­

drá solicitar que su contraparte concurra personalmente a absol-­

ver posiciones personalmente en la audiencia de recepción de pru~ 

bas" y hablamos de regla general, porquo de acuerdo con la doctrl 

na de la prueba, toda ronfens!ón para que sea tal, tiene que oh-­

servar ciertos requisitos: el prim!~ro de los cuJles, es el que ng, 

cesariamente sea declaración de parte. porqu~ en el proceso bien 

puede haber declaraciones de otras personas, pero éstas siempre 

serán testimonios o dict~menes periciales. 
El segundo artículo del estudio de la prueba en mención se 
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refiere precisamente al caso de excepción de la regla general a -

que hacía referencia al admitir que se ofrezca la prueba confesig 

nal de los directores, administtadores y gerentes, asi como toda 

persona que ejerza funciones de dirección o administración en la 

empresa o establecimiento; también las miembros de las directivas 

de los sindicatos cuando los hechos que dieron origen al conflic­
to sean propios de étlos. 

Esta es una importante y necesaria característica de la 
prueba confesional en el derecho procesal del trabajo, ya que fa­

culta a que quebrantando la regla general se admitan confesiones 

de personas que no son precisamente parte de la controversia, pe­

ro se admite esta postura porque de la misma redacción del art{c~ 
lo 787 de la Ley Federal del Trabajo, se desprende que so admiten 
cuando los hechos que dieron origen al conflicto, sean propios de 
ellos, lo que supone una confesión o reconocimiento de hechos re~ 

!izados por el propio absolvente, dentro de las funciones que son 

dentro de su competencia en la administraci6n de la empresa o di­
rectiva sindical. 

Para terminar este breve comentario respecto a la prueba 
confesional en cuanto a su ofrecimiento, debernos mencionar que la 

Junta concluirá la audiencia de recepción de pruebas, con un 
acuerdo en el que determinará cuáles de las pruebas ofrecidas 
por las partes son las que acepta para su recepci6n posterior 
en caso cuáles rechaza y los motivos que tuvo para ello; pues 
bien, en este acuerdo y en relaci6n a la prueba confesional que 
nos ocupa, la Junta ordenará que se cite a los absolventes, aper­
cibiéndolos de tenerlos por confesos de las posiciones que se les 
articulen si no concurren el día y la hora señalada. 

Prueba Testimonial. El ofrecimie.nto de la prueba está regu­
lado por los artículos 813 y 814 de la Ley Federal del Trabajo, 

que a la letra dicen: 

Artículo 813. La parte que ofrezca prueba- ~==· 
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testimonial deberá cumplir con los requisitos -

siguientes: 

I. s610 podrán ofrecerse un máximo de 

tres testigos por cada hecho controvertido que 

se pretenda probar; 

II. Indicará los nombres y domicilio de 

los testigos; cuando exista impedimento para 

presentar directamente a los testigos, deberá 

solicitarse a la Junta que los cite, señalando 

la causa o motivos justificados que le impidan 

presentarlos directamente; 

IIt.--51 ol testigo radica fuera del lu-­

gar de residencia de la Junta, el oferente de­

berá al ofrecer la prueba, acompaílar interrog~ 

torio del escrito, al tenor del cual deberá 

ser examinado el testigo; de no hacerlo, se d~ 
clarará desierta. ~simismo, exhibirá copias 

del interrogatorio, las que se pondrán a disp2 

aic16n de las demás partes, para que dentro 

del término de tras d[as presenten su pliego 

de preguntas en sohre cerrado: y. 

IV. Cuando el t&stigo sea alto funciona­

rio p6blico, a juicio de la Junta, podrá ren-­

dir su declaraci6n por m~dlo de oficio, obser­

vándose lo dispuesto en este art!culo en lo 

que sea aplicable. 

Artículo 814. La Junta, en el caso de la 

fracci6n II del artículo anterior, ordennrá so 

cite al testigo para que rinda su declaración, 

en la hora y d{a que al efecto se sefiale, con 

el apercibi~iento de ser present~do por condus 
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to de la policía. 

Consideramos que la redacción del primer artículo citado en 

cuanto a la prueba testimonial, ha sido omisa e incompleta, lo 

que ha motivado que en su aplicación surjan algunas dudas al res­

pecto, por ejemplo: ¿puede el oferente realizar un cambio de tes­

tigo? No creemos que de acuerdo a la ley se pueda hacer, sin em-­

bargo, pensamos que en el fondo es más positivo el poder realizar 

el ca~bia, porque en el lapso que media entre la audiencia d~ 

ofrecimiento de pruebas y la de recepción de las mismas, pueden 

surgir muchos acontecimientos que dejen a las partes en imposibi­

lidad de presentar a los mismos testigos que con anterioridad ha­

bían ofrecido y por qué no pensar que el hecho que se trata de 

probar hubiera sido presenciado por otras personas a las que pu-­

diere recurrir ofreciéndoles como nuevos testigos en lugar de 

aquellos que por causa de fuerza mayor no pudieren asistir a la 

audiencia. 

Continuando con el comentario del artículo 813, diremos 

que la fracción TI se refiere al caso de excepción para el caso 

que no se puede presentar a los testigos directamente por las PªK 

tes, consideramos que el espíritu de esta disposici6n es mantener 

como regla general, que es obligación de las partes aportar todos 

los elementos de prueba y presentar a todos los testigos y peri-­

tos que pretendan que sean o{dos en juicio y no funci6n del trib~ 

nal de citar a todos los testigos. 

Prueba Documental. El ofrecimiento de esta prueba se encUPU 

tra regulado en la Sección Tercera del Capítulo XII de la Ley Fe­

deral del Trabajo, relativa a los artículos que van del 795 al 

812 de la misma ley, y que hablan en general de dos situaciones 

diferentes: a} que cada parte exhiba los documentos que tiene de 

su parte, y para probar su dicho, ya aportándolos cada una de 

las partes o pidiéndole al tribunal que los mand~ traer y ponérs~ 

los a J~ vista porque se encuentran en poder de una persona ajena 

de la cual ellos no lo pueden solicitar, o bien b) que ya obren 

en autos ya en originales o con la taxativa do presentarse en co-



pia fotostática cotejándose con los or{ginales en su caso. Por lo 

tanto, es conveniente que cuando se pretenda ofrecer tina prueba 

documental que obra en otro expediente o que se encuentra en po-­
der de otras autoridades, debe acompañarse un escrito en el que 

conste que se ha pedido a dichas autoridades la expedici6n o dev2 
luci6n de los documentos que se quieren ofrecer, para el efecto 
de que la Junta no le rechace la prueba ofrecida, sino al contra­

rio, por conducto de éste se dirija a la autoridad que tiene en 
su poder dichas pruebas documentales para que se las remita a la 
mayor brevedad posible. 

Inspección Judicial. poco es lo que se puede decir en rela­
ci6n con este punto de estudio, y por ello basta mencionar que el 
ofrecimiento de la inspección judicial como prueba en un juicio 

laboral, debe precisar la materia sobre la que debe verGar la in~ 
pecci6n que realice el tribunal, a fin derque la práctica de esta 
prueba no se desvirtúe dirigiéndose hacia otros puntos no contro­

vertidos y sobre los cuales no es necesario verificar la inspec-­
ci6n; por ello consideramos que lo importante en el ofrecimiento 
de esta prueba es que se determine con claridad lo que será obje­
to de la inspecci6n, relacionarla de manera tal que el tribunal 
capte la relaci6n que tieno la práctica de esta prueba con los 
puntos litigiosos. 

El desahogo de la inspección judicial, bien puede dcsarro-­
llarse en el local mismo de la Junta, salvo en el caso de que la 
práctica de la inspecci6n deba realizarse fuera de dicho lugar, y 

en cuyo caso la Junta señalará d{a y hora para la práctica, a fin 

de~que si lo desean ocurran las partes y estén presentes en la dl 
ligencia. 

Prueba Pericial. La prueba m.encionada atiende, como su nom­
bre lo indica, al peritaje. Esto es, la ley menciona que las pa~ 

tes presenten sus peritos en la.:audienciJ de recepci6n de prueban, 

provocando de esta manera complicaci6n en la prueba pericial, os 

por esto que nos inclinamos a pensar que el tribunal sea el único 

que designe peritos cuando la pericial sea ofrecida, quienes coa~ 



yuvarán con el propio tribunal en un asesoramiento sobre la mate­

ria en contestación, solucionando de esta manera, que peritos es­

casos de ética profesional, fallen a favor de quien los ofreció y 

16gicamente de quien los paga. 
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Presunciones. En los juicios laborales se ofrece la prueba 

de presunciones legales y humanas y sin que exista en la ley nin­

guna normatividad al respecto; pero es entonces cuando hay que r~ 

cardar el texto del artículo 776 de la Ley Federal del Trabajo, 

especialmente en la parte inicial de su epígrafe, que determina 

que se admiten todos los medios de prueba siempre y cuando no 

sean contrarios a la moral o al derecho, e inclusive consideramos 

conveniente mencionar aquí que aún en el tradicional ofrecimiento 

de la prueba presuncional es 16gico y a la vez obligado que ésta 

tenga que llevarse acabo por el tribunal, convirtiéndose así en 

la única prueba que dentro, del procedimiento laboral se debe de­

sahogar sin que haya sido ofrecida y sin que parezca reglamentada 

con un procedimiento específico, a este respecto la Junta comun~­
mente la tiene por ofrecida y tenerla en cuenta al momento de di~ 
tar el laudo. 

4. 2. 4, DESAHOGO DE PRUEBAS. 

En cuanto al tema en cuestión debemos decir que es práctic~ 

mente el complemento del ofrecimiento, ya que una vez que han e! 
do ofrecidos todos los medios de prueba• · se pasan al desahogo de 
éstos, previa calificación de la Junta en cuanto a su admisi6n o 

no, es por ello que vamos directamente a la descripci6n misma. 

La Confesional. El desahogo de esta prueba so encuentra re­

gulado por los artículos siguientes~ 

Artículo 790. En el desahogo do la pru~ 

ba confesional se observarán las normas si-•­

guientes: 

I. Las posiciones podrán formularse en 



forma oral o por escrito, que exhiba la parte 

interesada-en el momento de la audiencia; 

II. Las posiciones se formularán libre­
mente, pero deberán concretarse a los hechos 

controvertidos; no deberán ser insidiosas7o 
inútiles. Son insidiosas las posiciones que 

tiendan a ofuscar la inteligencia del que ha 
de responder, para obtener una confesión con­
traria a la verdad; son inútiles aquellas que 
versan sobre hechos que hayan sido previamen­

te confesados o que no están en contradicci6n 
con alguna prueba o hecho fehaciente que con~ 
ta en autos o sobre los que no existe contro­
versia; 

III. El absolvente bajo protesta de de­
cir verdad, responderá por s! mismo, de pala­

bra, sin la presencia de su asesor, ni ser 
asistido por persona alguna. No podrá valerse 
de borrador de respuestas pero se le permiti­

rá que consulte simples notas o apunte~, si 
la Junta, después de tomar conocimiento de 

ellos, resuelve que son nacesarios para auxi.:. 
liar su memoria~ 

IV. cuando las posiciones se formulen 
oralmente, se harán constar textualmente en 
el acta respectiva; cuando sean forrouladas 

por escrito, ~ste se mandará a agregar a los 
autos y deberá ser firmado por el art!culan­
te y absolvente; 

V. Las posiciones serán calificadas 

previamente, y cuando no reunan los requisi­

tos a que se refiere la fracción rr. la Jun­

ta las desachará asentando en autos el fund~ 



mento y motivo concreto en que apoye su reso-

1uci6n; 

VI. El absolvente contestará las posi-­

ciones afirmando o negando, pudiendo agregar 

las explicacines que juzgue convenientes o 

las que le pida la Junta; las respuestas tam­

bién se harán constar textualmente en el acta 
respectiva; y 

VII. Si el absolvente se niega a respon 

der o sus respuestas son evasivas, la Junta, 

de oficio o a instancia de parte, lo apercibl 

rá en el acto de tenerlo por confeso si per-­

siste en ello. 

Los demás artículos hasta el 794 señalan cuestiones aleato­

rias al anterior descrito, es por ello que no los reproducimos y 

s610 comentaremos las cuestiones a que se refieren. 

Atendiendo a que lo más importante del desahogo de la prue­

ba confesional ha quedado expresado en el artículo transcrito, s2 
lo diremos que la prueba confesional se puede ofrecer para hechos 

propios en caso del jefe de personal por ejemplo, y para hechos 

personales para el patr6n, tal y como ya qued6 dicho en el cap{t~ 

lo correspondiente, por lo tanto se desahogará la de hechos pro-­

pios d~ acuerdo al artículo 11 de la Ley Federal del Trabajo, que 
es el que menciona a aquellos que realizan funciones de direcci6n 

y administraci6n dentro de la empresa o establecimiento. 

Un serio comentario es el que se refiere a la cuesti6n de 

que las partes deban absolver las poRiciones personalmente, ya 

que la intención del legislador es que deba declarar aquel a 

quién se le atribuyen los hechos, ya que si fueran absueltas por 

un representante legal, que casi siempre es un abogado, podría 

cambiar la respuesta a su conveniencia, y de esta manera no se 

conocerían los hechos que propiciaron el conflicto y del cual se 
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va a dar la raz6n a una de las partes. 

Por Último, diremos que lo que interesa probar con el plie­

go de posiciones es: contratación, puesto, salario y despido in-­
justificado, en el caso del trabajador, si es eso lo que se está 

reclamando, y el patr6n que no es cierto lo que se te imputa. 

La Testimonial. Esta probanza encuentra su fundamentaci6n 
legal en los artículos 815 al 820 de la Ley Federal del Trabajo 

en cuanto a su desahogo se refiere, y el primero de los citados 
señala: 

Artículo 815. En el desahoga de la pru~ 

ba testimonial se observarán las normas si--­
guientes: 

I. El oferente de la prueba presentar~ 
directamente a sus testigos, salvo lo dispue~ 
to en el artículo 813, y la Junta proceder& 

a recibir su testimonio; 

II. El testigo deberá identificarse an­
te la Junta cuando así lo pidan las partes y 

si no puede hacerlo en el momento de la au--­
diencia, la Junta lo concederá tres d{as para 

ello; 

III. Los testigos serán examinados por 

separado, en el orden en que fueran ofrecidos. 
Los interrogatorios se formularán oralmente, 
salvo lo dispuesto en las fracciones III y rv 
del artículo 813 de osta Ley; 

IV. Después de tomarla al testigo la 

protesta de conducirse con verdad y de adver­

tirle de las penas en que incurren los testi­
gos falsos, se hará constar el nombre, edad, 
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estado civil, domicilio. ocupación y lugar -­

donde se trabaja y a continuación se procede­

rá a tomar su declaración; 

v. Las partes formularán las preguntas 

en for~a verbal y directamente. La Junta admi 
tirá aquellas que tengan re1aci6n directa con 
el asunto de que se trata y que no se hayan 
hecho con anterioridad al ~ismo testigo, o 
lleven lmpl!cita la contestaci6n; 

V!. Primero interrogará el oferente de 

la prueba y posteriormente las demás partes. 
La Junta, cuando lo estime pertinente, exami_ 
nará directamente al testigo~ 

VII. Las preguntas y respuestas se ha­
rán constar en autos, escribiéndose textual­
mente unas y otras; 

VIII. Los testigos están obligados a 

dar la raz6n de su dicho, y la Junta debe­
rá solicitarlat respecto de las respuestas 
que no la lleven ya en s!: y 

IX. El testigo1 enterada de su dectar~ 
ci6n, firmará al margen de las hojas que la 
contengan y as! se hará constar por el Seer~ 
tario; si no sabe o no puede leer o firmar 
la declaración, le será leída por el Sccret~ 
rio e imprimirá su huella digital y una vez 
ratificada, no podrá variarse ni en la subs­

tancia ni ~n la redacción. 

" 

En razón de lo anterior diremos que el testigo no es parte 

en el litigio, es ajeno a éste~ y va a hablar ante la Junta so---



bre lo que vió, u oy6, s61o es espectador, y deberá declarar en -

virtud de que todo aquel que tenga conocimiento de los hechos es­

tá obligado a declarar. 

Los demás articulas que versan alrededor del anterior tran~ 
crito son para aquellos casos excepcionales que se pudieren lle-­

gar a presentar, por lo tanto dire~os que to mas importante del 

desahogo de esta prueba es que a diferencia de la confesional, en 
la que la pregunta debe estar elaborada de tal forma que el que 
conteste s61o diga "si o no", seg6n la respuesta de la misma, 

en la testimonial no solamente se debe contestar de esa forma, 

porque no es confesional, en la prueba testimonial se pregunta y 

se contesta el hecho, y en la otra se van a confesar los hechos. 

Esta prueba se debe desahogar elaborando pliego ~e~pregun-­
tas que deberá contestar el testigo, pero a la vez se admite que 

la contraparte elabore también al mismo testigo que ya contesto 
las preguntas que le fueron !ormuladas, las llamadas repreguntas, 
con el objeto de saber la idoneidad del testigo, y para comprobar 

la veracidad del testigo. En cuanto a la idoneidad diremos que 
es propiamente que el testigo no tenga, de preferencia ningún la­

zo de amistad o parentesco con la parte que lo orrece, ya que de 

lo contrario se puede aminorar el valor de la prueba. 

El artículo 815 en sus nueve fracciones detalla prácticamen 
te la forma fiel en que debe desahogarse la prueba testimonial, 

es por ello que no hacemos especial mcnci6n de los art{culos sub­

secuentes relativos al desahogo de la multicitada prueba testimo­

nial. 

Por Último, solamente diremos que cuando el testigo respon­
de preguntas que no se le han formulado la jurisprudencia dice 
que no será testigo válido, o cudndo responde mas allá de lo que 

debe contestar de una manera cornpuest~ de los hechos, ya que se 

entiende que está muy bien preparado para contestar falsamente a 

lo que se le está preguntando. Lo misoo se dice en cuanto a loe 
testigos oficiosos, es decir; aquellos que los pidieron su decla-
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raci6n en forma compuesta por los que actúan en el juicio, y que 

al preguntarles la raz6n de su dicho responden cuestiones como la 

siguiente: "¿quién le pidi6 que viniera a declarar?, nadie: s610 
vengo con el prop6sito de que triunfe la justicia.'' 

La Documental. En cuanto a esta prueba diremos que se desa­
hoga simplemente con la presentación de los documentos que tienen 
las partes para probar su acci6n o su excepci6n, según sea el ca­

so, o bien; solicitar a la junta que los mande traer cuando las 
partes no los puedan presentar, tal y como ya qued6 manifestado 

al momento de qua hablamos del ofrecimiento de dicha prueba, por 
lo cual s6lo agregamos que se pueden ofrecer documentales después 
del periodo de ofrecimiento, para desahogarse en su momento, o 
después, y es el caso propiamente de las pruebas supervenientes, 

es decir; aquellas que en el momento de presentarlas no se encon 
traban en poder de las part~s, como puede ser una carta del pa-­

tr6n al trabajador en la que reconoce el despido injustificado 
por ejemplo, o también cuando se tacha de falso a un testigo en 

cuanto a la persona del testigo, ya que éste puede ser pariente 
y por lo tanto se obtuvo una contestaci6n a favor de la parte que 
lo ofrece, y como prueba documental puede ser el acta de nacimien 
to que demuestra el parentesco, o bien; puede ser en cuanto a la 

declaraci6n del testigo la tach~, ya que pudo haber caldo en con­
tradicci6n en alguna respuesta, y como prueba la instrumental de 

actuaciones que consiste en·los documentos que se oncuentran int~ 
grados en el mismo expediente. Lo anterior se debe hacer antes de 
que se cierre la instrucci6n, es decir; cerrar la participaci6n 
de las partes y quedar el asunto en manos de la Junta para el 

laudo. 

Por Último, diremos que en caso de que sea ofrecido un doc.!:!, 

mento en copia simple, para desahogarse se tendrá que cotejar con 
el original, pidiendo la Junta que se presente dicho documento p~ 

ra tenerlo a la vista al momento de dictar el laudo correspondieu 
te. 

La Inspecci6n Judicial. El desahogo de ésta prueba está re-
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gido por el articulo 829 de la Ley Federal del Trabajo, que a la 

let~a dtce: 

Articulo 829. En el desahogo de la pru~ 
ba de inspección se observarán las reglas si­
guientes: 

I. El actuario, para el desahogo de la 
prueba, se ceñirá estrictamente ordenado por 

la Junta. 

II. El actuario requerirá se le pongan a 
la vista los documentos y objetos que deben 
inspeccionarse; 

III. Las partes y sus apoderados pueden 
concurrir a la diligencia de inspecci6n y for­
mular las objecciones u observaciones que est! 
men pertinentes; y 

IV. De la diligencia se levantará acta 
circunstanciada, que firmarán, previa raz6n en 
autos. 

En cuanto al comentario de ésta prueba solamente diremos 

que se puede practicar en el mismo local de la Junta cuando se'en 
cuentren on la misma los medios para practic~rla, y de ésta obta­
ner s61o el reconocimiento de lo que se ofreci6 inspeccionar. 

La Pericial. A esta prueba se refiere el art{culo 825 de la 

Ley Federal del Trabajo, de la siguiente manera: 

Articulo 825. En el desahogo de la pru~ 

ba pericial se obsarvar5n las disposiciones 

siguientesi 

I. Cada parte presentará personalmente 



a su perito el d(a de la audiencia, salvo el 
·caso previsto en el artículo anterior; 

II. Los peritos protestarán de desempe­

ñar su cargo con arreglo a la Ley e inmediat~ 

mente rendirán su dictamen; a menos que por 

causa justificada soliciten se señale nueva 

fecha para rendir su dictamen; 

III. La prueba se desahogará con el pe­

rito que concurra, salvo el caso de la frac-­

ci6n II del art{culo que antecede, la Junta 

señalará nueva fecha, y dictará tas medidas 

necesarias para que comparezca el perito; 

IV. Las partes y los miembros de la Ju~ 

ta podrán hacer a los peritos las preguntas 

que juzguen convenientes: y 

V. En caso de existir discrepancia en 

los dictámenes, la Junta designará un perito 

tercero. 

Las cuestiones a las que se refiere el artículo anterior al 

referirse al artículo 824 del mismo ordenamiento citado, es aquel 

en el que se mencionan las causas por las cuales un trabajador 

puede no presentar a su testigo, y que puede ser que no haga 

nombramiento de perito, que éste no comparezca ante la Junta a 

rendir su dictamen o bien: cuando el trabajador no pueda cubrir 
los honorarios correspondientes al perito que se menciona, en to­
dos los casos anteriormente citados, la Junta solicitará el peri­
to a .1a procuraduría del Distrito, cuando sea local, y· se pedirá 

a la procuraduría General cuando se trata de la Junta Federal. 

Por Último, en cuanto al desahogo de ésta prueba diremos 

que la Junta tomará en cuenta el dictamen del perito que se en--­

cuentre mas sólido para esclarecer la verdad, y en caso de discr~ 
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panela entre ambos peritos ofrecidos por las partes sefialará un 

tercer perito en discordia que dará mayor veracidad al dictamen 

de los ya presentados con anterioridad a este Último. 

La Presuncional. Es poco para decir sobre esta probanza, y 

por ello nos referimos concretamente a la misma reproduciendo lo 
que el artículo 830 de la Ley Federal del Trabajo mencionai "pre­
sunci6n es la consecuencia que la Ley o la Junta deducen de un h~ 
cho conocido para averiguar la verdad de otro desconocido." 

En razón de lo anterior podemos decir que existe la presun­
ción legal (la que la ley hace) y presunción humana (la que hace 
la Junta.) 

Por otro lado, cuando las partes ofrezcan la prasuncional 
deberán hacerlo diciendo en que consiste y lo que trata de acred! 
tarse con ella, es conveniente aclarar que al ofrecer deben sefla­

larse concretamente en que punto se pide la presuncional y sobre 
que versa, y no hacerlo como gran cant~dad de litigantes que solo 

mencionan prácticamente ya de "machote" las siguientes líneas: 
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"La presuncional legal y humana; en todo aquello que me favorez-­

ca." Decir ésto es decir practicamente nada, ya que se denota la 
falta de conocimiento jurídico por parte de quien la ofrece o la 
falta de interés en la misma, ya que no ahonda en la explicaci6n 
mas a fondo de lo que trata de decir con esas palabras que se han 
convertido en algo casi obligado. 

4. 2. 5. ALEGATOS. 

Esta etapa es un periodo bastante corto a comparaci6n de 
las demás ya mencionadas:, .. puesto_queilas partes dispondÍ'án .. do .. ae­
tonta y dos horas para que las partes puedan formular por escrito 
sus alegatos y al no hacerlo, o hacerlo después de tiempo, se te!!. 
drá por perdido ese derecho. 

En la práctica es muy común ver que la Junta al terminar 01 



periodo de desahogo de pruebas s61o menciona que las partes aleg~ 

ron lo que a su derecho convino, como único momento de alegatos, 

y pasa a la siguiente fase. 

4. 2. 6. DICTAMEN. 

Una vez concluido el término para alegar, el auxiliar de'la 
Junta declarará cerrada la instrucci6n y formulará un dictamen 
dentro de los siguientes quince días que, al tenor del artículo 

916, deberá contener: 

I. Un estracto de las exposiciones y p~ 

ticlones de las partes; 

JI. Un estracto del dictamen de los per! 

tos y de las observaciones que hubiesen hecho 
las partes; 

III. Una enumeraci6n y apreclaci6n de las 
pruebas y de las diligencias prácticamente por 

la Junta; 

IV. Un estracto de los alegatos: y 

V. Señalará los motivos y fundamento que 
puedan servir para la solución del conflicto. 

Una copia del dictamen' se entregará a cada miCrnhro de la · 
Junta haciendo constar en autos el secretario las circunstancias 
de entrega y, en su caso, que se negaron a recibirlo. {~rt[culo 

917) 

Esa referencia curiosa a la negativa de un rniembro de la 

Junta a recibir la copia del dictamen no obedece sino al deseo de 

evitar dilaciones extraordinarias que podrían derivar del hecho 
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de q~e el representante rebelde afirme no haber contado con la CQ 

pia, 'aplazando ~ la resolución. Pero 10 normal es que rec2 

ja la copia cuanto antes para poder comentar el dictamen con la 

parte que represente, aún cuando ello no sea excesivamente ortod2 

xo. 

4. 2. 7. LAUDO. 

Para llevarse a cabo esta fase debe celebrarse la audiencia 

de discusi6n y votación que se encuentra ya dentro del proceso de 

laudo, deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes al en 

que fueran entreqadas las copias del dictamen a los miembros de 

la Junta. Se celebrará, dice el artículo 918 "conforme a las re-­

glas establecidas en el artículo 888 de esta ley", con lo que ha­
ce referencia al procedimiento ordinario. 

El artículo 919 que sefiala el contenido y prop6sitos dol 

laudo dictado en este procedimiento de conflictos colectivos de 

naturaleza'econ6mica es, en alguna medida, una expresi6n de humor 

negro. No puede entenderse, de otra manera que considere de "jus­

ticia social" separar trabajadores, disminuirles el salario o las 

condiciones de trabajo, en general, etc. 

Vale la pena reproducir su texto: 

Artículo 919. La junta, a fin de conse­

guir el equilibrio y la justicia social en 

las relaciones entre los trabajadores y patrQ 

nes, en su resoluci6n podrá aumentar o dismi­

nuir el personal, la jornada, la semana de 

trabajo, los salarios y, en general, modifi-­

car las condiciones de trabajo de la empresa 

o establecimiento; sin que en ningún caso pu~ 

da reducir los derechos mínimos consignados 

en las leyes. 
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Por si hubiera algunas dudas de la vocación patronal de es­

te procedimiento, el artículo 919 acaba con ellas. 
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5, EL DERECHO PROCESAL COMUN. 

5. !. FUENTES DEL DERECHO PROCESAL COMUN. 

El desarrollo del tema que a continuación estudiamos, con-­

tiene varios puntos que ya se han tratado en el capítulo que ant~ 
cede, mismos que por razones lógicas y en obvio de repeticiones, 

no se vuelven a cometer, siendo éstos: los tratados internacioles 

la analogía, los principios generales del Derecho, la jurispruden 

cia, la costumbre r la equidad. 

En lo que concierne a la Constitución y Código de Proccdi-­

mientos Civiles, serán estudiados sólo en cuanto a lo que dispo-­

nen del Derecho Procesal Común, en razón de que el contenido de 

estas fuentes es diferente el Derecho Procesal del Trabajo, pero 

las nociones fundamental~& de la Constitución como fuentes, han 

quedado perfectamente definidos en el capítulo que precede, y que 

sirve de base a ambos. 

5. !. !. CONSTITUCION 

Se entiende por principio de cuentas, que en nuestro dere-­

cho a la Constituci6n se le da el carácter de Ley suprema, de la 
cual emanan las siguientes. 

De lo anterior se colige que la Constituci6n puede incluír 

verdaderas normas instrumentales, con ello estará regulando un 

proceso especial, pero su contenido primario es de orientaci6n. 

Como sistema concentrado, el mexicano encuentra la 1eglsla­

ci6n procesal en sus leyes ordinarias, por lo tanto la designa--­

ci6n de las fuentes del derecho o positivo corresponden al legis­

lador; de ahí que se considere como fuentes directas a la ley, la 

jurisprudencia, la costumbre y los principios generales del dere-
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cho; y como indirectas: al derecho natural, el derecho científico 

las leyes hist6ricas, la analogía y la equidad. 

Cabe aclarar que de acuerdo con el derecho constitucional 

mexicano, deben considerarse fuentes legales a la ley y a los 
principios generales del derecho; en la inteligencia de que los 

convenios o tratados internacionales revisten el caracter de le-­

yes una vez que han sido ratificados por el Senado, do acuerdo 
con el artículo 76 fracci6n I de la constitución federal. 

De acuerdo a lo anterior descrito entendemos que el derecho 
político o constitucional es el conjunto de normas relativas a la 
estructura fundamental del Estado, a las funciones de sus órganos 
y a las relaciones de estos entre sí, comprendiendo también a los 
particulares. 

Podernos decir que la palabra conetituci6n_se~entiende~en .. 
sentido formal o en sentido material. Desde el punto de vista fo~ 

mal, la palabra constituci6n se aplica al documento que contiene 
las normas relativas a la estructura fundamental del Estado; des­

de el punto de vista material. en camhio, apl!case a esa misma e~ 

tructura, es decir, a la organización política, a la competencia 

de los divorscs poderes y a los principios concernientes al esta­
tus de las personas. 

De acuerdo con esta doble posibilidad, cabe hablar del der~ 
cho político tanto en sentido formal como material. La accpci6n 
en que aquel concepto se t~me dependerá de la forma en que la pa­

labra constitución se emplee. 

Si entcr1demos el t6rmino en sentido material, habremos de 
admitir que todo Estado tiene una constitución, una unidad pol!t! 
ca de un pueblo. Entendida la constitución en sentido formal, só­
lo poseerán ésta aquellos cuya organización política aparece regQ 

lada en un documento solemne, al que se da el nombre de Constitu­
ción. (Ley fundamental, normal de noroas.) 

El caracter principal, y sobre todo. fundamental, de una 



constituci6n escrita, corno la nuestra, es ser una ley de protec-­

ción pública, una ley de garant{as, es por ello que la constitu-­

ción en nuestro país, al lado de la Parte Orgánica, tiene una pa~ 

te dogmática, en donde se consagran los derechos subjetivos pÚbli 

cos del individuo. 

Particularmente la Constitución como fuente del derecho pr~ 

cesal civil, toca en su artículo 14 Último párrafo lo conducente 

aplicable al procedimiento civil, diciendo; "En los juicios del 

orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la le­

tra, o a la interpretaci6n jurídica de la ley, y a falta de ésta 

se fundará en los p~incipios generales del derecho." 

Por 10 anterior se entiende que a nivel constitucional se 

toca someramente el procedimiento civil, ya que en ningún otro 

precepto constitucional se habla concretamente de éste, y aún en 

el mencionado artículo se refiere únicamente a la sentencia que 

se pronuncia en un juicio civil, y no as{ al procedimiento mismo, 

pero al hablar de la sentencia civil, implica 16gicamente hablar 

dentro de la misma, a todo el procedimiento que le antecede y, 
que es necesario para llegar a ésta, en raz6n de que la sentencia 

debe ser acorde con todo lo planteado en el juicio civil de que 

se trata. 

La anterior disposición analizada contiene la facultad del 

poder legislativo para poder legislar en materia civil, acorde 

con lo que establece el artículo 73 de nuestra carta magna en lo 

que se refiere a las facultades concedidas en exclusiva, al Con-­

greso de la Uni6n, para expedir leyes referentes al procedimiento 

civil. 

5. l. 2. CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 

El Código de Procedimientos Civiles, colocado en segundo 

plano como fuente del procedimiento civil, viene a ser precisaoen 
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te la segunda fuente del derecho procesal civil·, adjetivament-e. h.! 

blando. 

Aclarando lo anterior. es preciso dectr; que hablamos espe­
cíficamente del derecho adjetivo en razón de que en contraposi--­
ci6n a éste se encuentra el C6digo Civil regulado el derecho sus­
tantivo de la materia, dándole a la vez su segunda fuente al mis­
mo. Al efecto encontramos que la parte sustantiva del Derecho Ci­

vil actúa con disposiciones imperativas que son reguladas mate--­
rialmente por el Código de Procedimientos Civiles. 

También es necesario aclarar que el c6digo adjetivo que re­
gula esta materia no debe contener disposiciones contrarias a lo 
que dispone nuestra Carta Magna, ya que de lo contrario se tilda­
ría de anticonstitucionales aquellas que quebrantaran este princl 
pio. 

5. 2. PROCEDIMIENTO CIVIL ORDINARIO. 

A continuaci6n hablaremos de un procedimiento que es b~stan 
te semejante al del trabajo, en raz6n de que en algún momento en 
el tiempo se ideotif icaron plenamente, surgiendo puntos claves 
propios para el derecho procesal del trabajo, aplicandose concre­
tamente a conflictos obrero-patronales: pero ahora corresponde e~ 
tudiar un poco a ese procedimiento que se equipara bastante al 1~ 
boral, y quQ parece que en la distancia se junta en cuanto a su 
esencia. 

5. 2. l. DEMANDA. 

llablar de la demanda significa tratar un tema qua reviste 

gran importancia, en razón dn que a ra!z de ésta se va a fijar la 
controversi~ que se dirimirá en el juicio. 

Para principiar debemos entender que demanda es el escrito 
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1.15 

inicial con que el actor, basado en un interés legítimo solicita 

la intervenci6n de los órganos jurisdiccionales para la aplica--­

ci6n de una norma sustantiva a un caso concreto. Es por ello que 

debemos considerar a la demanda como el instrumento adecuado para 

iniciar todo proceso, en este caso el civil, que sirve precisamen 

te para activar las normas substantivas y darles aplicaci6n en 

los casos controvertidos. 

La demanda se integrará formalmente de acuerdo a los elemen 

tos constitucionales que establece el artículo 255 del Código de 

Procedimientos Civiles, los cuales comentamos de la siguiente ma­

nera~ 

a) Determinación de las competencias. El precepto señalado 

anteriormente establece: 

"Toda contienda judicial principiará por demanda en la cual 

se expresará: 

I. El Tribunal ante el que se promueve." 

En la demanda debe señalarse el tribunal ante el que se pr~ 

mueve en la primera instancia, haciendo la designación de acuerdo 

a la Ley orgánica, atribuyendo competencias a los Jueces Civiles, 

Familiares, de Arrendamiento Inmobiliario, y los Mixtos de Paz. 
Atendiendo a nuestro estudio y, por disposlci6n constitucional' 

los jueces civiles comunes tienen jurisdicci6n concurrente, por-­

que pueden conocer también de los juicios mercantiles, regulados 

en el Código de Comercio, que es federal. 

b) Capacidad de las partes. La fraccl6n rr del artículo 255 

estatuye: "El nombre del actor y la casa que sefiale p~ra oir not! 

ficaciones." 

En materia procesal debe tenerse en cuP.nta que puede ser as 
tor o demanda toda persona, por el solo hecho de ser titular 



de derechos y obligaciones, ello a partir de su nacimiento hasta 

su muerte, incluyendo a su sucesi6n. 

Por tanto, pueden ser actores y demandados los menores de 
edad, los incapacitados y las sucesiones de las personas capaces 

o incapaces a través de un representante. Se entiende que la re-­

presentaci6n es por cuenta de un mandatario ejecutando los actos 
jurídicos que le encarga el mandante, para lo cual este Último 

le otorga facultades para intervenir en un juicio a su represen-­

tante. 

En cuanto al señalamiento del domicilio para oir notifica-­

clones, diremos que el litigante puede señalar el domicilio real 

de la parte en sentido material, pero lo mas frecuente es el señ~ 

!amiento de un domicilio convencional, eligiéndose el despacho 

del abogado patrono, esto en cumplimiento del artículo 34 del c6-

digo Civil que establece que se tiene derecho de señalar el domi­

cilio convencional. 

e) Nombre del demandado y su domcllio; la fracci6n III ind! 

ca que la demanda debe contener el nombre del demandado y su dom! 

cilio. 

La parte a que se refiere esta fracci6n es el demandado en 

sentido material, esto es; aquella en la cual van a recaer los 

efectos de la sentencia; consecuencia de esto es que el actor no 

tiene facultades para designar representante del domandado aún 

cuando lo conozca el propio actor, sino que debe designar a la 

parte en sentido material, quedando a la facultad de comparecer 

al juicio en la forma que a sus intereses corresponda. 

Respecto al señalamiento de domicilio del demandado pueden 

presentarse dos situaciones: 

Qu~ poi una omisi6n no ~" haga el seílalamiento. En esto ca­

GO debe aplicarse la sanción que establece el artículo 112 en su 
Último párrafo al decir que si no se señala casa en que ha de ha-
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cerse la primera notificaci6n a la persona o personas contra qui~ 

nes se promueve, no se hará notificación alguna hasta que se sub­

sane la omisi6n. 

Puede también suceder que el actor ignore el domicilio del 
demandado o de que se trate de una persona incierta; en estos ca­

sos, debe hacerse la primera notificaci6n por edictos en los tér­
minos del artículo 112, publicándose por tres veces, de tres en 

tres, en el Boletín Judicial y en otro peri6dico de los de mayor 
circulación, peri6dico cuya determinación queda al criterio de 
los jueces. Igualmente, deben satisfacerse todas las solemnidades 

que fijan para las notificaciones posteriores los artículos 637, 

638, y 639, que son los relativos al procedimiento estando ausen­
te el rebelde. 

d} Objeto de la demanda. La fracci6n IV del artículo 255 e~ 
tablece que en la demanda se exprese el objeto u objetos que se 

reclamen, con sus accesorios. 

Doctrinales el objeto del proceso es el derecho subjetivo 

material protegido por la acci6n. Si se considera que el proceso 
en términos generales es indiferente al derecho sustantivo que se 
hace vnler, todos los procesos serían igt1ales, pues en todos 
ellos ya existe actividad de las partes encaminadas a obtener del 

6rgano jurisdiccional una sentencia con fuerza vinculativa. La di 
ferencia específica ent~e unos y otros procesos, deriva precisa-­
mente de su objeto, es decir; d~l derecho G\lbjetivo material que 
se hace valer a través de la acción 

La clasif icaclón de las acciones en nuestro código se redu­
ce, fundamentalmente, a poner de manifiesto los tres diversos ob­

jetos que pueden ser materia de los proces~s. 

Las cuestiones relativas al estado y cap~cidad da las persQ 

nas, como son el nacimiento, defunci6n. mat~imonio, nulidad de é~ 
te, filiaci6n, reconocimiento, e~ancipaci6n, tutela, adopci6n, di 
vorcio y ausencia, posesión de estado civil y las que tiendan a 



atacar las constancias del registro civil para que se anulen o 

rectifiquen. (articulo 25) 

Todos los derechos subjetivos materiales están protegidos 
por acciones del estado civil. 

El cumplimiento de obligaciones personales por parte del 
deudor ya sea de dar, de hacer o de no hacer determinado acto y 

los correspondientes derechos subjetivos materiales, dan lugar al 

ejercicio de acciones personales. (artículo 25) 

Cuando el objeto de la acción es precisamente el pago de 

una cantidad de dinero conviene expresar en la demanda su monto 

para determinar la competencia del juez, como dice la fracción 

VII del artículo 255 y para concretar la petición del actor res-­
pecto a sus pretensiones pecuniarias. 

Finalmente, los juicios que tienen por objeto la protecci6n 

de los derechos subjetivos materiales de caracter real están pro­

tegidos por acciones reales a trav~s de las cuales se reclaman 

La herencia, los derechos reales o la declaraci6n de la li­

bertad de gravámenes reales. (artículo 3o.} 

El código de Procedimientos Civiles detalla los requisitos 

que se deben satisfacer cuando se ejercitan acciones reales (artl 

culos del ~o. al 20), incluyendo las acciones que derivdn de he-­

chos posesorios. 

e) Exposición de los hechos. La característica del derecho 

de petición que dirige el actor al juez para que intervenga en el 

conflicto que tiene con el demandado, consiste en exponer al juez 

en forma clara y precisa los hechos que dieron origen a la contr2 

versia y de los que deriva el derecho material subjetivo que tra-· 

ta de hacer ·valer el demlndante ante los órganos jurisdicciona--­

les. Por ~llo la V del 255 establece que los hechos en que el ac­

tor funde su petición deben ser narrados en forma clara y precisa 
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y se exige que también se numeren los párrafos respectivos~ 

Esta Última exigencia aparentemente no tiene sentido, pero 

es de aplicación práctica porque beneficia al :demandado al pertni­

tirle referirse en su contestación a cada uno de los hechos aduci 

dos por el actor, confesándolos, negándolas o indicando aquellos 

que ignora por no ser propios, y beneficia al propio actor porque 
al ofrecer pruebas, en los términos del artículo 291, éstas deben 
relacionarse con cada una de los puntos de hecho aducidos por él. 

f) Fundamento de derecho y clase de acción. La fracción VI 

obliga al demandante a citar los preseptos legales que funde el 
derecho material que hace valer a trávés d~ la acción respectiva. 

Los romanos decían: "actio nihil aliud est nisi ius perse-­
guen di iudicio guod sibl debetur!. "es decir; la acci6n es el de­
recha de perseguir en juicio lo que se nos debe. 

En cuanto a la acción coincidimos con lo que manifiesta 
Hugo Rocco, ya que no concibe igualdad en el derecho de acción y 

el derecho material. Si fuese así no sería posible explicar de 

que manera el titular del derecho puede recurrir a la autoridad 
para después decir que estaba en un error, es decir, que no es 
titular de aquel derecho que habla afirmado como causa exclusiva 
de su acción. Además ni siquiera podría explicarse con la teoría 
de referencia la figura del demandddo, que, a semejanza del ac--­
tor, tiene derecho de pretender la prest.aci6n por parte- del Esta­

do, de su actividad jurisdiccional, sin mas diferencia que la de 
perseguir una declaración negativa, es decir la declaraci6n del 
juez de un derecho contrario al afirmado por el actor. D~ e~ta mil 

nera entendemos que si el derecho de acción y el d~rP.cho sustanti 
vo fuesen la misma cosa, ~n rigor lógico deberla ~orrespondcr Úni 

camente al verdadero titular del derecho material. AdP.más, esta 

concepción tiene el defecto de responder a un estadio definitiva­

mente desaparecido en la h~storia del dereclio~ En efecto, conce-­

bir el derecho de acci6n como un derecho contra el adversario, r~ 
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clama y supone el sistema de la defensa privada, en que el dere-­

cho de obrar contra el adversario debía ser el derecho material 
mismo. 

La clasificación de las acciones es útil aun cuando no es 
indispensable en un código, como el nuestro, que no es un tratado 

de dereCho. As{, podemos clasificar las acciones, atendiendo a 
los fines que se persiguen, en constitutivas, declarativas y de 
condena. 

l. Acciones constitutivas. El supuesto de la intervenci6n 

del juez en un litigio es, como hemos repetido, la existencia de 
un conflicto entre las partes contendientes. 

Ahora bien, cuando la soluci6n del conflicto a trav~s de la 
sentencia no s61o dirime la controversia sino que crea derechos 

nuevos, entonces tenemos acciones constitutivas. 

Por ejemplo, el individuo que demanda a su esposa el divor­
cio, está ejercitando una acci6n constitutiva porque a consecuer.­

cia de la sentencia que se pronuncie, se creará un nuevo estado 
civil. 

Antes de la sentencia eran casados; después de la sentencia 
dejaron de serlo y se constituye un nuevo estado civil, precisa-­
mente, a consecuencia de la sentencia. 

2. Acciones declarativas. El actor puede pedir al juez que 
en virtud de la sentencia declare a quien compete un derecho de-­

terminado. 

El derecho ya existe pero en virtud de la controversia es 
necesario declarar quien es su titular. por ejemplo: el poseedor 

de un predio dominante demanda al poseedor que contraría el graVA 
men, el reconocimiento de la servidumbre. 

En este caso, el derecho de servidumbre existe a favor del 
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actor; lo único que hace la sentencia es declarar la existencia 

de ese derecho preexistente. 

3. Acciones de condena. cuando se demanda el cumplimiento 
de una obligaci6n se tiende a obtener una sentencia que fija al 

deudor el monto de esa obligación. 

La obligaci6n ya existe: no se constituye a favor del actor 
y su declaraci6n s6lo es un presupuesto para que la sentencia or­

den~ al obligado a cumplir con su obligación contraída, en un pli!_ 
zo determinado! pero cuantificándola y dot&ndola de cjecutividad. 

Desde otro punto de vista, las acciones pueden dividirse 
atendiendo al derecho sustantivo en disputa. Así tenemos: 

Acciones reales. Cuando se controvierte la existencia de 

un derecho real. 

En esta categoría, caben las acciones: de reivindicaci6n, 

hipotecarias, confesorias, petici6n de herencia, etc. 

Acciones posesorias. Se entiende que la posesi6n es un he-­

cho protegido por el derecho. Por ello, caben dentro de esta cla­
sificaci6n los interdictos posesorios. 

1.21 

Acciones personales. Cuando lo que se reclama es el cumpli-­
miento de una obligaci6n personal, súrgen las acciones personales 
que pueden ser tantas como posibles obligaciones personales pue-­
dan catalogarse en el c6digo civil. 

Las acciones del estado civil. El status personae da origen 

a situaciones jur{dicas que exigen la intervenci6n de los 6rganos 
jurisdiccionales. En esta categoría podemos encontrar las accio-­

nes de nulidad de matrimonio, de reconocimiento de hijos, de di-­
vorcio, etc. 

Como se ve de la enumeraci6n de las acciones, lo que en re~ 



lidad se clasifica es la relaci6n que puede haber entre la insta!!. 

cia del actor y la sentencia que se dicte por el órgano jurisdic­

cional, tomando como punto de referencia el derecho sustantivo 

que·.se hace valer precisamente para saber cuándo el que pide a 

los tribunales que intervengan en la solución del conflicto, pue­

de Útilmente hacerlo. 

En lo que hace a los fundamentos de derecho diremos que en 

la práctica judicial no se hace argumcntaci611 jurídica en la de-­
manda sino que se menciona exclusivamente los preceptos legales 

del Código Civil o de Comercio, en su caso, de caracter sustanti­

vo y los preceptos legales de caracter adjetivo que funden el 

procedimiento por el que ha optado el actor. 

La Última parte de la fracci6n del artículo en comento en 

que se dice que "se procuren citar preceptos legales o principios 

jurídicos aplicables", es la forma que emplea el legislador para 

concordar este precepto con el artículo 2o. que establece que la 

acci6n procede en juicio aún cuando no se exprese su nombre con 

tal de que se determine con claridad la clase de prestaci6n que 

se exiga del demandado y el título o causa de la acción. 

Nuestro derecho exige la mención de los preceptos legales 

de los principios que sean aplicables al caso, para que surga con 

claridad el derecho material subjetivo que es el objeto del jui-­

cio y el cual resulta protegido por la acción respectiva. 

Debe hacerse notar la necesidad que el litigante tiene de 

escoger la vía y la naturaleza del juicio que promueve y esto, 

aUn cuando no lo dice el artículo 255, es un elemento esencial de 

toda demanda porque la actividad procesal del juez frente a una 

demanda es distinta cuando se trata de un juicio ordinario que de 

un ejecutivo. 

Es más, el juez no puede modificar la vía elegida por el a~ 

tor, pues si éste equivocadamente elige una vía y el juez acepta 

122 



su petición, la contraparte tiene derecho de recurrir el auto re~ 

· pectivo. 

Aun cuando el artículo 255 no lo dice es elemental que toda 

demanda debe contener los puntos petitorios que viene a ser la 
síntesis de las peticiones que se hacen al juez en relación con 
la admisión de la demanda y con el trámite que debe seguirse para 
la prosecuci6n del juicio. Una demanda sin puntos petitorios no 
tendría sentido jurldico. 

g} Efectos de la presentación de la demanda. Hemos visto que 

la demanda es la forma en la que se hace valer la acción y como 
tal se dirige ante el adversario a través del órgano jurisdiccio­
nal, y produce como consecuencia jurídica inmediata, la constitu­
ci6n del proceso, al señalar el principio de la instancia, como 
dice el artículo 258 y como, por otra parte, representa la oph·-­
nión subjetiva del actor que basado en el principio dispositivo, 

puntualiza el hecho que la origina (causa petendiJ, el demandado 
en contra del cual se pro!'Tlueve {pc>rson:w), y su objeto {petitum) 
que son los elementos de su individualidad, tambi~ri tiene el efe~ 
to de determinar el valor de las prestaciones exigidas, cuan~o no 

pueda referirse a otro tiempo, como dice el citado precepto. 

Est~s consecuencias de caracter puramente procesal no son 
las únicas, pués también se producen consecuencias de derecho ma­

terial como es la interrupción de la prescripción, que consigna 
también la norma invocada. 

Sin embargo, en la legislación poshtiva mexicana existe una 

antinomia entre el artículo 258 del código procesal y la fracción 
II del artículo 1168 dnl Código Civil que exige que Ja demanda 

sea notificada al deudor. 

Antes esta contradicci6n, la jurisprudencia ha sostenido que 

n1a presentación de la demanda interrumpe la prescripción porque 

después de que el actor hizo una manifestación de no dejar dormi­

do su derecho frente al deudor, no le es imputable la dilación de 
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hacer el emplazamiento, que es ya cuestión de la autoridad. 11 (pá­

gina 791 del Apéndice de jurisprudencia de 1917 a 1965, tercera 

sala.) 

Como nuestra ley adjetiva admite el desistimiento de la de-­

manda, que importa la pérdida de la instancia y el desistimiento 

de la acci6n y, en ambos casos vuelven al estado que tenían antes 
de la presentación de la demanda (art. 34 C.P.c.), en ambos casos 

ese desistimiento impide la interrupción de la prescripción. 

S. 2. 2. CONTESTACION. 

Estudiamos ya, en nuestra legislación positiva, los elemen-­

tos formales de la demanda, veamos ahora los requifiitos formales 

de la contestación de la demanda, tratando entre otros puntos, 

la reconvención, para distinguir su procedencia esta y la de las 

excepciones, por cuestiones especiales dentro del procedimiento. 

y para entender claramente en que momento queda establecida la li 
tia. 

El artículo 260 del Código de Procedlmient.os Civiles establg_ 

ce qu~ "el demandado rormular~ la contestaci6n en los términos 

prevenidos para la demanda." 

Cabe señalar antes de continuar. que P.l demandado tien~ un 

interés y una pretención válida frente al Estado para que éste le 

preste su actividad jurisdiccional, por lo cual su situación pro­

cesal es identica juridiccional, por lo cual su situación proce-­

sal es identica jurídicamente hablando, a la del actor. 

En el propio artículo 260 se establece que la reconvención 

debe hacerse valer precisamente en el mismo eRcrito P.n que se cOQ 

testa la demanda. 

Tanto las excepciones como la reconvención se deciden en la 

misma sentencia. 

124 



Debe hacerse notar que la for~a de la reconvencióñ debe sa-­

tisfacer todoR y cada uno de los r~quisito~ que fija el artículo 

255 para la formulación de la demanda, pués se trata de una ver-­

dadera demanda (articulo 272). 

El artículo 272 repite la obliqación que tiene el demandado 

de oponer la reconvención "o compensación" precisamente al cante§. 

tar la demanda y nunca después. Debe hacerse notar que no son si­

nónimos los t~rminos reconvenci611 y compnnsaci6n, puesto que ~sta 

61tima es un modo de extinguir obligaciones cua11do dos personas 

reunen la calidad de deudores y acreedores recíprocamente y por 

su propio derecho, como dice el artículo 2185 del Código Civil. 

Como el efecto de la compensación es extinguir las dos deu-­

das haeta el importe de la menor, el medio jurídico de hacerla v~ 

ler en juicio, es también la reconvcnci6n. 

a) Excepciones. Existen dos clases de excepciones; las de 

derecho sustantivo y las procesales. 

Las de derecho sustantivo no admiten clasificaci6n legal 

pu~s son tantas como derechos puedan existir, as{ como co11trader2 

chas, por lo cual la situaci6n de hecho o de derecho planteada 

por el actor en su demanda puede dar lugar a tantas excepciones 

de fondo cono posibles impugnaciones a esos puntos de hecho o de 

derecho puedan existir. 

b) Excepciones de caracter procesal. Iniciaremos con la !al­

ta de personalidad, por tratarse de un presupuesto proc~sal. 

La falta de personalidad se basa en un presupuesto procesal 

no satisfecho, esto permite al juez, de oficio y antes de dar en­

trada a la demanda, estudiar la personalidad, es decir, la repre­

sentación que ostente la parte en sentirlo formal. Igualmente en 

aquellos casos en que sea manifiesta la falta de capacidad proce­

sal, es decir, que comparezca a juicio un menor de edad, sin la 
concurrencia del tutor, puede de oficio negarse a dar curso a la 
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demanda. 

Si el juez, no obstante la falta de personalidad o de capac! 

dad del actor, no la hace valer de oficio, es materia de excep--­
ci6n y de una excepci6n que tiene una tramitaci6n especial, pues­
to que debe tramitarse como incidente. 

El de•andado debe hacer valer esta excepcl6n al momento de 
contestar la demand11 se ordena dar vista a la parte contraria PA 
ra que conteste lo que a su derecho corresponda1 sino se ofrecen 

pruebas, el juez dicta re•oluc16n dentro de los tres días, si se 
ofrecen pruebo•, ae debe •eft1lar dfa y hora para la celebraci6n 

\:te una audienc1a en la que ae reclb.an 1111 pruebas ofrecidas, se 

oig•n 1legatos y se dicte resoluci6n. 

Se dice que eat1 excepct6n toraa •artfculo de previo y espe­
cial pronuncla•iento•, porque queda en •uspenao el juicio en lo 
principal, es dectr, el probleaa •ubatancial •ateria del procedi­
•lento no •• reauelve a tr1v6s de este incidente ni contlnda su 
tra•it1ct6n1 a61o ae re•uelve el problema relativo a 11 talta de 
per•on1lidad o de cap1cidad del actor. 

Si se declara infundada la excepci6n de falta de peraonali-­
dad, aeguir& el jutcto au curso. 

La inco•petencla del juez la hace valer 'ate cuando se eati­
•• lncoapetente, inhibl,ndosa del conocimiento del negocio y, 1n­
t8a de dar entrada a la demanda, y 11 no lo hace, al quedar firme 
•u re1oluct6n, a6lo da origen esa lncoapetencta a la• dos excep-­
clonea a trav'e de las cuales puede promoverse, siendo estas la 

declinatoria y la inhibitoria. 

La declinatoria la promueve el demandado ante el juez que lo 

emplaz61 por tanto, debe contestar la demanda oponiéndo la excop­

c16n de incompetencia, pero a la vez formulando su contestaci6n 

~n cuanto al fondo. El Juez que recibe el escrito en que se pro-­
mueve la declinatoria de jurisdicci6n no resuelve si procede o no 
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procede dicha excepción sino que se limita, en virtud del artícu­
lo 168, a suspender sus procedimientos, bajo pena de nulidad y de 

responsabilidad por los dafios y perjuicios originados a las par-­
tes (artículo 169). 
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En otras palabras, el juez del conocimiento suspende inme-­

diatamente la tramitaci6n del juicio y remite los autos a su aup~ 
rlor, emplazando a los lnteresados para que comparezcan ante 'ste1 

al emplazar a los interesados debe dar vista a la parte actora 
con ei escrito en que ae promueva la declinatoria, para que pue­
da coaparecer a la audiencia citada, en viata de que la palabra 
emplazar significa en eate caso dejar la copla • diapoalcl6n de 
la contraparte. 

La inhibitoria de la jurladlcci6n se inicia ante el juez 
que •• considere coapetente, pldi¿ndole que dirija oficio al que 
•e eatiaa no 1erla para que ae inhiba y reaita tos autos. 

Al promoverse la inhibitoria, el litigante se dirige a un 
juez que no lo ha eaplazado, pero que 'l conaldera competente. 

Dada la categórica atirmaci6n del artículo 260, al oponer 
la inhibitoria el litigante le pide al juez qua ae avoque al cong 
cimiento de un negocio al que se le emplaz6 y debe en este caao 
contestar la deeanda en cuanto al tondo; el juez al que ae dirige 
el litigante mandará librar el oficio que solicite el litigante 
requiriendo al juez que esti•e incompetencia para que ae abstenga 
de conocer del negocio y remita desde luego las actuaciones res-­

pectiva1 al superior. 

El tribunal superior resolver& en una audiencia, con cita-­
ci6n de las partes, las que pueden rendir pruebas y alegatos so-­
bre qu6 juez es el competente. Al Ministerio Público sólo se le 
oye cuando se afectan derechos de familia~ 

Las excepciones de incompetencia no pueden promoverse en 

forma sucesiva, pués el que optó por la declinatoria no puede 



abandonarla para recurrir a la inhibitoria y viceversa (articulo 
167). 

e) Otras excepciones de previo y especial pronunciamiento. 

Se tramitan también como de previo y especial pronunciamiento las 
excepciones de litispendencia y conexidad, distinguiéndose en lo 
siguiente: en ambos casos, se trata de la existencia de dos jui-­

cios; pero en litispendencia es el mismo negocio el que se objeta 
de ambos juicios. 

En cambio en la conexidad no es el mismo juicio sino seme-­
jante por la identidad de las personas y de las acciones, aunque 

se trate de cosas distintas o cuando las acciones provengan de 
una misma causa. 

Una vez que se han promovido cualquiera de estas dos excep­

ciones, de acuerdo a los lineamientos establecidos para ambas, se 

procederá a darles curso, para lo cual los autos del segundo jui­
cio se remitirán al juez que primeramente conoci6 del negocio, si 
es que se promovi6 litispendencia; y si lo que se promovió es co­

nexidad de la causa, entonces se mandan del expediente mas recicn 
te al mas antiguo, para que se sigan ante el juez que conoci6 del 
primero y aún cuando se tramiten por separado, se resuelven en 
una misma sentencia, con objeto de evitar sentencias contradicto­
rias. 

d) Excepciones que no son de previo y especial pronuncia--­
miento. Respecto a las otras excepciones dilatorias que no son de 
previo y especial pronunciamiento, debe tener en cuenta el promo­
vente, lo dispuesto por el artículo 264 que permite al juez tener 
por opuestas esas excepciones, tramitar el juicio y al resolver 

en la sentencia definitiva tos problemas planteados, empezar por 
las dilatorias opuestas que no fueron de previo y especial pronun 

ciamiento; en la sentencia el juaz estudiará esas excepciones di­

latorias; si las encuentra procedentes, terminará ah{ el juicio y 

no se enterará al fondo del problema, en caso contrario, se resol 

verá el problema, en lo principal. 
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e) Excepciones supervenientes. Cuando se tienen noticias de 

la existencia de una excepción con posterioridad al momPnto en 

que se contest6 la demanda, pero antes de la sentencia y tres 

días despuis de que la conoci6 el demandado, debe hacerla valer; 

el juez ordena que se tramite u~ incidente, al tenor del artículo 

273, es decir, ordenará que se corra traslado de la solicitud del 

demandado al actor: éste contestará lo que a su derecho competa. 

Si cualquiera de las partes pro~ueve prueba, debe señalarse la 

audiencia a que se refiere el artículo 88, en ella se rendirán 

las pruebas que deberán versar solar.iente del hecho del conocimie.Q. 

to de la excepci6n con posterioridad al momento de hacerla valer 

y de que se prornovi6 precisamente dentro del ter~er d{a de que se 

conoci6. Se oirán los alegatos. Pero el juez reservará para la 

sentencia definitiva, si admite o no la excepción. 

5. 2. J. AUDIENCIA CONCILIATORIA. 

La audiencia conciliatoria ha sido una innovaci6n dentro 

del procedimiento civil que viene a tratar de arruglar la contro­

versia en un momento previo al estudio de rondo de la sltuaci6n 

que se debate, con el fin de que existe un arreglo entre las par­

tes antes de que se exite al órgano jurisdiccional civil. 

El artículo 272 "A" del Código de Procedimientos Civiles 
del Distrito Federal dice textualmente en su primer párrafo: 

"Una vez contestada la demanda y, en sJ 
caso, la reconvenci6n el juez sefialar~ de inme 

di~to fecha y hora para la celebraci6n de una 

audiencia previa y de conciliación dentro de 

los diez d!as siguientes, dando vista a la pa~ 

te que corresponda con las excepciones que so 

hubieren opuesto en su contra, por el término 

de tres días." 

Esta parte del artículo que menciona~os aclara sin lugar a 
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dudas la finalidad de dicha audiencia, puesto que ahí mismo se 
menciona audiencia previa y de conciliación, dándole por tal rnot! 
vo ese caracter. 

El segundo párrafo del mencionado artículo s6lo sanciona el 
que no se concurra a esta audiencia, imponiéndose una multa pncu­
niaria a aquel que no comparezca sin justa causa a la misma. Lo 
anterior es complementado con la Última parte del mismo art{cu10, 
ya que en ambos párrafos, al final se otorgan facultades al juzg~ 
dor para depurar al procedimiento. 

Por lo que hace a1 tercer párrafo del artículo en estudio, 
podemos decir que es en donde se encuentra materialmente el sen-­
tir del juzgador, al decir~ 

"Si asistieren las dos partes, el juez 

examinará las cuestiones relatlvas a la legl~ 
timaci6n procesal y luego se procederá a pr2 
curar la conciliación que estará a cargo del 

conciliador adscrito al juzgado. El concili~ 
dor preparará y propondrá a las partes, al-­

ternativas de soluci6n al litigio. Si los in 
teresados llegan a un convenio, el juez lo 

aprobará de plano si procede legalmente y dl 
cho pacto tendrá fuerza de cosa juzgada . 11 

De lo anterior se entiende claramente la voluntad del Legi~ 
lador de procurar un arreglo de las partes a través del juzgador, 
antes de cualquier intervención del Estado ejerciendo sus racult~ 
des de ejacución. 

Se dice que esta etapa procesal ha sido incursionada y agrQ 
gada dentro del Procedimiento que regula nuestro C6digo de Proce­
dimientos Civiles con el objetivo primordial de lo !!amado comun­
rnente economía procesal. 

En la práctica suele suceder que la gran mayoría de las co~ 
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troversias que se som~ten al fuero de los Tribunales existentes -

en nuestra capital, no se arreglan en la etapa de la audiencia 

previa y de conciliación, en razón de que cuando las partes soli­

citan la intervención del Estado para diri~ir sus controversias, 

es porque previamente no existió ninqún arreglo sin la necesidad 

de la intervenci6n del Estado. 

5. 2. 4. OFRECIMIENTO, AOM!SION Y DESAHOGO DE PRUEBAS. 

El procedimiento probatorio está constitufdo por los actos 

procesales a través de los cuales se desarrolla la etapa probato­

ria. Estos actos son, básicamente las siguientes: l} el oíreci--­

miento o propasici6n de las pruebas por las partes; 2) la admi--­

sión o el rechazo, por parte del juzgador, de los medios de prue­

bas ofrecidos; 3) el desahogo o ejecución de los medios de prueba 

que hayan sido ofrecidos, admitidos y preparados. Al pronunciar 

la sentencia definitivaf el juzgador realiza la operaci6n con la 

cual culmina el procedi~iP.nto probatorio. 

Todos estos actos se encuentran vinculados por su finalidad 

probatoria. A continuación estudiaremos cada uno de los actos men 
clonados anterio~~entc. 

Ofrecimiento de Pruebas. Con el plazo que se concede a las 
partes para ofrecer o proponer los medios de prueha que consid~-­

ren adecuados a fin de probar los hechos discutidos y discutibles, 

se inicia la etapa probatoria. 

El plazo de ofrecimiento de pru~bas es de diez días, que 

empiezan a contarse a pa~tir de la notificación del auto que tuvo 

por contestada la demanda o la reconvención, en su caso (artículo 

290). También con la declaraci6n de rebeldía, en el supuesto de 

que el demandado no comparezca a contestar la demanda, se inicia 

el plazo de ofrecimiento de prueba (artículo 271}. 

Cada parte debe ofrecer sus pruebas en un escrito, en el 
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cual se especifique cada uno de los medios propuestos como prueba 

y, se relacionen en forma precisa con cada uno de los hechos con­
trovertidos. (articulo 291) 

Por regla, todos los medios de prueba deben ser ofrecidos 
durante este periodo, con la salvedad de los documentos que se h.,! 
yan acompañado a la demanda o la contestaci6n que no necesitan 
ser ofrecidos nuevamente (articulo 296) y de la prueba confesio-­
nal, que puede ofrecerse desde que se abra el plazo de ofrecimien 
to de pruebas hasta antes de la audiencia, siempre que la prueba 
se ofrezca con la debida oportunidad, de manera que permita su 
preparaci6n. 

Admisi6n. De acuerdo con el artículo 298, al d{a siguiente 
en que termine el periodo de ofrecimiento de pruebas, el juez de­
be dictar una resoluci6n en la cual determina las pruebas que se 
admiten sobre cada hecho, pudiendo limitar prudencialmente el nú­
mero de loe testigos. Según el mismo artículo, "no se admitirán 
diligencias de prueba contra derecho, contra la moral o sobre he­
chos que no hayan sido controvertidos por las partes, sobre he--­
choe imposibles o notoriamente inverosímiles ..• " 

En la prácticil procesal, el juez no dicta el auto de admi-­
si6n de pruebas en el tiempo señalado por el artículo citada. 
Primero, como respuesta a los escritos de ofrecimientos de las 
pruebas de cada parte, el juez dicta resoluciones en las que s610 
"tiene por ofrecidas" las pruebas. Posteriormente, a petici6n de 
una de las partes o de ambas, el juez resuelve sobre la admisi6n 
de las pruebas ofrecidas y señala el día y hora para la celabra­
ci6n de la audiencia de pruebas y alegatos, la cual debe llevarse 
a cabo, por regla, dentro de los treinta d{as siguientes a la admi 

s16n. (act!culo 299) 

Cuando las pruebas ofrecidas deban practicarse fuera del 
Distrito Federal, se recibirán en un plazo de 60 días, o, fuera· 

del pa{s, en un plazo de 90 días; en ambos casos, la solicitud de 

ampliact6n de plazo debo reunir los requisitoR que señala el art!-
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culo 300. 

Al admitir las pruebas, el juez debe considerar su pertinerr 

cia, es decir, su relación con el objeto de la prueba ~los hechos 

discutidos y discutibles-: y su idoneidad, esto es, su aptitud p~ 

ra probar esos hechos. Por ejemplo, no resultaría idóneo un testl 

monio para probar la celebración de un matrimonio civil; o una 
inspección judici~l para probar los defectos técnicos de una con~ 
trucción. En el primer caso el medio de prueba adecuado ser{a la 

copia certificada del acta de matrimonio (documento público) y, 
en el segundo, un dictamen pericial. 

Lo que no resulta muy explicable del citado artículo 298 es 

la alusión a las "pruebas contra derecho" y "contra la moral". 

¿Cuáles son esas pruebas? Si el artículo 289 reconoce en nueve 
fracciones los diversos medios de prueba que en ellas se enuncian, 

y en la f racci6n X agrega que también son medios de prueba todos 
los "demás medios que produzcan convicción en el juzgador", ¿es 
posible que haya medios de prueba "contra derecho'• y "contra la 

moral"?; ¿cuál de todas las morales"? 

Desahogo o Ejecuci6n de las pruebas. De acuerdo con el art1 

culo 299, la recepción y desahogo de las pruehas s6lo puede lle-­
varse a cabo en forma oral, a través de una audiencia, a la que 
debe citarse a las partes en el auto de admisión de las pruebas, 
y la cual debe verificarse dentro de los treinta días siguientes, 

salvo los casos de ampliación de plazo previstos en el artículo 
300, para cuando haya pruebas que practicar fuet"a del Distrito F!!, 
deral (60 días) o del país (90 días). 

La audiencia debe celehrarse con las pruebas que estén pre­
para~as, dejándose a salvo el derecho de que designe nuevo d{a y 

hora para recibir las pendientes, para lo cual se debo señalar 

1a fecha de continuación de la audiencia, la que debe realizarRc 

dentro de lcis quince días siguientes. En esta segunda fecha, no 

hay que seguir el orden establecido por el artículo 289. 



Constituldo el Tribunal en audiencia pública el día y la h2 

ra señalados al efecto, serán llamadas por el secretario las par­

tes, los peritos, testigos y demás personas que deban intervenir 

y se determinará quiénes deben permanecer en el salón, quiénes en 
lugar separado para ser introducidos en su oportunidad~ y quiénes 
deben ser inmediatamente citados o tra{dos para que concurran a 
la diligencia, si no se hallaren prPsentes. La audiencia se cele­

brar& concurren o no las partes y est~n o no presentes los testi­
gos y peritos y los abogados. (artículo 387} 

El secretario o el relator qué el juez designare, referirá 
oralmente la demanda y la contestación. A continuaci6n, se proce­
derá a la recepción de las pruebas, en el orden fijado en el artf 
culo 209. Las que no hayan sido preparadas, SP dejarán pendientes 

para la continuact6n de la audiencia. (artículo 388) 

De esta audiencla, en la que también se formulan los alega­
tos (artículo 393), el secretario debe levantar acta circunstan-­
ciada. (artículo 397) 

El juzgador se encuentra facultado para dirigir los debates 

previniendo a las partes se concreten exc1usivamonte a los puntos 
controvertidos. evitando disgresiones. Deben procurar la continu~ 
ci6n dal procedimiento, evltando que la audiencia se interrumpa o 

suspenda, y respetar la igualdad entre las partes. La audiencia 
debe ser pública, salva los casos de divorcio, nulidad de rnatrinQ 
nio y "los damás que ha juicio del Tribunal convengan que sea1\ sg 
cretash (artículos 395 y 3981 en relaci6n con el 59). 

El desahogo materialmente hablando, de las pruebas que se 
mencionan dentro del Código d~ Procedimientos Civiles, es prácti­

camente igual al des~hogo de las pruebas dentro del procedimiento 
laboral, es por ello que se hablará más específicamente de ellos, 
al referirse a las somejanz~s de ambos procedimientos. 

5. 2. 5. ALEGATOS. 

Los alegatos son las argumentaciones que formulan las par--
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tes una vez realizadas las fases previas a los alegatos, con el -

fin de tratar de demostrar al juzgador que las pruebas practica-­

das han confirmado los hechos afirmados y que son aplicables los 

fundamentos de derecho aducidos por cada uno de ellas, por lo 

cual, aquél deberá acoger sus respectivas pretensiones y excepciQ 

nos al pronunciar la sentencia definitiva. 

Couturo define los alegatos "de bien probado", como ante--­

riormnnte se les designaba, como el "escrito de conclusi6n que el 

actor y demandado presentan luego de producida la prueba de lo 

principal, en el cual exponen las razones de he'cho y de derecho 

que abonan sus respectivas conclusiones". (l} 

El autor limita su concepto a la forma escrita de los aleg~ 

tos. Por su parte, Becerra Bautista expresa que los alogatos "son 

las argumentaciones jurídicas tendientes a demostrar al tribunal 

la aplicabilidad de la norma abstracta al caso controvertido, con 

base en las pruebas aportadas por las partes". (2) 

Es claro que el acto procesal de los alegatos, al igual que 

la demanda, la contestac·ión de la demanda, el ofrecimiento, la 

preparaci6n y el suministro de los medios de prueba, constituye 

una carga procesal, un "imperativo del propio interés" y no una 

obllgaci6n. 

Los alegatos deben contener, en primer término, una relación 

breve y precisa de los hechos controvertidos y un análisis deta-­

llado de las pruebas aportadas para probarlos. Con esta relación 

de hechos y análisis de prueba generalmente se trata de demostrar 

al juzgador, por un lado, que con los medios de prueba suministr~ 

dos por las partes que formulan los alegatos, quedaron debidamen­

te probados los hechos afirmados por estoa en la rase expositiv~ 

(por lo regular en la demanda o en la contestación de la demanda) 

y, por otro lado, que los medios de prueba promovidos por la par­

te contraria, resultaron inadecuados, insuficientes o carentes de 

fuerza probatoria para confirmar los hechos afirmados por dicha 

contraparte. 
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En segundo término, en los alegatos las partes también de-­

ben intentar demostrar la aplicabilidad de los preceptos jurídi-­

coe invocados a los hechos afirmados, y, en su opinión, probados. 

Aquí se trata de formular observaciones sobre la interpretaci6n 
de las normas jurídicas. 
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En tercer término, en los alegatoa las partes concluyen que, 
tomando en cuenta que los hechos afirmados se han probado y se ha 

demostrado la aplicabilidad de los fundamentos de derecho aduci-­

dos, el juez debe resolver en sentido favorable a sus respectivas 
pretensiones o excepciones. 

Los alegatos pueden ser en forma oral o en forma escrita. 
Si se hacen en forma oral tendrán que formularse en la misma au-­
diencia de pruebas, una vez concluida la recepción de éstas. Con 

este fin, primero se debe conceder el uso de la palabra al actor 
o a su apoderado y después al demandado o a su apoderado, hasta 
por dos ocasiones, cada una de las cuales no debe11 exceder de un 
cuarto de hora de duraci6n. El Ministerio Público también debe 

alegar en los caeos en que intervenga. Las partes deben procurar 
la mayor brevedad y concisi6n y el juzgado debe dirigir los deba­

tes, previniendo a aquéllas para que se concreten a los puntos 
controvertidos, evitando disgresiones (artículo 393 y 395). 

Aunque se prohíbe la práctica de di~tar los alegatos a la 
hora de la audiencia, sin embargo se prevé también que en el acta 
que se levante de ésta se deben hacer constar las conclusiones de 
las partes (artículo 394 y 397). No obstante, en la práctica se 
acostumbra asentar en el acta s610 que "las partes alegaron lo 
que a su derecho convino", sin que especifiquen cuáles fueron en 

concreto las conclusiones. 

Los alegatos escritos, antes de la reforma de 1973 al Códi­

go de Procedimientos Civiles, se concedía a las partes un plazo 
común de cinco d{as para que presentaran sus alegatos por escri-­

to. A partir de la citada reforma, el artículo 394 estableci6 que 
los alegatos debían ser orales, aunque también perrnite que las 



partes presenten "sus conclusiones por escrito", sin que especifi 

que el momento procesal oportuno en que deban hacerlo. En reali-­

dad, este precepto permite a las partes presentar, ante la inefi­

cacia o inutilidad de los alegatos orales, verdaderos alegatos e~ 
critos, bajo el nombre de •conclusiones", el cual es empleado por 
otras legislaciones para designar precisamente a los alegatos. 

Sin embargo, como el C6digo de Procedimientos Civiles del Distri­
to federal, no establece un plazo o un término preciso para la 
presentaci6n de las "conclusiones", éstas tienen que ser present~ 

das al terminar la audiencia de pruebas y alegatos, lo cual resu1 
ta difícil desde un punto de vista práctico, por la falta de opor. 
tunldad razonable para prepararla, con base en los resultados de 

la audiencia. 

A pesar de su escasa utilización en la práctica procesal 
~exicana, los alegatos pueden resultar de gran utilidad para pro­
porcionar al juzgador una versión breve y concisa del litigio 
suministrarte razones jurídicas que apoyen las pretensiones o las 

excepciones de la parte que alegue. 

5. 2. 6. SENTENCIA. 

Couture distingue dos significados de la palabra sentencia: 
como acto jurídico procesal y como documento. En el primer casa 
la sentencia es el acto procesal "que emana de los agentes de la 
jurlsdicci6n y mediante el cual deciden la causa o punto sometido 

a su conocimiento". A su ve~. corno documento, "la sentencia es la 
pieza escrita, emanada del tribunal, que contiene el texto de la 
decisl6n emitida". (3) 

La terminación normal del proceso conduce al juzgador a pr,E_ 
nunciar la sentencia sobre el litigio sometido a proceso. Una vez 

que las partes han formulado sus pretensiones y, en su caso, sus 
negaciones Y excepciones (en la tase expositiva); que han sumini~ 

trado los medios que consideraron pertinentes para verificar {en 

la fase probatoria) los hechos sobre los cauales trataron de fun-
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dar sus respectivas actitudes; y que formularon sus conclusiones 

(en la fase de alegatos), corresponde al juzgador, ahora, expre­

sar en la sentencia su decisión sobre el conflicto. 

Por Último pasaremos directamente a definir y explicar las 

partes en que se compone una sentencia. 

Las sentencias definitivas se formularán expresando: 

lº El lugar, fecha y juez o tribunal que las pronuncie; los 

nombres, domicilio y profesi6n de las partes contendientes, y el 

carácter con que litiguen, los nombres de sus abogados y procura­

dores, y el objeto del pleito. 

20 En pArrafos separados, que principiarán con la palabra 

resultando, se consignarán con claridad, y con la mayor concisl6n 

posible, las pretensiones de las partes y los hechos en que las 

funden, que hubieren sido alegados oportunamente y que estén enlA 

zados con las cuestiones que hayan de rP.solverse. En el Último ~~ 

sultando se consignarán si se han observado las prescripcione& 1~ 

gales en la substanciaci6n del juicio, expresándose en su caso 

los defectos u omisiones que se hubieran cometido. 

32 También en párrafos separados, que principiarán con la 

palabra considerando, se apreciarán los puntos de derecho fijados 

por las partes, dando las rJzoncs y fundamento~ legales que se e~ 

timen procedentes para el fallo que haya de dictarse, y citando 

las leyes o doctrinas que se consideren aplicables al caso. 

Si en la substanciación del juicio se hubieren cometido de­

fectos u omisiones, que merezcan correción, se apreciarán en el 

Último considerando, exponiendo en su caso, la docLrina que con-­
duzca a la recta inteligencia }' aplicación de esta Ley. 

40 Se pronunciará, por Último, el fallo en los términos pre 

venidos en los artículos 359 y 360 (con claridad y precisi6n y de 

manera congruente, y fijando las cantidades líquidas que, en su 
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caso, deban cubrirse, o las bases para su liquidaci6n, haciendo -

también, en su caso, tas prevenciones necesarias para corregir 

las fallas que se hubieren cometido en el procedimiento. 



l.- Eduardo J. Couture. FUNDAMENTOS DEL DERECHO PROCESAL CIVIL. 
Tercera Edición de 1950, reimpresión inalterada, México 1972. 

Página 90. 

2.- Miguel Becerra Bautista. EL PROCESO CIVIL EN HEXICO. Duodéci­
ma edición. Editorial PorrGa.·Héxico D.F., 1906. Página 151. 

3.- Op. Cit. couture. Página 277. 
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CAPITULO 6. 

SEMEJANZAS. 

6 .1 EN'fRE EL DERECHO LABORAL Y EL DERECHO COMUN. 
6.2 ENTRE EL PROCEDIMIENTO DE AMBOS. 

6.3 BREVE EXPOSICION DE UN CASO PRACTICO. 



6. SEMEJANZAS. 

6, l. ENTRE EL DERECHO LABORAL Y El. DERECHO COHUN. 

Los anteriores capítulos han tratado un antecedente, por d~ 
cirlo as!, del tema central a tratar en el presente trabajo, por 

lo que propiamente este cap{tulo reviste gran importancia al to-­
car plenamente el tema deseado como objetivo final, esto, claro 
está, sin restarle la debida importancia a los demás capítulos 
que ya han sido tratados. 

Iniciaremos por identificar el objeto del derecho del trab~ 
jo, comentando la generalidad de la doctrina, nacional y extranj~ 

ra, as! como nuestra propia tegislaci6n laboral vigente, que coin 

clden en delimitar el campo de nuestra disciplina a un solo aspes 

to del trabajo: el subordinado, independientemente de que por su 
carácter expansivo, pueda abarcar en lo sucesivo nuevos ámbitos. 

Obteniendo la idea de que en la actualidad, exclusivamente 
se contempla el trabajo subordinado, que además debe ser personal 
desprendiéndose as{ del texto de la ley¡ específicamente el artí­
culo e, primer pSrraro, que indica: "Trabajador es la persona fí­

sica que presta a otra, física o moral, un trabajo personal subo~ 
di nado". 

Además de estos dos elementos, Nestor de Buén agrega uno 
más, la remuneraci6n, considerándola concepto central del derecho 
del trabajo a tal grado que afirma que si el trabajo no ce remuns 
rada -si no conlleva el pago de una cantidad de dinero-, no habrá 
relaci6n regida por el derecho laboral (1). 

De acuerdo a los pensamientos que sostenemos basados en los 
conocimientos adquiridos en la práctica, podemos coincidir con a! 

gunos otros juristas al entender que la relación jurídica nace 

por el hecho de la prestaci6n del trabajo personal euhotdinado1 

por lo tanto, para su existencia ea suficiente la p~esencia de 
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un trabajador y un patrón, y el inicio de la prestación de un tr~ 

bajo, aunque no se hayan determinado la forma y el monto de pago 

del salario. De lo que deducimos que en teoría el salario es un 

elemento constitutivo de la relaci6n, en la práctica aparece corno 
una consecuencia lógica y necesaria de la misma. 

Para conclu{r, se puede afirmar que el derecho del trabajo 

tiene como objeto el trabajo personal subordinado. 

Por otro lado tenemos que el objeto del derecho común no va 

enfocado directamente a una determinada elit de la población en 

nuestro pa{s, como 10 es el de trabajo -patrones y traliajadores 

sino que abarca una gran gama de situaciones que se pueden presen 
tar entre todos los que integran la sociedad en México, es por 

ello que existen estrechas vinculaciones entre el derecho del Tr~ 

bajo y el derecho común. 

Desde antaño se ha pretendido, y evidentementn que se ha lQ 

grado, elaborar autónomam~nte la sistemática de las otras ramas 

del derecho, esa autonomía es relativa, porque, quiérase o no, tQ 

das absolutamente todas, tienen que reconocer la influencia del 

derecho civil sobre ellas. 

Una prueba evidente de este aserto la constituye la circun~ 

tanela de que ninguna de esas ramas escapa ni puede escapar, por 
mínimo que se suponga el contacto, a una de las teorías de la más 

pura prosapia civilista, de las obligaciones, ya que dicha lcor{a 

gira en torno a uno de los conceptos fundamentales del d~rccno, 

el del deber jurídico, sin el cual no es posible siquiera conce-­

bir la existecia misma de ninguna de tales ramas. 

Lo mismo podemos decir en cuanto a la teoría de los hechos, 

actos y negocios jurídicos, pues aunque ~stos no son, como el de­

ber jurídico u obligación, conceptos fundamentales del derecho, 

son sin emb~rgo y en Última instancia, los únicos medios por los 

cuales se realiza el supuesto jurídico -otro concepto fundamental 

del derecho, sin el cual tampoco puede existir ninguna rama de 
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éste como el del trabajo- y, así mismo nadie se atrevería a negar 

el también indiscutible linaje civilista de tal teoría. 

Otra demostración más: los que ahora conocemos coma proble­

mas de la técnica jurídica de aplicación (vigencia, interpreta--­

ci6n, retroactividad, etc.) y que son comunes a todas las ramas 

del derecho -he aquí la influencia del civil sobre el del traba-­

jo, ya que son también del mismo abolengo privatista. 

Y qué decir de las teorías específicas, también de indiscu­

tibles orígenes civilistas, relativas a la inexistencia y a las 

nulidades, a la rescisi6n, a la voluntad, a los vicios de ésta, 

al término, a la con1ición, a la prescripción, etc., de las que, 

si no de todas, por lo menos de algunas, tampoco escapa la rama 

del derecho del trabajo. 

6. 2. ENTRE EL PROCEDIMIENTO DE AHBOS. 

Una vez estudiado la semejanza entre el derecho laboral y 

el derecho común, en cuanto al fondo, pasaremos a las semejanzas 

del procedimiento de ambos, que se puede decir de entrada, que es 

prácticamente todo igual. 

En cuanto a la demanda, que es el escrito con el que inicia 

todo procedimiento, encontramos que los requisitos exigidos para 

ambas demandas son los mismos, ya que aún cuando no se diga expr~ 

samente en los ordenamientos que las rigen, las dos se componen 

de rubro, proemio, nombre del juicio que se promueve; así como la 

vía, los hechos sucintamente narrados, los puntos de derecho o 

fundamentos jurídicos, y los puntos petitorios. 

Entendemos que en ambos procedimientos la demanda es la que 

por una parte fija la litis, y a~n cuando para la elaboraci6n de 

ambas en la.vida práctica, no intervengan los mismos usos y cos­

tumbres, es innegable; que para la formulación de éstas, se si--­

guen los mismos procedimientos, tecnicismos, f6rmulas y etapas; 
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entendiéndose a esta Última característiCa, como los requisitos -

-enumerados anteriormente. 

El que la demanda contenga prácticamente todo tipo de seme­

janzas entre los procedimientos en estudio, implica en mucho que 

el procedimiento que las rige sea bastante parecido, ya que la -­

contestaci6n a la misma conlleva una forma igual en cuanto a su 

elaboración en lo que hace a la rama del trabajo y la del derecho 

común. 

La contestación a la demanda, señala el C6digo de Procedi-­

mientos Civiles en su artículo 256, debe formularse en los mismos 

t~rmlnos usados para la demanda en cuanto a su elaboraci6n, en la 

materia del trabajo, en consecuencia y como se menciona en la Ley 

correspondiente, también debe ser formulada la contestaci6n en 

forma paralela a la demanda. 

El procedimiento que les sigue a la demanda y su contesta-­

ci6n, en las procedimientos en estudio, se contempla una tenue 

dispersión, ya que en la práctica casi todos los juicios labora-­

les que se ventilan ante la presencia de la Junta de Concitlaci6n 

y Arbitraje, ya sea local o federal, se solucionan en la primer 

audiencia, la llamada audiencia de conciliaci6n. situaci6n que no 

sucede en los:Juicios del orden cornón, incluso se podría decir. 

que es todo lo contrario a lo quP. acontece en materia laboral. 
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De lo anterior podemos apreciar la tenu~ dispersión de l~ 
que se hablaba en lineas anteriores, en razón de que por lo que 

hace a ta audiencia do pruebas y alegatos, en la que se desahogan 

las pruebas ofrecidas praviamante y admitidas por el 6rgano ju~i~ 

diccional; así como la citación <le alegatos y sentencia o laudo, 

según del procedimiento de que se hable, son iguales y se rigen 

por requisitos bastante parecidos. 

En cuanto a los términos que existen para ambos proccdimlell 

tos, podemos decir que son iguales si se atiende a la esencia del 
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mismo procedimiento, y ligeramente diferentes en cuanto al tiempo 

de los mismos en comparación con ambos sistemas de proceder. 

Un ejemplo de lo anterior es el término para contestar la 

demanda, que no son los mismos días concedidos para tal fin en la 

rama laboral y la rama común, en lo que procedimientos ordinarios 

se refiere, pero existe el mismo término para contestar la deman­

da tanto en materia laboral como en materia común. 

Otro ejemplo que podríamcs citar, es el que existe para el 

ofrecimiento de pruebas¡ en materia civil, el artículo 290 del 

c6digo adjetivo de la ~ateria, sefiala diez días para tal ·fin, 

miemtras que en materia laboral.si bien es cierto que no se seña­

la un número determinado de días, como sucede con la contestaci6n 

de la demanda: también es cierto que al momento de la audiencia 

única, específicamente en la etapa de ofrecimiento de pruebas, se 

encuentra el momento en que perece el término para ofrecerlas, p~ 

ra después pasar a la c~lificación de las que se admiten y las 

que no, tal y como sucede en el procedimiento ordinario civil. 

Por Último diremos- que las excepciones y defensas que se· h!!. 

ccn valer dentro de la contestaci6n de la demanda. dándole éstas 

la única finalidad de existir a la parte comple~entaria con la 
que se fija la litis, es decir: la controversia, deben referirse 

a cada hecho aducido por el actor. 

Para terminar, en cuanto al desahogo de las pruebas diremos 

lo siguiente: las pruebas que previP.nen las leyes adj~tivas para 

ser ofrecidas, son exactamente las mismas, y por ende, el mismo 

procedimiento de desahogo para cada una de las materias laboral 

y civil. 

6. 3. BREVE EXPOSICION DE UN CASO PRACTICO. 

A continuaci6n pasaremos, por decirlo así, a la demostr~--­
ción de todo lo que se ha mencionado en este trabajo, para lo 

cual se expone prácticamente un caso en el que se dezenvuelva ~l 



procedimiento laboral en forma vinculativa con el procedimiento 

civil, ambos ordinarios. 

En un procedimiento laboral ordinario en el que se demanda 

la indemnizaci6n por despido injustificado, es en el que se puede 

apreciar claramente la estrecha semejanza que existe entre ambos 
procedimientos, es por ello que a continuaci6n exponemos el proc~ 

dlmiento ordinario por el cual se promueve la indemnizaci6n por 
despido injustificado. 

Iniciaremos por transcribir fielmente la demanda que se prQ 
movió ante una Junta Especial de Conciliación y Arbitraje, en la 

que se inscriben todos los datos, tal y como se hiciera por vez 
primera y con todas las formalidades que Sü exigen para tal efec­
to. 
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H. JUNTA LOCAL DE CONCILIACION Y ARBITRAJE 
EN TURNO. 

JOSE PEREZ MARTINEZ, promoviendo por mi propio derecho, y 
señalando como domicilio para oir y recibi1· toda clase de notifi­

caciones el despacho ubicado en la calle Columbus Lote 5 Manzana 
1, Colonia Francisco Villa, C.P. 09720, Dclegaci6n Iztapalapa, 
de esta Ciudad, y autorizando para los mismos efectos, así como 
para recoger todo tipo de documentos y valores a los abogados 
WENCESLAO SANCHEZ VAZQUEZ Y/O JOSE JACOBO SANC!!EZ VAZQUEZ. ante 
esta Junta comparezco y expongo: 

Que por medio de este escrito v~ngo a demandar a la empresa 
deno~inada PLASTICOS DUGRA. S.A., con domicilio en la calle da 

Norte 176 número 514, Colonia Pensador Mexlcano, Delegaci6n Venu~ 
tiano Carranza, Distrito Federal, C.P. 15510, o en contra de 
quien resulte responsable de la fuente de trabajo, las siguientes 

prestaciones: 

a) El pago de la cantidad de $720,000.00 por conc~pto de 



fndemnh:aci6n constitucional de tres rneses de salario a raz6n d'? 

$8,000.00 diarios, por causa del despido injustificado del que 
ful objeto. 

b) El pago de la cantidad de $192,000.00 por concepto de 
192 horas extras a raz6n de un salario de $8,000.00 diarios, mis­
mas que no me fueron cubiertas. 

e) El pago de $32,0QQ.OO por concepto de cuatro días de va­

caciones correspondientes al periodo del 18 de enero al 22 de 
agosto de 1988, que de manera proporcinal me corresponde y no he 

disfrutado ni se me ha cubierto, sobre la misma base de salario 
diario. 

d) El pago de $8,000.00 por concepto de prima de vacaciones 
conforme al artículo 80 de la Ley Federal del Trabajo. 

e) La cantidad de $72,000.00 por concepto de aguinaldo pr2 

porcional al tiempo que preste mis servicios conforme al artículo 
87 de la Ley Federal del Trabajo. 

r) El pago de la cantidad de $54,000.00 por concepto de· 
prima de antiguedad en forma proporcional. 

g) El pago de la cantidad de $112,000.00 por concepto de la 

indemnizaci6n proporcional que señalan los artículos 49 y 50 de 

la Ley Federal del Trabajo y que equivalen a 14 días a raz6n de 
a,000.00 diarios. 

h) El pago de los salarios vencidos, desde la fecha del deli 
pido injustificado que ru6 el d[a 22 de agosto de 1988, hasta que 

se cumplimente el laudo que se dicte en el prcs~nte conflicto. 

Fundo mis peticiones en los siguientes hechos y considera-­
ciones de derecho. 

H E C H O S • 
1.- Con fecha 18 de Enaro de 1988 inicié a prestar mis ser-
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vicios a la dewandada, consistiendo mis labores en hacer la lim-­

picza a las oficinas en la enpresa d~ lunes a viernes de 9 a 18 

horas y, el sábado en el mismo horario, se ~e asignaba en la li~ 

pieza de la casa de los dueños de la demandada por órdenes de 

quien dice llamarse Jesús Durán Granados, aclarando que la casa 
a la que me refiero se encuentra ubicada en el domicilio de la sg 

ciedad hoy demandada, fijándone por tal trabajo un salario cíni--

~. 

2.- El d{a 22 de Agosto de 1988 a las 9:30 horas aproximad~ 

mente, en las oficinas de la empresa y sin mediar causa justificA 

da legal alguna, la demandada por conducto del que se dice ser 

dueño de la misma, sr. Jesús Durán Granados en compañía de su es­

posa la señora Guadalupe Jiménez, me notificó que desde el día 
viernes 19 de agosto de 1908, por conducto del señor Jaime Cortes 

Rodríguez me había avisado que me fuera a trabajar al restaurante 
de su herman~ y de no acceder quedaba despedida, ya que no quería 

que me presentara en las oficinas de la e~presa, de lo anterior 
en ningún momento me dieron constancia por escrito, tal ~como 

lo acreditaré en su momento procesal oportuno. 

3.- Mi jornada de trabajo era de las 9:00 hrs., a las 18;00 

horas de lunes a viernes en las oficinas de la empresa y los días 
sábado en la casa de los dueños con el mismo horario, sin tener 
oportunidad de disfrutar de mi descanso diario y comida, por lo 
que con fundamento en el artículo 64 de la Ley federal del Traba­
jo, reclamo 192 horas extras que se me adeudan y ascienden a la 
cantidad de $192,000.00. 

4.- No disfruté ni me han sido pagadas las vacaciones pro-­
porcionales correspondientes al periodo que corre del 18 de Enero 

de 1988 al 22 de agosto del mismo año, consistentes en cuatro 
días a raz6n de $6,000.00 de salario diario, aumantado con el 

25%, que importa la cantidad de $32,000.00 cuyo pago reclamo, es­

to con apoyo en el artículo 79 de la Ley Federal del Trabajo, y 

una prima de $8,000.00 
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s.- La denandada no m~ ha cubierto el aguinaldo proporcio-­

nal correspondiente al periodo que corre del 18 de Enero hasta el 

22 de agosto de 1988, y que asciende a la cantidad de $72,000.00 

a raz6n de nueve días y un salario de $8,000.00 diarios, esto con 

fundamento en el art!culo 87 párrafo segundo de la Ley de la matg 
ria. 

6.- Por concepto de prima de antiguedad proporcional a ra-­

zón de ocho d{as con el salario de $8,000.00 esto con apoyo en el 

artículo 162 de la Ley invocada anteriormente. 

7.- Por concepto de indemnización contemplada en los art!c~ 

los 49 y 50 de la Ley Federal del Trabajo, ya que no he cumplido 

un año en la empresa demandada, y que asciende a la cantidad de 

$112,000.0Q, cuyo pago reclamo. 

D E R E C H O • 

Es competente esa H. Junta por exclusión para conocer del 

caso según lo previenen los artículos 123 apartado A, fracción 

XXXI de la constituci6n Política de los Estados Unidos MexicanoR, 

527 de la Ley Federal del Trabajo, y demás relativos del mismo o~ 

denamiento. 

En cuanto al fondo son aplicables los artículos 123 aparta­

do A, fracción XX!I constitucional, y B, 10, 11, 18, 20, 26, 31, 

35, 4e. 49, 5o, se. 61, 64, 67, 76, 19, eo. 01, 04, 01 •. B9, 132 

fracci6n I y II, 162 y demás relativos de la Ley Federal del Tra­

bajo. 

Norman el procedimiento las disposiciones del título XIV, 

capítulo XVII del Código laboral. 

Por lo antes expuesto y fundado, 

A USTED C. PRESIDENTE DE ESA H. JUNTA, atentamente solicito, 

151 



PRIMERO.- Tenerme por presentado con este escrito en los 

términos del mismo, demandando a la empresa denominada PLASTICOS 

DUGRA, S.A., o a quien resulte responSablc de la fuente de traba­

jo, reconocer la personalidad de rnis apoderados designados confoL 

me a la carta poder adjunta y, tener por señalado domicilio indi­

cado para oir notificaciones. 

SEGUNDO.- Dar entrada a la demanda, corriendolc traslado a 

la demandada con la copia simple que acompaño, emplazándola y no­

tificándola de la audiencia de ley en el domicilio señalado. 

TERCERO.- En su oportunidad dictar laudo declarando que ha 

procedido la acci6n que hago valer. y en consecuencia condenar a 

la de~andada de conformidad con las reclamaciones contenidas en 

esta demanda por ser de justicia. 

PROTESTO LO NECESARIO. 

152 

México, Distrito Federal a veinticinco de agosto de mil no­

vecientos ochenta y ocho. 

Del anterior escrito de demanda presentado por un ciudadano 

que hace o pretende hacer valer sus derecho~ nos percatamos de la 

tan marcada semejanza entre los procedimientos civil y laboral, 

tal y como ya se ha comentado en líneas anteriores, posteriorm~n­

te a la demanda se dictó acuerdo admitiendo la demanda y se seña­

ló fecha de audiencia de ley. 

En el procedimiento civil la demanda se elabora prácticame~ 

te igual a la que acabamos dP. transcribir, s6lo con las variantes 

propias de la materia, como son; prestaciones, y puntos de dere-­

cho, as{ como los puntos petitorios, pero que en el Último de los 

casos en cuanto al fondo de la demanda en s!, son iguales, ya 

que en las dos existen prestaciones, puntos de derecho y puntos 

petitorios. 

En cuanto al procedimiento para llevar a caho la audiencia 



de ley, diremos que aqu{ si cambian las cosas, porque en el proc~ 

dimiento laboral se llevan a efecto todas las etapas en una sola, 

pasando de una en una, que incluso se puede llegar hasta la Últi­

ma de ellas, mientras que en el procedioiento civil existen dos 

audiencias, una de conciliaci6n y otra de ley, en la que se desa­

hogan las pruebas ofrecidas y admitidas previamente. Pero al 

igual que en el comentario anterior, en el fondo sigue siendo 

exacta~ente los mismos procedimientos, porque en ambos exifite la 

audiencia de conciliaci6n con el mismo objetivo. y la misma au--­

diencia de ley en la que se desahogan las pruebas ofrecidas y ad­

mitidas anteriormente. 

En cuanto al desahogo de las pruebas, como ya se ha dicho, 

se hace en forma exactamente igual, es decir; en la confesional 

existe el pliego de posiciones que deberá absolver precisamente 

el absolvente, esto en ambos procedimientos, la testimonial se 

elabora con el mismo pliego de preguntas, y existe la posibilidad 

de repreguntar; y, en cuanto al desahogo de las demás pruebas 

existe la mis~a tónica adoptada para un procedimiento, llamese ci 

vil o laboral. 

Por Último diremos que la sentencia en materia civil debe 

contener los mismos requisitos que el laudo en materia laboral. 

s6lo con algunas variantes, en cuanto al contenido, pero no en 

cuanto al fondo: para terminar señalamos la estructura de una scrr 

tencia pronunciada en materia civil. 

México~ Distrito Federal a doce de diciembre de mil nove­

cientos ochenta y nueve. 

VISTOS ., para dictar sentencia definitiva en los au­

tos del juicio Ordinario Civil Rescisi6n de Contrato de Promesa 

de Compraventa, promovido por ROBERTO SUAREZ RUIZ, en contra de 

MAURO BONILLA FLORES., y ----------------------------------------

- R E S U L T A N D O . - - -

A continuación se transcribe prácticamente todo lo que el 
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actor y demandado piden en su demanda y contestaci6n respectiva-- · 

mente, por lo que no se escribe en este trabajo porque en cada e~ 

so en particular existen diversas prestaciones, y éste trata de 

mostrar cuestiones generales. 

Posteriormente viene lo que se conoce como "CONSIDERANDO", 

en el que el juez esgrime todos sus puntos de vista con los cua­

les se funda para dictar la sentencia, y 16gicamente basado en la 

aplicación de la ley, incluso invocando jurisprudencias, y en su 

caso todas las fuentes del derecho de las que pueda ayudarse para 

resolver el conflicto con justicia. 

Por último resuelve aproximadamente en los siguientes térml 
nos: 

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 79 frac­

ci6n VI, 81, 86, y relativos del Código de Procedimientos Civiles 

se resuelve. 

PRIMERO.- Ha procedido la vía Ordinaria Civil en la que la 

parte actora no prob6 su acción y el demandado justificó sus ex­

cepciones, en consecuencia. 

SEGUNDO.- Se absuelve al demandado Mauro Bonilla Flores de 

todas y cada una de las prestaciones que reclam6 el actor en su 

demanda. 

TERCERO.- No se hace especial condena en gastos y costas en 

esta instancia. 

CUARTO.- Notif(quese. 

As{., definitivamente juzgando lo resolvió y firma el c. 

Juez Cuadragésimo Civil de esta capital, Licenciado .•.• 

Como se puede notar on la sentencia anterior se demuestra 



claramente las partes en que se hace consistir una sentencia, que 

es igual a un laudo en materia laboral, con los mismos requisi­
tos, pero cambiante en cuanto al contenido, y quizá también en 

cuanto a la forma, por razones de costumbres. 
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CONCLUSIONES. 

l.- De lo señalado en el transcurso de e~te trabajo, llega-­

mas a la conclusión de que el Código Civil actual (1928), regula 

y da inicio a instituciones muy importantes y trascendentes en la 

vida de la humanidad, que unido con el código laboral, protegen 

realmente los bienes y hechos jurídicamente tutelados por los mi~ 

mas, logrando de esta manera culminar con el alcance exacto cuyo 

pr6posito plasm6 el legislador en ambos códigos; tales como la 

igualdad al hombre y la mujer, as! como igualdad entre hijos leg.!. 

timos e ilegítimos; dando de esta manera, un cause y enfoque más 

recto y equitativo a las normas laborales. 

2.- Que el derecho pr-ocesal civil y el derecho proceoal labQ 

ral se encuentran vinculados estrechamente por la unidad esencial 

del derecho procesal, manifestando dicha unidad, una estructura 

esencialmente igual, porque ambas ramas del derecho procesal par­

ten de la existencia de la jurisdicci6n como poder del Entado pa­

ra resolver conflictos jur{dicos, el proceso; como instrumento j~ 

r{dico del Estado para conducir la soluci6n de los litigios y, la 

acci6n; como facultad jurídica de las partes para provocar la ac­

tividad del 6rgano jurisdiccional del Eslado resolviendo una pre­

tensi6n litigiosa. Intervienen en lns dos disciplinas procesales 
en estudio, las miamas caructer!sticas, tales como; iniciativa de 

parte, disposici6n del derncho material controvcrlido, igualdad 

de las partes en el proceso y, cosa juzgada, entre otras. 

3.-·Que en ambos procedimientos se requiere la potestad de 

obrar de los sujetos, misma que permite al juzgador hacer justi­

cia mediante la constitución y desarrollo del proceso, en conse­

cuencia; es imprescindible la presentaci6n de una demanda formal 

y substancialmente válida; hecha por un sujeto de derecho (actor) 

ante un 6rgano jurisdiccional (juez) y frente a otro sujeto de d~ 

recho (demandado), en donde actor y demandado cuentan con la cap~ 

cidad de ser parte y capacidad procesal, en tanto que el juez 
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cuenta con la capacidad general de jurlsdlcc16n y capacidad espe­

cial de competencia. 

4.- Que en loe procedimientos civil y laboral es extraordin~ 

ria la semejanza que existe en cuanto a la protección de la parte 
considerada como d4bil a cargo del propio Tribunal o Junta, por 

ejemplo: trat&ndose de incapacitados, o de cuestiones de divorcio 
en que se exige una intervenci6n del representante del Ministerio 

Público, esto en el proceso civi1;as{ como la evidente protecci6n 
al trabajador en materia del trabajo, ya que éste tiene a favor 
la suplencia de la queja, obviamente esta semejanza procesal en­
tre el procedimiento civil y laboral no existe en otras ramas pro 

cesales, prueba de ello es la total igualdad de las partes en ma­
teria mercantil como principio básico para juzgar, o bien, el pr~ 

ceso penal, en el que las diferencias, y no así las semejanzas, 
son evidentemente más acusadas. 

5.- Que actualmente no existe una partici6n marcadísima en­
tre derecho público y derecho privado, sino por el contrario, se 
re1acionan1 aunque en principio se manifieste esa bipartici6n, ya 

que en el derecho privado, la estructura de la relaci6n, se basa 
:e.n la existencia de intereses opuestos, distintos en el pretensor 

y en el obligado, mientras que en el derecho público no hay sino 
un s610 interés, el interés superior del Estado, para cuya real!~ 
zaci6n·, las voluntades son convergentes. Pero es innegable y en­

tendible que los particulares no pueden hacerse justicia por su 
propia mano sino que debe intervenir la autoridad judicial, es d~ 
cir, el Estado, poi· lo tanto, existe relaci6n entre derecho púbt! 

co y privado, porque participa éste Último, por su propia natura­
leza, del carActer público. 

6.- Que la unidad substancial del proceso no encuenta en et 
procedimiento laboral y civil ninguna discrepancia de fondo, ya 

que el derecho procesal civil es la rama de la ciencia jurídica 

que estudia ·1a naturaleza, desenvolvimiento y eficacia del conju,n 

to de relaciones jurídicas denominado proceso civil, y el derecho 

procesal del trabajo es el conjunto de normas que regulan las re-
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laciones entre trabajador y patrón, las cuales tienden a darle a 

cada quien lo que le corresponde, por lo tanto, el proceso labo­

ral es una continuaci6n del proceso civil. 

7.- Que los procedimientos civil y laboral cuentan con una 

estructura de fondo exactamente igual, en raz6n de que ambos se 
inician con la demanda, a la cual se le contrapone una contesta­
ci6n, momento en que ha quedado fijada la litis, posteriormente 
viene la audiencia previa y de conciliaci6n, en materia civil, y 

etapa conciliatoria en materia laboral, ambas con el mismo fin, 
se continúa con el ofrecimiento, admisión y desahogo de pruebas, 

y para cerrar esa etapa se pasa a los alegatos, y por Último la 
resoluct6n, es decirJ puntos de derecho, los cuales los decidirá 

el juzgador, llámesele juez o presidente de la Junta. 

8.- Que ambos procedimientos cuentan con algunas diferencias 

entre e!, pero nada más de forma, tales como la celebraci6n de la 

etapa conciliatoria en materia laboral, que s610 se llevará a c~ 

bo siempre y cuando hayan transcurrido diez días hábiles después 
de emplazado el demandado, que pevio al laudo y después de los 

alegatos se pasa al dictamen en materia laboral, y los términos 
para presentaci6n de pruebas, que es de diez d{as hábiles en el 
procedimiento civil, y en materia laboral no existe propiamente 
término de ofrecimiento de pruebas, s6lo existe fin del plazo pa­
ra ofrecerlas, que es la celebraci6n de la audiencia única, y al­

gunos otros que no afectan, de fondo, ambos procedimientos. 

9.- Que el desahogo de las pruebas en ambos procedimientos 

es pr,cticamente igual, empezando por la determinaci6n de que se 

admitirán todas las pruebas tendientes a demostrar el dicho de 
las partes. En el caso de la confesional, en el procedimiento ci­

vil y laboral Se desahogar& a través de posiciones, QB decir, COll 

junto de preguntas para llevar a cabo la confesi6n JudtctalJ la 

testimonial por medio de pliego de preguntas, la pericial por con 

dueto de los peritos debidamente protestados de au cargo y con el 

pliego correspondiente para rendir su dictamen, la docu•ental ae 
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rige por las mismas características para documentos públicos y 

privados, ya sea en materia civil o laboral, y aquellas que se d~ 

sahogan por su propia naturaleza. 

10.- Que partiendo del principio que todas las ramas del de­
recho tienen que reconocer la influencia del derecho civil sobre 

ellas, una prueba evidente de este aserto la constituye la cir­
cunstancia de que el procedimiento laboral no puede escapar, por 

mínimo que se suponga el contacto, a una de las teorías civilis­
tas; de las obligaciones, ya que dicha teoría gira en torno a uno 

de los conceptos fundamentales del derecho, el del deber jurídico, 
sin el cual no ee posible siquiera concebir la existencia misma 
del derecho procesal del trabajo. 
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